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INTRODUCCIÓN: INGLATERRA Y SU «CONSTITUCIÓN ADMIRABLE» 

En Inglaterra se encuentran los orígenes del constitucionalismo moderno. AUí surgieron la idea 
de los derechos y las libertades individuales y el principio del gobierno limitado, que refuerzan la tesis 
del gobierno de las leyes; el principio de separación de los poderes; las instituciones de 
representación política; el concepto de constitución y, en definitiva, el constitucionalismo\ De aUí la 
importancia de la historia poMtico-constitucional inglesa para los estudios constitucionales. 

Pero, además, durante mucho tiempo las instituciones político-constitucionales inglesas 
representaron un modelo para varios países. Por eso, no fueron pocos los admiradores de su 
evolución, desde autores del propio país como WiUiam Blackstone^ hasta franceses como Jean-Louis 
De Lolme,^ suizos como Emmerich (o Emer) de Vatteh, españoles como Gaspar Melchor de 
Jovellanos^ y estadounidenses como John Adams'’. Uno de los más conocidos elogios es el del barón 


* En este sentido véase: Clavero, 1997: 9; Fioravanti, 2000: 31; Kriele, 1980: 163. 

2 Blackstone, célebre jurista del siglo XVIII, encontraba en la Constitución Británica la realización armónica entre 
las tres clases de gobierno —^la democracia, la aristocracia y la monarquía— en la medida en que «el legislativo del reino 
está confiado a tres distintos poderes, completamente independientes entre sí: en primer lugar el Rey; en segundo lugar 
los Lores espirituales y temporales, que es un grupo aristocrático de personas seleccionadas por su devoción, su 
abolengo, su sabiduría y su aprecio por la propiedad; y en tercer lugar la cámara de los Comunes, gente escogida 
libremente por el pueblo, lo que lo constituye en una especie de democracia» (Blackstone, 1979:1, 50-51). 

^ Véase su obra luí Constituáón de Inglaterra, publicada por primera vez en francés en 1771 (versión en español de B. 
Clavero: De Lolme, 1992). 

Este autor, en su obra Droit des Gens (1758), aseguraba que «esta ilustre Nación se distingue de una manera 
espléndida por su aplicación de todo lo que puede hacer de un Estado el más floreciente. Una Constitución admirable 
pone a todos los ciudadanos en estado de contribuir a este gran fin y expande por doquier este espíritu de verdadero 
patriotismo, que se ocupa con celo del bien público» (Vattel, 1758: 28-29). 

5 Quien manifestó su admiración por la Constitución de Inglaterra en el debate que sirvió de preámbulo a la 
expedición de la Constitución de Cádiz de 1812 (Jovellanos, 1992:1, 192). 

El futuro Presidente de los Estados Unidos, John Adams, concluía su Defence of the Constitutions of Government of the 
United States of America, señalando que «la constitución inglesa es, en teoría, la más estupenda obra fabridé) de la invención 




de Montesquieu, quien en su obra cumbre, £/ Espíritu de las Eejes (1748), en el Libro XI que se refiere 
a «las leyes que forman la libertad política en sus relaciones con la Constitución», dedica el capítulo 
VI a describir <4a Constitución de Inglaterra», por cuanto eUa se distinguía de las demás porque tenía 
«como objeto directo la libertad política» (Montesquieu, 1984:1, 143). 

El constitucionalismo inglés está íntimamente ligado a las bien conocidas especificidades de ese 
país (Crossman, 1985: 121-125): el carácter insular de su territorio; la conformación temprana del 
Estado-nación ; la menor vimlenda de las guerras religiosas, las cuales no llegaron a cuestionar la 
continuidad misma de la unidad nacional (como sí ocurrió en Francia y Alemania); la forma paulatina 
y consensuada mediante la cual se han presentado los cambios políticos, en oposición a los caminos 
revolucionarios que han trastornado a otros países* y, ligado a esto, el carácter moderado de las 
luchas sociales^ (Laski, 1947: 58-66). 

Otra de las especificidades inglesas se refiere a la naturaleza peculiar de su constitución, que 
conviene tener en cuenta para poder entender el complejo proceso histórico de su desarrollo. Según 
Karl Loewenstein (1983: 29; 149) la constitución es un dispositivo fundamental para el control del 
poder político, que se expresa a través de una serie de reglas fijas que pueden, bien estar formuladas 
en un documento formal, o bien estar profundamente enraizadas en las costumbres y conciencia 
nacional. La Constitución inglesa parece ajustarse a la segunda de estas alternativas, pues aUí no existe 
en absoluto un documento denominado «constitución», tal como acontece en la abrumadora mayoría 


humana, tanto por el ajuste de su balance, como por la prevención de sus vibraciones, y los estadounidenses deberían ser 
aplaudidos en vez de censurados por imitarla, tal como lo han hecho» (Adams, 2001:1, 70). 

^ A diferencia de lo que ocurrió en otros países, como Alemania e Italia, que afrontaron tantas dificultades para 
constituir sus Estados-naciones. 

* El carácter progresivo de los cambios políticos en Inglaterra es puesto de relieve por varios autores (Crossman, 
1985: 122-123; Matteucci, 1998: 159; Pereira Menaut, 1992: 24-25). Esto explica en buena parte el arraigado 
conservafismo británico, planteado sintéticamente por Lord Falkland en el siglo XVII al afirmar: «cuando no es necesario 
cambiar, es necesario no cambiar» {when it is not necessary to change, it is necessarg not to cbange). Ver sobre este tema las obras 
de T. Honderich (1993) y F. J. C. Hearnshaw (1967). La cara opuesta a Inglaterra fue exhibida por Francia, que en la 
Revolución de finales del siglo XVIII y durante el siglo XIX, se distinguió por la radicalización del conflicto y las 
reformas aceleradas. 

5 Ni el movimiento obrero ni el Partido Laborista adhirieron de manera definitiva a la tesis marxistas y, por lo 
tanto, no aceptaron la idea de la lucha de clases y la revolución violenta. Más bien abogaron por la estrategia de permear 
la cultura política del país con las concepciones socialistas, de manera que a través del Estado y las instituciones se 
transformara gradualmente la sociedad. 
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de Estados contemporáneos, mientras que las convenciones constitucionales'® ocupan un lugar 
central en la estructura normativa de esta constitución no escrita". 

El surgimiento y las primeras etapas de evolución del constitucionalismo liberal en Inglaterra 
constituyen el objeto de este capítulo, que está dividido en tres partes. La primera se ocupa de los 
antecedentes que explican las características del sistema poMtico-constitucional inglés hasta principios 
del siglo XVII. La segunda tiene por fin presentar los acontecimientos y controversias poMtico- 
constitucionales que se produjeron durante este siglo, uno de los más dinámicos de la historia política 
inglesa y decisivo para el desarrollo constitucional de este país. Por último, la tercera parte se limita a 
realizar algunas reflexiones finales sobre las características del constitucionalismo inglés y sus aportes 
al constitucionalismo moderno. 


I. LOS ANTECEDENTES: EVOLUCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN 
MEDIEVAL DESDE LA CONQUISTA NORMANDA 

Para comprender los acontecimientos, debates, enfrentamientos y vicisitudes del siglo XVII 
inglés conviene tener un mínimo de claridad sobre el contexto jurídico-poMtico en el cual se 
desplegaron. Se hace necesario entonces desarrollar un breve recorrido histórico por los más de 
quinientos años transcurridos entre la conquista normanda de 1066 —la última campaña de invasión 
extranjera que triunfa en Inglaterra— y el ascenso al trono de la dinastía Estuardo en 1603. Se toma 
aquel punto de partida porque con la llegada de los normandos comienza una etapa caracterizada por 
la superación del aislacionismo impuesto por la cultura originaria anglosajona (estrechándose, por 
ende, los vínculos con Europa continental) y por el afianzamiento de las instituciones políticas 
medievales, esto último paralelo a un proceso de reforzamiento de la posición del monarca, como 
consecuencia de la conquista'^. Asambleas representativas, jurados, universidades, estructuras locales 
de gobierno y gremios son manifestaciones concretas de la naturaleza orgánica y corporativa de la 


K. Loewenstein (1983: 166-167) define a las convenciones constitucionales como «formas de conducta de los 
órganos estatales superiores que basadas en un ejercicio de hecho —precedentes—, son consideradas en general como 
obligatorias. (...) Estas elásticas convenciones constitucionales tienen el mismo grado de realidad constitucional que si 
estuviesen fijadas formalmente como proposiciones jurídicas en un documento». Corresponde a A. V. Dicey (1915: 
XLVIII-LVIII) el haber propuesto para el lenguaje jurídico y político la expresión «convenciones constitucionales». 

** Según B. Crick (en el prólogo a Pereira Menaut, 1992: XVI), la Constitución inglesa es concebida como «un 
acuerdo tácito: un conjunto de convenciones, con algunas leyes constitucionales» (éstas últimas sí están contenidas en 
documentos). Ahora bien, tal como lo plantea Loewenstein (1983: 166), «en todo Estado constitucional, junto al Derecho 
Constitucional contenido en la constitución misma o concretado en leyes ordinarias, se forma un Derecho Constitucional 
no escrito reflejado sobre todo en la conducta de hecho de los órganos estatales». Sin embargo, lo cierto es que en 
Inglaterra dichas convenciones están en el centro del concepto de constitución, sin que esto suponga desconocer el papel 
cada vez más importante de las llamadas leyes constitucionales, como se verá más adelante. 

Sobre la evolución institucional inglesa antes de la conquista de los normandos véase, entre otros, los estudios 
de E. S. Creasy (1880: 39-51), F. W. Maitland (1963: 1-6), G. F. Margadant (2000: 189), F. C. Montague (1894: 7-14) y W. 
Stubbs (1891:1, 74-132). 
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sociedad medieval bajo los normandos. Por lo demás, como se tendrá ocasión de resaltar, ligado con 
el desarrollo institucional de este periodo, Inglaterra constituirá su propio sistema de derecho, el 
common law, cuyos operadores se articularán con el Parlamento para consolidar y darle su propio 
carácter a las estmcturas constitucionales en Inglaterra. 

1. Implicaciones político-jurídicas de la conquista normanda: common law y 

JURADOS DE CONCIENCIA 

En 1066, el duque de Normandía, proveniente de Francia, derrotó en la batalla de Hastings a 
los anglosajones, comandados por el Rey Harold, y accedió al trono de Inglaterra como Guillermo I 
(1066-1087)^'\ Antes de la llegada de los normandos, Inglaterra era una sociedad feudal con 
características semejantes a las de las sociedades feudales de Europa continental'*. Pero el nuevo Rey 
logró una amplia concentración de poderes, en detrimento de los barones del reino, que creció hasta 
tal punto que hizo que Malcolm III, Rey de Escocia, le rindiera pleitesía. Todo esto condujo al 
sometimiento de toda la jerarquía feudal a la autoridad monárquica, razón por la cual se afirma que, 
durante esos años, Inglaterra Uegó a ser la nación más poderosa y mejor organizada de Europa 
occidental (Barlow, 1965; Douglas, 1964). 

Sin embargo, este reforzamiento institucional no implicaría un rompimiento del modelo de 
gobierno mixto típico de la Edad Media europea, en el que el rey, los barones y los jerarcas de la 
Iglesia —más adelante también los dirigentes de las nacientes ciudades— se reconocían 
recíprocamente derechos y deberes, es decir, un lugar determinado y un papel específico dentro de la 
estmctura política. Una de las manifestaciones concretas de ello fue el deber del rey —un deber que 
también era visto como una prerrogativa— de consultar a los más poderosos señores feudales, 
quienes, a su vez, tenían el deber-privilegio de prestar consejo a su monarca. De aquí surgió el cuerpo 
de consejeros de Guillermo reunidos primero en la Magna Curia, que más tarde evolucionaría y se 
conocería con el nombre de «Consejo Común del Reino» {Magnum Consilium o Commune Consilium 
Regn¿) que todavía no estaba dividido en órganos y cuyas funciones, aparte de la de dar consejo, no 
estaban aún claramente definidas*^. Se trata del primer germen, de carácter exclusivamente medieval, 
de los cuerpos consultivos del monarca que, años después, serán el punto de partida de la lenta 
evolución hacia la configuración del Parlamento inglés. 

De los descendientes de Guillermo I hay dos que van a jugar un papel trascendental en la 
historia de las instituciones jurídico-poMticas inglesas: Enrique I (1100-1135) y, sobre todo, Enrique 
II (1154-1189), monarca con el que se inicia la dinastía de los Plantagenét, en la cual se logró 
consolidar y aumentar el poder político y territorial obtenido después de la conquista normanda. Del 


De aquí en adelante, cuando se haga referencia a un rey serán indicados los años de su reinado entre paréntesis. 

w En este sentido véase: A. Maurois (1968: 675-676), C. W. Omán (1949: 643) y G. M. Trevelyan (1984: 83-89). 

*5 El surgimiento de la Curia o Consilium real y su posterior evolución son estudiados por J. F. Baldwin (1969: 48 y 
ss.), G. F. Margadant (2000: 189-190), F. C. Montague (1894: 7-14), Follará (1964: 32) y W. Stubbs (1891:1, 418-424). 
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reinado del primero se destacan la Coronation Charter de 1100, que es considerada como el primer 
documento donde se establecen las libertades inglesas''’, y la creación dentro del Consejo Común del 
Reino de un Tribunal del Rey, del que surgirán posteriormente los tribunales reales de derecho 
común 

También Enrique 11 promulgó una «Carta de las Libertades» (1154)'*, si bien el más importante 
aporte de su reinado fue llevar a cabo la reforma legal que está en la base del desarrollo del common 
law. Esta reforma supuso disputar a los señores y barones la facultad de impartir justicia en sus 
respectivos feudosy consistió en la imposición de un modelo de justicia compartida en el que 
algunas personas renombradas de la Corte («inspectores», «caballeros» o «jueces» itinerantes) eran 
enviadas para que asistieran a los procesos que allí se desarrollaban, con lo cual se buscaba un mayor 
nivel de unificación de la administración de justicia en todo el reino. Los enviados del rey empezaron 
a tomar nota de todo lo que sucedía en los juicios y, sobre todo, a recopilar los fallos, lo que permitió 
que fueran tenidos en cuenta posteriormente en casos similares, como precedentes judiciales. De esta 
manera, en el origen del sistema legal inglés actual se encuentra un derecho «común», que recibe esta 
denominación por pretender extenderse por todo el reino sobre los usos provinciales aplicados por 
los tribunales locales y las numerosas jurisdicciones particulares de naturaleza privada. 

Así se fue configurando paulatinamente el sistema jurídico inglés, en el que los procesos se 
definen fundamentalmente con base en los precedentes judiciales. Este sistema empezó a 
diferenciarse del que predominaba en Europa continental para esa época, en el que las decisiones de 
los jueces se fundamentaban menos en las sentencias anteriormente proferidas y más en las normas 
del derecho consuetudinario^* y en aquellas que habían sido recuperadas del derecho romano. La 


El texto de la Coronation Oattír puede consultarse en la recopilación de W. Stubbs (1895: 100 y ss.). 

Los tribunales de common law o de derecho común surgieron paulatinamente desde el reinado de Enrique I hasta 
finales del siglo XIII, periodo en el que es posible identificar claramente tres tribunales: 1) el Kin¿s (Queen’s) Bench (la Corte 
del Rey/ de la Reina), que ju 2 gaba los delitos en los que tema interés la Corona y tem'a la facultad de revisar las decisiones 
de los tribunales inferiores en materia civil, razón por la cual era considerado el tribunal de mayor jerarqm'a en Inglaterra, si 
bien sus decisiones podían ser impugnadas ante la Cámara de los Lores, que era —y continúa siendo— la última instancia; 
2) la Court ofExchequer Píeos (Tribunal de Cuentas), que al comienzo tenía una competencia restringida a asuntos fiscales y 
que progresivamente se fue ampliando a todo tipo de cuestiones de derecho civil; 3) la Court of Common Pleas (Tribunal de 
Causas Comunes), que decidía litigios de orden civil entre los particulares (Losano, 1982: 169; Margadant, 2000: 191; 
Sutherland, 1972: 74). Es importante aclarar que esta organización de los tribunales del common law rigió hasta la Ley 
Judicial Qudiáary Act) de 1873. 

** W. Stubbs también incluye en su recopilación el texto completo de la Carta de las Libertades (1895: 135). 

Entre las atribuciones concedidas a los señores feudales, como contraprestación a su juramento de lealtad al 
monarca y a su obligación de poner bajo las órdenes de éste los ejércitos que dirigían, se encontraba la de administrar 
justicia en sus territorios. 

20 Es preciso indicar que el common law surge a la manera de un derecho consuetudinario, pero con ciertos 
elementos especiales, pues en su caso la costumbre, que es fuente de este Derecho, no nace del comportamiento popular, 
sino del comportamiento de los jueces. Una de las obras clásicas sobre el common law y su origen es la de O. W. Holmes 
(1991), cuya primera edición es de 1889. Análisis más contemporáneos y dirigidos específicamente a la comprensión del 
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diferencia se profundizó con el proceso de codificación del derecho que se inició en Francia a finales 
del siglo XVIII y comienzos del XIX y que se extendió por toda Europa continental. 

Por otra parte, los Vlantagenét profundizaron la tradición de convocar a personas reputadas de 
las localidades para que sirvieran de testigos en los procesos ante los tribunales de condado. Su 
testimonio no se limitaba a la aclaración de los hechos, sino también a la determinación del derecho 
aplicable, bajo el entendido de que durante la Edad Media, tanto en Inglaterra como en el resto de 
Europa, la existencia del derecho no dependía de un acto de voluntad de una autoridad política, 
dirigido específica y conscientemente a crear derecho. Ciertamente, en aquella época se concebía que 
existía un orden jurídico dado e indisponible, de tal manera que el derecho no se creaba, sino que 
debía descubrirse^^ y la mejor forma para hacerlo era mediante el testimonio de personas notables, 
que podían dar fe de la existencia del orden normativo que vivía en la sociedad. El hecho de que 
estos testimonios no se limitaran a la cuestión factual, sino que podían incidir en el develamiento del 
derecho aplicable, hizo que se introdujese el juramento, de donde surgió su nombre de jury o jurado. 

Con el tiempo, se consolidará la concepción del jurado de conciencia como un derecho de los 
súbditos, para evitar la arbitrariedad de los tribunales reales y para garantizar que no fueran juzgados 
por personas distantes de su realidad, sino por miembros de su misma comunidad, que podrían 
eventualmente encontrarse en una situación similar a la del inculpadoEl derecho al jurado 
constituye, entonces, una de las creaciones más importantes del constitucionalismo anglosajón. 
Interesa anotar que en Inglaterra el derecho al jurado — entendido como el derecho a ser juzgado 
por un jurado o a formar parte de un jurado— se afianzó mucho antes que el «derecho al 
Parlamento», esto es, el derecho a elegir el Parlamento o a ser elegido para él, y a que éste fuera 
convocado por el rey en forma regular (Blackstone, 1979:1, 8; Clavero, 1997: 74). 


proceso de surgimiento del common law son el de R. Pound (1954), el de S. F. C. Milsom (1985), el de T. Plucknett (2001), 
y el de G. Radbruch (2001). 

Sobre la forma como se concebía la existencia del derecho durante la edad media véase: Fioravanti, 2001: 36-37; 
Sabine, 1994: 173. 

Es en este sentido que el clásico por excelencia del garantismo penal, C. Beccaria (1738-1794), defiende la 
institución y el derecho al jurado: «Es útilísima ley aquella según la cual todo hombre sea juzgado por sus pares, porque 
donde se trata de la libertad y de la suerte de un ciudadano, deben callar los sentimientos que inspira la desigualdad (...)» 
(Beccaria, 2005: 105-106). Posteriormente, TocqueviUe (1996: 273-277) fundará la legitimidad de los jurados también en el 
derecho de participación. El manifiesta que los jurados son una forma de expresión de la soberanía popular tan importante 
como el derecho de voto universal, y que constituyen un mecanismo extraordinario para la formación política de los 
ciudadanos. Es importante indicar que Ferrajoü (1998: 575) considera que la alternativa entre jueces-magistrados y jueces- 
ciudadanos ha sido siempre la opción más decisiva en materia de ordenamiento judicial. Véase también el estudio de Th. A. 
Green (1988). 
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2. La Carta Magna 


Los avances institucionales logrados durante el reinado de Enrique II estuvieron acompañados 
por un proceso de acumulación de poderes políticos a favor del monarca y en detrimento de la 
influencia de los barones. Sin embargo, años después, durante el siglo XIII, el péndulo osciló hacia el 
otro extremo y el monarca de entonces, Juan sin Tierra (1199-1216), tuvo que enfrentarse a una 
profunda crisis, en el centro de la cual se ubicó el problema de las relaciones entre la corona y los 
notables del reino. Esta crisis tuvo como su más importante consecuencia el otorgamiento de la 
Carta Magna en 1215^^. 

2.1. Su origen 

Entre los siglos XI y XIV, a raíz de la conquista normanda, los reyes de Inglaterra contaron 
con importantes territorios en Francia. Los monarcas franceses intentaron en repetidas ocasiones 
expulsar a sus homólogos ingleses, por lo que se generaron permanentes conflictos entre los dos 
reinos. En 1214, el Rey Juan sin Tierra fue derrotado en Anjou y en Bouvines, lo que signiflcó la 
pérdida deflnitiva de buena parte de los dominios ingleses en Francia. Juan regresó a Inglaterra, e 
insistió en el pago de una indemnización por parte de los barones que no habían cumplido su deber 
como vasallos de prestarle colaboración en la campaña militar contra los franceses. Los barones — 
conocedores de la debilidad del rey, quien había sido excomulgado hacía poco por el Papa— se 
negaron a pagarle cualquier tributo y le retiraron formalmente su lealtad. Después de varios 
enfrentamientos, el ejército de los magnates ocupó Londres y le impuso a Juan el otorgamiento de la 
Carta Magna el 15 de junio de 1215. 

2.2. Los principales contenidos 

La Carta Magna es considerada como uno de los documentos fundamentales del 
constitucionalismo^"^, si bien algunos autores dudan sobre su carácter singular e innovador y afirman 
que ella no constituye sino uno de los tantos pactos feudales suscritos durante la Edad Media como 
consecuencia de los frecuentes conflictos entre los reyes y sus señores feudales^^. Aún así, la 


Varias obras de historia política y constitucional se ocupan de la crisis de la monarquía durante el reinado de 
Juan sin Tierra y de todo el proceso de otorgamiento de la Carta Magna en 1215, entre las cuales están la de W. E. Lunt 
(1957: 136 y ss), la de W. Stubbs (1891: II, 39 y ss.), la de A. E. Sutherland (1972: 27-32) y la de T. P. Taswell-Langmead 
(1905: 79-116). Teniendo como tema central el de la Carta Magna y deteniéndose en su significación en la evolución 
constitucional inglesa se destacan los estudios de J. C. Holt (1965 y 1985), W. I. Jennings (1965), W. S. McKechnie (1914) 
y F. Thompson (1948). 

2'* Véase en este sentido las afirmaciones de Z. Chafee (1952: 43), J. C. Holt (1985: 12), W. I. Jennings (1965: 15), F. 
W. Maitland (1963:14-15), R. Pound (1964: 28) y T. P. Taswell-Langmead (1905: 79-80). 

Para Fioravanti (2001: 51) el caso inglés, aunque tiene sus características específicas, no es un caso aislado, 
puesto que junto a la Carta Magna de 1215 pueden recordarse la Bula de Oro húngara de 1222, el Privilegio General 
Aragonés de 1283 y otros contratos que después se estipularon entre los señores feudales, los estamentos y los demás 


7 



importancia de la Carta Magna «no radica tanto en lo que fue para sus autores en 1215, sino en lo 
que más adelante llegó a ser para los dirigentes políticos, jueces y juristas, y para todo el pueblo de 
Inglaterra» (McKechnie, 1914: 104)^*^. 

En lo que a su contenido se refiere, el hecho de que la Carta Magna hubiere alcanzado 
semejante prestigio fue posible gracias a un cambio que se hizo en su texto y que a primera vista no 
parecería tan trascendental. En el segundo párrafo de su artículo primero^^ se expresa: «Nosotros 
hemos también concedido a todos los hombres libres de nuestro reino, por Nosotros y nuestros 
descendientes a título perpetuo, todas las infrascriptas libertades, para ser gozadas por ellos y sus 
descendientes, por nosotros y nuestros descendientes a perpetuidad» (subrayado fuera del texto). 
Pues bien, en las versiones iniciales el texto no señalaba que las libertades se concedían a «todos los 
hombres libres», sino únicamente a los «barones», expresiones que en esa época eran sinónimas. Sin 
embargo, con el paso de los siglos y de las reformas políticas y sociales, todos los ingleses pudieron 
ser considerados titulares de los derechos de la Carta, en virtud de la eliminación progresiva de las 
barreras existentes para alcanzar la calidad de «hombres libres». Fue así como esta locución pudo ser 
aplicada en el siglo XVII a muchas más personas que en 1215. 

El contenido de la Carta Magna puede concretarse en siete puntos: 1) reconocimiento de los 
derechos y libertades de la Iglesia y de las inmunidades de los clérigos; 2) reglas de derecho de familia 
y de sucesiones; 3) reglas generales sobre deudas y obligaciones, préstamos de judíos y situación 
económica de las viudas; 4) elementos generales de derecho tributario y garantías contra impuestos 
indebidos; 5) derechos, libertades, inmunidades y facultades respecto de la utilización de los bosques, 
la prohibición de los aparejos de pesca y otros detalles de la vida de la época; 6) reglas y usos sobre el 
comercio, las pesas y las medidas; 7) reglas de derecho procesal y garantías relacionadas con la 
administración de justicia (Pereira Menaut, 1992: 49-50). 


protagonistas de la vida política medieval, sobre todo en los territorios alemanes, como el Tratado de Tubinga de 1514. De 
la misma forma, S. B. dirimes (1953: 97), J. W. Gough (1955:15-17) y W. S. McKechnie (1914: 102) consideran que la 
Carta es un acuerdo medieval entre el Rey Juan sin Tierra y sus barones que, precisamente por su carácter medieval, no 
puede concebirse como un acto jurídico moderno de derecho público. 

La magnificación de la Carta Magna es en buena parte obra del jurista Edward Coke (1552-1634), quien, en el 
marco de los conflictos que se presentaron con el rey Jacobo I Estuardo (1603-1625) y sus pretensiones absolutistas, la 
rescató como el documento jurídico fundamental donde se encontraban plasmados los derechos tradicionales de los 
ingleses, derechos que hacían parte de la «constitución inglesa» y que eran inviolables, incluso por parte del monarca (véase 
infra p. [...]). 

Ninguna de las varias versiones de la Carta Magna de 1215 (sobre este punto véase las notas de la traducción 
presentada más adelante, infra p. [...]) aparece dividida en artículos numerados sucesivamente. Su estructura original se 
limita a presentar una serie de párrafos continuos, cada uno de los cuales trata un tema en particular. Precisamente, con el 
fin de hacer menos confusas las citas y remisiones, se decidió numerar los párrafos, los cuales son indistintamente 
llamados «capítulos», «secciones», «cláusulas» o «artículos». En este trabajo se prefiere esta última denominación por ser 
más familiar al contexto jurídico actual. 



Al ser un documento propio de la Edad Media, es decir, un contrato celebrado entre los 
protagonistas de la sociedad medieval inglesa (Fioravanti, 2001: 47), un buen número de 
disposiciones de la Carta Magna se refieren a la obligación del rey de respetar las propiedades y los 
demás derechos de los barones y señores. Pero si bien se trata de un documento de carácter feudal, 
contiene dos aportes que han sido fundamentales en la estructuración del constitucionalismo 
moderno: en primer lugar, se prevé que el scutage^^ y, de manera general, todos los auxilios 
económicos que los barones entregaban al rey, no podían ser establecidos sin la autorización del 
Consejo Común del Reino (artículo 12), disposición de la que se derivará posteriormente el principio 
de que no puede haber impuestos sin representación, esto es, sin que sean aceptados por los 
representantes de quienes tienen que solventarlos; en segundo lugar, la Carta Magna formuló 
garantías expresas a favor de las personas llevadas ante los tribunales, que serán el origen de algunas 
de las instituciones procesales fundamentales para el constitucionalismo moderno, tales como el 
jurado de conciencia, el Hábeas Corpus y el principio del debido proceso. 

La Carta Magna supuso la superación de una estructura política en la que el monarca ocupaba 
el lugar central, para llegar a un modelo en donde el Consejo Común del Reino, —es decir, la 
reunión de los barones eclesiásticos y laicos, que personificaban los intereses más importantes e 
influyentes del país—, junto con el Rey, constituyera la representación feudal de la totalidad de la 
comunidad política. Ello permite entender la disposición del artículo 61 de la Carta, en la que se le 
otorgaba a un consejo conformado por veinticinco barones la función de juzgar si el rey había 
desconocido las obligaciones en ella establecidas, permitiéndole embargar sus territorios y bienes, e 
incluso hacerlo prisionero. Esta disposición comportaba un control contundente de los barones 
sobre el monarca, con lo cual aquellos actuarían como pares de éste. Muy posiblemente ésta haya 
sido una de las razones por las que careció de eficacia y desapareció de las versiones posteriores de la 
Carta Magna. 

2.3. El destino posterior de la Carta Magna y la formación del Parlamento 

Luego de otorgar la Carta Magna, Juan sin Tierra se negó a cumplirla con el argumento de que 
lo había hecho en contra de su voluntad, tesis que el Papa Inocencio III avaló. El desconocimiento 
de la Carta precipitó en Inglaterra una serie de rebeliones de los barones contra este rey y sus 
sucesores, que se prolongará prácticamente hasta finales del siglo XIII, y en la que los primeros 
persiguen que los segundos la reafirmen y se obliguen a cumplir los compromisos alM adquiridos 
(Ehrüch, 1921). Como consecuencia de la presión nobiliaria, los monarcas confirmarán en distintas 
ocasiones la Carta Magna, lo cual explica no sólo su perdurabilidad y celebridad, sino también que su 


Este término equivale al vocablo castellano fonsadera, con el cual se denominaba inicialmente el servicio de 
guerra que prestaban los caballeros, luego la multa que se pagaba por no prestar ese servicio y, finalmente, un impuesto 
que se cobraba para atender los costos que causaran las guerras. 
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texto haya ido variando con el tiempo. Algunos estudiosos cuentan más de 44 confirmaciones, 
producidas entre 1327 y 1422 (Thompson, 1948: 10)^’. 

En este contexto de debates y enfrentamientos con el rey por la vigencia de la Carta Magna se 
produce un lento pero trascendental proceso poMtico-institucional que abre el camino hacia el 
surgimiento del Parlamento. Por estos años comienza a darse la práctica ocasional de llamar al 
Consejo Común del Reino a dos caballeros {hachelors) elegidos por cada tribunal de condado, que se 
sumarían a los barones eclesiásticos y laicos que ocupaban, por derecho propio, asientos en dicho 
Consejo. Esta práctica continuó bajo el reinado de Enrique 111 (1216-1272) y se impuso incluso en 
momentos en que se buscaban mecanismos para superar los nuevos conflictos entre el monarca y los 
nobles. Precisamente, ante la presión de los nobles, encabezados por Simón de Montfort, Enrique 
111 se vio obligado a convocar un Parlamento extraordinario, conocido con el nombre de 
«Parlamento de Oxford» y a aceptar las denominadas «Provisiones de Oxford», en las que otorgó a 
los barones el privilegio de conformar un comité que se encargaría de ejercer la supervisión sobre el 
tesoro del reino y que, además, tendría la facultad de intervenir en la elección de varios ministros y 
del Lord Canciller'^®. Los límites que estas medidas imponían a la monarquía hicieron que el rey se 
negara posteriormente a cumplir las Provisiones, aduciendo, como Juan sin Tierra, que le habían sido 
impuestas, lo que desencadenó la «guerra de los Barones». 

Enrique III será derrotado en la batalla de Lewes (1264) y se verá obligado a confirmar la Carta 
Magna y a convocar, en 1265, un Parlamento, que, además de tener la participación tradicional de los 
barones temporales y espirituales y la de los representantes elegidos por los tribunales de condado, 
contó por primera vez con la presencia de enviados de las más importantes villas y ciudades que 
habían sido objeto de privilegio real con anterioridad. De esta manera se da comienzo a una serie de 
transformaciones que conducirán a la aparición del Parlamento inglés con su peculiar estructura 
bicameral. Al principio las distintas representaciones se reunieron conjuntamente. Sin embargo, 
conforme pasaron los años —en particular desde finales del siglo XIII— empezaron a reunirse 
separadamente en dos salas distintas, una para los barones (eclesiásticos y laicos) y otra para los 


W. I. Jennings (1965: 11) habla de 55 confirmaciones de la Carta de 1225, desde el reinado de Enrique III hasta 
el de Enrique V (1413-1422). Esta sucesión de confirmaciones tuvo como consecuencia una gran confusión respecto a 
cuál era el texto original, confusión que comenzó a ser superada solamente en 1759 cuando W. Blackstone publicó su obra 
The Great Charter incluía las versiones de 1215, 1216, 1217 y 1225, todas bajo el título «Magna Carta», técnica que ha 
sido seguida por una amplia tradición de historiadores. Según Jennings (ibídem), «para fines jurídicos, el texto autorizado es 
el inserto como “25 Edward I” (esto es, el Inspeximus de 1297) en el primer volumen de Statutes of the Tealm (Leyes del 
Reino, 1820). En el siglo XIX, las disposiciones anticuadas fueron abolidas mediante leyes parlamentarias de Revisión del 
Derecho Estatutario; pero lo que perdura (...) está en la última edición de Statutes Revised (1950)». 

Un examen detallado del proceso de elaboración, del contenido y de los debates en torno a las Provisiones de 
Oxford es realizado en el texto de R. C. Stacey (1987). 
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representantes elegidos por los condados y por las principales ciudades, lo que condujo finalmente a 
la configuración de las dos cámaras, la de los Lores (Lords) y la de los Comunes {Commonsy’^. 

Ahora bien, después del siglo XIII, los reyes ingleses convocaron Parlamentos 
fundamentalmente con el objetivo de conseguir recursos, cuando el monarca no podía atender gastos 
extraordinarios con sus recursos corrientes (como las rentas de la Corona y las contribuciones hechas 
bajo los acuerdos feudales). De esta forma, las urgencias presupuéstales condujeron a que el 
Parlamento fuera convocado cada vez con mayor frecuencia y a que se fueran consolidando los dos 
principios cardinales de la tributación: el consentimiento parlamentario que debe llevar todo 
impuesto (principio anticipado por el artículo 12 de la Carta Magna) y la facultad del Parlamento de 
imponer todo tipo de tributaciones para afrontar las necesidades más apremiantes del reino. 

De todas formas, prácticamente hasta el siglo XVII, el Parlamento será una institución 
esencialmente medieval, aunque con un carácter nacional. Esta calidad se consolida gracias al 
establecimiento de la Cámara de los Comunes, en la cual se asentará la representación territorial, que 
complementa la representación nobiliaria de la Cámara de los Lores. Con ello, todos los intereses y 
poderes preponderantes de la comunidad política medieval inglesa encuentran asiento al lado del 
Rey^^. Precisamente, el carácter nacional del Parlamento inglés y su división en dos Cámaras —y no 
en tres, que representaran los distintos estamentos, la nobleza, el clero y la burguesía— lo distinguirá 
en el futuro de las instituciones equivalentes en los otros países europeos, como los Estados 
Generales en Francia, las Cortes españolas y los luindtage (asambleas territoriales) en Alemania 
(Anderson, 2001: 111-112). 

El talante medieval del Parlamento inglés en sus primeros años se hace más evidente cuando se 
analizan sus funciones. No se trata de un legislador en el sentido moderno del término. En primer 


Uno de los pasos más notables de esta evolución fue dado en 1295, año en el que, bajo el reinado de Eduardo I 
(1272-1307), se reunió el «Parlamento modelo», así denominado por el hecho de estar claramente dividido en dos cámaras 
y porque significó un avance fundamental en la regularÍ 2 ación del sistema parlamentario inglés (Hauriou et al, 1980: 255- 
256; Taswell-Langmead, 1905: 199; Wheare, 1967: 69). De acuerdo con T. P. TasweU-Langmead (1905: 211) y con W. 
Stubbs (1891, III: [...]), la primera mención en los registros del Parlamento de una sesión separada se produjo en 1332. 
Este proceso ya se habría perfeccionado a mediados del siglo XIV, lo cual se constata con la primera elección de un 
para dirigir los debates de la Cámara de los Comunes, en 1377. Para una revisión más detallada de los primeros 
años de la evolución del Parlamento y del surgimiento de la Cámara de los Comunes véase las obras de A. F. PoUard 
(1964), F. Thompson (1953) y C. P. Ilbert (1930). 

Conviene resaltar aquí que si bien puede considerarse que los Parlamentos ingleses de los siglos XIII y XIV 
tem'an un creciente carácter nacional, estaban lejos de ser democráticos, en el sentido de representar todos los intereses de 
la sociedad medieval inglesa. Así, el nivel socio-económico más bajo de la estructura feudal, el campesinado no 
propietario, no tem'a ninguna participación formal en las estructuras institucionales parlamentarias (a pesar de las 
continuas referencias al pueblo en los escritos de la época [véase, infra p. [...] intro. sobre edad media]). La acción política 
de estos sectores se manifestaba a través de alzamientos populares (por ejemplo, en Inglaterra se desencadenó una 
revuelta campesina de gran alcance en 1381), expresiones éstas que se presentaron en toda la Europa medieval y que en la 
mayona de las ocasiones fueron aplastada mediante la fuerza. Para la situación de las clases rurales durante la edad media 
inglesa véase los estudios de N. Guglielmi (1996: [...]), M. MoUat (1978: [...]) y G. M. Trevelyan (1946: [...]). 
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lugar, porque, como se explicó, durante la Edad Media se entendió el derecho como un orden de 
normas preexistente e indisponible, razón por la cual las autoridades no pretendían ni podían crear 
derecho, pues se concebían a sí mismas —y eran vistas así por el conjunto de la sociedad— como 
una instancia de descubrimiento y aplicación de un derecho que ya existía; en segundo lugar, porque, 
desde una perspectiva institucional, no es posible plantear durante esos años una nítida Mnea de 
separación entre los órganos legislativo, ejecutivo y judicial, tal como ahora la conocemos, pues éstas 
son categorías completamente ajenas a esa época. 

En este orden de ideas, el Parlamento, del cual hacía parte el rey, tenía en sus manos la 
iurisdictio, esto es, la facultad de determinar —descubriéndolo, no creándolo— el derecho, como una 
especie de tribunal supremo. Esta concepción del Parlamento, más cercana a la de un tribunal de 
justicia que a la de un legislador, se extenderá prácticamente hasta el siglo XVI, pues es en esos años 
que esta institución abandona progresivamente muchas de sus competencias de carácter judicial, para 
ser asumidas por los tribunales del Rey. AUí comienza también a hacerse cargo de la función 
legislativa de creación —ya no de declaración— del derecho en los momentos claves de ese periodo: 
la reforma anglicana, la llamada «confiscación de los monasterios», la lucha contra la Iglesia católica y 
la instauración de una Iglesia nacional encabezada por el Rey (Matteucci, 1998: 81-82). Mientras ello 
ocurre, el Parlamento experimentará una —para nuestros ojos modernos— extraña amalgama de 
funciones, de las que se destaca la de ser el titular de la iurisdictio, del poder de declarar la existencia de 
un derecho que existía como una «atmósfera circundante» (Sabine, 1994: 173). 

En suma, es posible encontrar una línea de continuidad histórico-constitucional entre la Carta 
Magna y el surgimiento del Parlamento, lo que se debe principalmente a que en aquella se hallan los 
dos elementos esenciales de la estructura de ejercicio del poder político de la Edad Media inglesa: por 
una parte, la ley fundamental del reino o, como la llama la misma Carta Magna, la <4ey del país» {legem 
terraé) y, por la otra, la comunidad política vista en su conjunto, que va a estar representada 
instítucionalmente en el Parlamento 

3. Identidad nacional y cambios sociales y políticos durante los siglos XIV y XV 

Como se ha señalado, después de la conquista de Inglaterra por Guillermo I, los reyes ingleses 
se encontraron en una peculiar situación frente al rey de Francia, pues ocupaban el trono de aquel 


Precisamente alrededor de estos dos elementos gira el libro titulado De Degihus et Consuetudinihus Angliee de Hemy 
de Bracton (1210-1268), que de acuerdo con C. H. Mcllwain (1991: 91) es la obra en la que «mejor se refleja el verdadero 
carácter de los principios generales subyacentes a la constitución inglesa medieval». La supremacía del derecho y de la 
comunidad política aparece desde las primeras páginas de la obra de Bracton, cuando afirma que las «leyes y costumbres 
inglesas (...) que han sido aprobadas con el consentimiento de quienes las usan y confirmadas con el juramento de los 
reyes {sacramento rege), no pueden ser cambiadas ni derogadas sin el común consentimiento {communi consensii) de todos 
aquellos por cuyo consejo y consenso fueron promulgadas» (Bracton, 1968: II, 21). Estas afirmaciones demuestran el 
talante constitucionalista de las tesis de Bracton, que se oponen a un sometimiento absoluto a la voluntad del monarca, 
pero que no pueden ser llevadas más allá de los límites de la experiencia medieval (Kantorowicz, 1941: 11). 
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país y al mismo tiempo debían rendir pleitesía a la corona francesa por sus posesiones en el 
continente. Alrededor de estas posesiones se presentaron distintos enfrentamientos entre los dos 
países. El más importante de ellos fue la llamada Guerra de los Cien Años, que se inició en 1337 y se 
prolongó —con varias intermpciones— hasta 1453. Esta guerra constituye una etapa decisiva en la 
formación de las identidades nacionales inglesa y francesa, puesto que hizo prevalecer las diferencias 
entre los dos pueblos sobre la comunidad de cultura, de mentalidad y de organización feudal que 
hasta entonces los había aproximado 

A la postre, Inglaterra perdió la guerra y sus dominios en Europa continental, lo que tuvo dos 
consecuencias significativas para su historia política: en primer término, ante la dificultad que suponía 
la realización de expediciones militares en el continente, los intereses internacionales de la política 
inglesa se reorientaron hacia Escocia e Irlanda, e incluso, un siglo después, hacia el otro lado del 
Atlántico; en segundo término, el punto anterior, aunado a la protección que brindaba la condición 
insular del país, produjo una transformación de la nobleza, que durante la segunda mitad del siglo 
XV y a lo largo del siglo XVI abandonaría paulatinamente las actividades militares que la 
caracterizaban para vincularse a actividades relacionadas con la manufactura y el comercio, con lo 
que comenzaron a identificar intereses comunes con los habitantes de las ciudades y la burguesía en 
general (Anderson, 2001: 123)^^. 

Además, la derrota militar inglesa implicó que Enrique VI (1422-1461), que ocupaba el trono 
por aquellos años, perdiera el relativo control que tenía sobre sus barones —control que había 
logrado retomar gracias a las exigencias propias de toda expedición militar prolongada—, 
desencadenándose entonces el confiicto civü conocido como «la guerra de las Dos Rosas» (1455- 
1485).^*’ La guerra condujo a un profundo debilitamiento económico y político de la nobleza 
(Trevelyan, 1984: 186-187; 1946: [...]) y, sobre todo, a la instauración, en el año 1485, de una dinastía 
nueva, la de los Tudor, que se inició con el reinado de Enrique VII (rey hasta 1509). 

Ahora bien, cabe resaltar que durante las dinastías anteriores, específicamente la de los 
luincaster y la de los York, que gobernaron entre 1399 y 1485, se consolidaron definitivamente la 
estmctura interna del Parlamento, sus formas principales de procedimiento y sus privilegios más 
importantes, si bien se menciona que ese período se destaca «más por ciertos perfeccionamientos de 
los mecanismos del gobierno parlamentario que por la conquista de grandes derechos o por la 


Para profundizar en el análisis político de la guerra de los Cien Años, véase la historiografía francesa (Timbal, 
1961; Favier, 1998) y la historiografía anglosajona (Allmand, 1989; Seward, 1978; Sumption, 1999). 

Esto explica una importante diferencia de la evolución histórica inglesa frente a la del resto de Europa, 
especialmente la de Francia: al contrario de lo ocurrido en este país, en Inglaterra la nobleza y la burguesía no chocaron 
de forma irreconciliable y el sistema social y político inglés fue más flexible y permeable a los intereses y a las 
pretensiones de ascenso social y político de la burguesía. Además, partiendo de la constatación de sus intereses comunes, 
los nobles y los burgueses encontraron en la figura del rey (especialmente durante la dinastía de los Estuardo en el siglo 
XVII, véase infra p. [...]) un enemigo común contra el que tejerían diversas alianzas (Flauriou et al, 1980: 254). 

Sobre la guerra de las Dos Rosas véase los trabajos de R. A. Griffiths (1993) y A. J. Pollard (1990). 
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formación de instituciones fundamentales» (Guizot, 1880: II, 413). Al inicio de este proceso de 
perfeccionamiento, es decir, durante los primeros años del siglo XIV, la Cámara de los Comunes 
tendrá una posición subordinada, como se constata al leer la fórmula utilizada en las actas del 
Parlamento para la promulgación de las leyes^^, según la cual éstas eran aprobadas con el 
consentimiento de los condes, prelados y barones, y a petición de los caballeros y comunes reunidos 
en el Parlamento. Los comunes aparecían así como solicitantes de las leyes y correspondía al rey, con 
la ayuda de sus consejeros más próximos, determinar las disposiciones requeridas en cada caso y la 
forma de su aplicación (Maidand, 1963: 185). 

Sin embargo, varias veces sucedió que la ley que era redactada después de la disolución del 
Parlamento no era congruente con lo solicitado por los comunes, razón por la cual, en 1414, bajo el 
reinado de Enrique V (1413-1422), se dispuso que «nada debía ser estatuido, en lo pedido por los 
comunes, contrario a su solicitud, sin que fuera sancionado con su asendmiento» (citado en Maidand, 
1963: 189). Esto supuso que de aUí en adelante lo que se presentaba al rey no era una solicitud, sino 
un proyecto {hilt) redactado en forma de ley, para que los lores y el rey lo aprobaran o lo rechazaran 
(Trevelyan, 1984: 144). El siguiente paso, a mediados del siglo XV, fue el de reconocer que las leyes 
se hacían con el conocimiento y consendmiento de la Cámara de los Lores y la de los Comunes, 
ambas situadas en un plano de igualdad. A ello se unió el hecho de que, al final de este siglo, la 
fórmula de promulgación de las leyes afirmaba no sólo esto, sino también que habían sido 
promulgadas «por la autoridad de los mismos» (citado en Ilbert, 1930: 22), con lo cual se establecen 
los primeros principios para que el Parlamento pueda ser considerado un órgano legislativo y no 
simplemente una instancia de solicitud y consentimiento, principios que se consolidarán durante el 
reinado de la dinastía Tudor’*. 


En este punto es importante anotar que las nociones inglesas 'itatute, Lmw y Kct, a pesar de los matices que las 
diferencian, responden fundamentalmente al contenido de la palabra «lep, razón por la cual, en adelante, y para facilitar 
la comprensión del texto, aquellos términos serán traducidos con esta palabra. Ahora bien, respecto a dichos matices 
diferenciadores conviene señalar que después de mediados del siglo XVII, particularmente a partir de los acontecimientos 
de la guerra civil y la ejecución del rey Carlos I (véase infra p. [30-32]), la Cámara de los Comunes empezó a utilizar el 
término Act para hacer referencia a aquel conjunto de disposiciones que solamente había sido aprobado por esta 
corporación, sin la intervención de la Cámara de los Lores y sin haber sido promulgado por el rey (Gardiner, 1906: 357). 

Conviene hacer referencia aquí a la obra del principal doctrinante sobre la política y la constitución inglesas 
durante el siglo XV, el jurista John Fortescue (1394P-1476?), de la cual se destacan dos libros: De iMudibus Degum Angliae 
(1468-70) y The Dijference beiween as Absolute and a Umited Monarchj (escrito en 1471 y publicado en 1885 bajo el título The 
Govemance of England) (para ambos véase la edición de S. Lockwood [Fortescue, 1997]).. Además de haber escrito el 
primer estudio en inglés sobre la constitución de Inglaterra (Lockwood, 1997: XV-XVI), Fortescue es célebre por haber 
establecido las clases «naturales» de gobierno: la monarquía absoluta (dominium regale), la república {dominiumpoliticuni) y la 
que puede ser llamada monarquía constitucional {dominiumpoliticum et regale), fórmula ésta que utilizó para caracterizar a 
Inglaterra frente a los demás países europeos. Esto muestra la manera como Fortescue continúa la línea de pensamiento 
de Bracton, según la cual en las materias propiamente de gobierno el rey no tiene par ni superior, pero la prerrogativa 
regia tiene sus límites jurídicos en las facultades reconocidas por el derecho a los súbditos, facultades que el rey ha jurado 
respetar y que no puede legítimamente cambiar o quebrantar, pues hacen parte de un derecho del que él no puede 
disponer. Por todo lo anterior, se afirma que el constitucionalismo de Fortescue es de naturaleza marcadamente medieval 
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4. La era de los Tudor 


La monarquía bajo los Tudor se distinguió por su capacidad para concentrar poderes, pero 
dentro de un marco de respeto por las potestades del Parlamento, como se manifestó en su continua 
convocatoria y reunión. Esta deferencia con el Parlamento se explica por la necesidad de legitimar 
decisiones trascendentales, como la reforma anglicana, y por la conciencia que se tenía de que el 
futuro del reino estaba en los grupos sociales cuyos intereses se expresaban en esta institución. Se 
trata de un periodo en el que se acentuó el carácter del Parlamento como órgano fundamental del 
poder público, eso sí, siempre ubicado al lado del rey, expresión de lo cual era la fórmula King in 
Varliament^'^. 

4.1. El fortalecimiento institucional de la corona y del Parlamento bajo los Tudor 

Enrique VII comenzó un proceso de concentración paulatina de poderes alrededor de la 
Corona y en este sentido tomó varias medidas como la creación, en 1487, de la Cámara Estrellada 
instar Chamhei), un tribunal judicial que se constituyó en su principal arma contra las revueltas y las 
sediciones de los señores feudales y que significó un reforzamiento de la prerrogativa monárquica en 
el ámbito de la administración de justicia'*®. 

Su sucesor, Enrique VIII (1509-1547), considerado el paradigma del príncipe cultivado, 
refinado, enérgico e impetuoso del renacimiento**, impulsó la ruptura de Inglaterra con la Iglesia 
Católica, que se precipitó tras la negativa del Papa Clemente VII a la solicitud del rey para que se 
anulara su matrimonio con Catalina de Aragón. Con todo, más allá de esta cuestión, Enrique VIII 
supo aprovechar tanto el descontento general que producían los abusos de la tributación pontificia y 
las grandes riquezas de las órdenes monásticas, como la corriente intelectual de tinte nacionalista en 


y no puede considerarse ni siquiera como una manifestación temprana del sistema moderno de controles a través de los 
frenos y contrapesos (Mcllwain, 1991: 111-114). 

La dinastía de los Tudor es estudiada de manera extensa y profunda, desde una perspectiva de historia política 
y constitucional, por G. R. El ton, de cuya obra se destacan su texto sobre Inglaterra bajo esta dinastía (Elton: 1991), el 
libro sobre las políticas y el gobierno Tudor (Elton: 1974) y su recopilación de los documentos jurídico-constitucionales 
más importantes de la época (Elton: 1992). También son pertinentes los textos de J. H. Burns (1992), S. Th. Bindoff 
(1950) y F. W. Maitland (1999). 

'^5 La Cámara Estrellada —que tenía competencia en materia penal y revisaba las relaciones entre los diferentes 
órganos de gobierno— sería el primero de los denominados «Tribunales de Prerrogativa» o «Tribunales Testamentarios», 
entre los cuales se encontraban también la Court ofKequests, creada en 1493 como un órgano especial para el recaudo de 
los impuestos y contribuciones, y la High Commission (Alta Comisión o Suprema Comisión Eclesiástica), instituida en 
1534, confirmada en 1559 y que en un comienzo tem'a una jurisdicción limitada a asuntos eclesiásticos, pero después vio 
sus competencias ampliadas considerablemente. Además de haber sido creados con fundamento en la prerrogativa regia, 
todos estos tribunales tenían como característica común que sus decisiones no se basaban en las reglas del common law y 
que su procedimiento era más corto y sencillo que el de los tribunales de derecho común, con los que se enfrentaron 
continuamente, especialmente durante la primera parte del siglo XVII (Matteucci, 1998: 80, Sutherland, 1972: 76). 

Véase los estudios sobre Enrique VIII de J. J. Bagley (1964), M. D. Palmer (1983) y M. Waldman (1970). 
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contra de la dependencia frente a Roma. En 1533, el matrimonio de Enrique con Catalina fue 
declarado inválido por el clero inglés, siendo coronada como nueva reina su segunda esposa, Ana 
Bolena. En respuesta a ello, ese mismo año, el Papa excomulgó al monarca inglés, con lo que se 
inicia el cisma entre la Iglesia de Inglaterra y la Santa Sede. 

Importantes consecuencias se derivaron del cisma. Una primera fue la creación del 
anglicanismo, cuyo efecto inmediato fue la sustitución de la autoridad del Papa por la del rey de 
Inglaterra (sólo a partir del reinado de Eduardo VI [1547-1553] y, en definitiva, bajo Isabel I [1558- 
1603], la poMtica eclesiástica oficial inglesa se orientará claramente hacia el protestantismo), de tal 
suerte que, en adelante, el rey fue titular tanto del dominio político como del religioso, logrando una 
mayor concentración de poderes. Una segunda consecuencia fue el comienzo de la persecución 
contra los católicos y los miembros de otras tendencias cristianas que se negaron a reconocer a 
Enrique VIII como jefe supremo de la Iglesia nacionah^. El rompimiento con la Iglesia Católica 
condujo también a la disolución de los monasterios y a la confiscación de los bienes de la Iglesia, 
entre 1536 y 1539. El rey decidió poner en venta las tierras expropiadas, lo cual generó una 
importante transformación socio-política. Los compradores de esos bienes fueron, por lo general, 
personas provenientes de la nobleza afectadas por el mayorazgo, figura que establecía que la mayoría 
o todos los bienes de la masa sucesoral debían ser asignados al hijo mayor. EUo impulsó a los demás 
hijos a dedicarse a la industria y el comercio y, por esta vía, a vincularse con burgueses dedicados a 
esas mismas actividades económicas. De este fenómeno surgieron nuevas clases, como Xií gentry y la 
yeomanry^^, cuya importancia no fue sólo de carácter económico-social, sino también político, pues 
dominaron por muchos años la Cámara de los Comunes. 

Finalmente, la reforma incrementó la importancia del Parlamento, pues fue el instmmento 
elegido por Enrique VIII para llevarla a cabo. Dado que durante mucho tiempo el Parlamento había 
ejercido preponderantemente funciones de tribunal de justicia y, en menor medida, de asamblea 
legislativa, parecía que estaba condenado a la misma suerte de las asambleas medievales de Francia 
(los Estados Generales) y España (las Cortes), que declinaron y prácticamente desaparecieron bajo el 
absolutismo. No obstante, el Parlamento inglés de la reforma se reunió constantemente durante siete 


La más célebre víctima de esta persecución contra el catolicismo fue Tomás Moro (1478-1535), quien se 
destacó por defender una elaborada filosofía de la tolerancia (Peces-Barba, 1988: 169-172). Parecería paradójico que 
Enrique VIII persiguiera no sólo a los católicos, sino también a los protestantes. Sin embargo, la intolerancia religiosa y 
nacionalista extendía su acción a todo aquel que se opusiera a la unión del poder temporal y espiritual en cabeza del rey, y 
eso incluía a los protestantes disidentes. 

La se ubicaba entre la nobleza {nobility) y \‘íjeomaniy y estaba formada en su mayoría por propietarios 
rurales. Sus ingresos procedían en gran medida de las rentas de sus propiedades, pero muchos conseguían sustanciosas 
ganancias de la propiedad urbana y de compañías comerciales. Aunque una parte de ella habitaba las ciudades, los 
propietarios rurales de mediano nivel económico constituían su núcleo. En su interior existían cuatro estratos: los baronets, 
los knights, los squires (el estrato más numeroso) y finalmente los gentlemen. Por otra parte, \ssjeomanij, conformada por los 
jeomen (término que puede traducirse como labrador terrateniente), se distinguía de los gentlemen por no ostentar, como 
éstos, la cualidad de «gentil», esto es, una distinción que se adquiría por nacimiento, educación o por detentar una riqueza 
relevante (Martínez Rodríguez, 1999: 203 y 207). 
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años, de manera que sus miembros —en especial los de la Cámara de los Comunes— adquirieron 
una experiencia personal que daría inicio a un prolongado proceso de vigorización, que le permitirá 
convertirse en un elemento central de la estructura del poder poMtico en Inglaterra y asumir, como ya 
se explicó (véase supra p. [12]), funciones de tipo legislativo, abandonando gradualmente su carácter 
de órgano declarativo del derecho, como se le consideró durante la Edad Media 

Esta última consecuencia permite comprender una especie de paradoja política que caracterizó 
el reinado de Enrique VIII y que se aplica prácticamente a todo el periodo de los Tudor (1485-1603): 
muchas veces el recio gobierno de este rey Uegó a tener un tinte despóticopero, a pesar de esto, el 
reinado de Enrique VIII terminó favoreciendo el desarrollo del Parlamento inglés. Esto no significa 
que no hayan aparecido conflictos importantes entre esta institución y el monarca frente a esas 
primeras manifestaciones de «absolutismo» durante la dinastía de los TudorSin embargo, ambas 
partes estuvieron dispuestas al diálogo y a ceder en sus pretensiones, con el fin de evitar la 
agudización de los litigios. Por lo demás. Parlamento y monarca tenían intereses comunes en lo 
referente a la Reforma, al mismo tiempo que los conflictos se vieron atenuados por las 
transformaciones sociales que se produjeron en Inglaterra durante esos años. Esta situación continuó 
durante el reinado de Isabel I, con el cual se confirmó el carácter nacionalista e individualista que la 
dinastía Tudor imprimió a la poMtica inglesa”*^. Las disputas entre la reina y el Parlamento se 
resolvieron siempre dentro del equilibrio de la estmctura compositiva de gobierno, según el principio 
King in Parliament^ que, como se verá a continuación, fue el principio constitutivo del sistema de 
gobierno inglés de la época y configuró su específico carácter mixto. 


'•4 El afianzamiento institucional del Parlamento bajo la monarquía de Enrique VIII, y en general durante la 
dinastía de los Tudor, es analizado por G. R. Elton (1986: 34), C. P. Ilbert (1930: 23-24), G. W. Keeton (1952: 86) y G. 
M. Trevelyan (1984: 211). 

'*5 La naturaleza enérgica del gobierno de Enrique VIII se revela no sólo con la Reforma sino también con la 
llamada «revolución administrativa», impulsada por uno de sus más importantes ministros, Thomas Cromwell (1485- 
1540), y respaldada en muchas ocasiones por el mismo Parlamento. Supuso la expansión y reorganización de la 
burocracia central y tuvo como consecuencia institucional fundamental el fortalecimiento del Consejo Privado (Privj 
Comál) del rey, que tendrá, por ende, un papel protagónico durante el régimen de los Tudor (véase infra p. [...]). Véase 
sobre este punto los estudios de G. R. Elton (1953: 160-427; 1991: 127-137) y de C. Russell (1971: 111). 

Entre los asuntos que enfrentaron a la corona con el Parlamento se encontraron las peticiones formuladas por 
Enrique VIII para que le fueran concedidos poderes legislativos extraordinarios y para que se autorizara la creación de un 
ejército permanente a su servicio. Ambas solicitudes fueron negadas por el Parlamento, después de acaloradas 
discusiones (Anderson, 2001: 119-120). 

La vida y el carácter personal de Isabel I han atraído considerablemente la atención de historiadores, biógrafos 
y novelistas, mientras que las características de su gobierno se han estudiado en menor medida. Sobre este último aspecto 
es preciso destacar los textos de T. E. Hartley (1992), W. T. MacCaffRey (1981) yj. E. Neale (1976). 
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4.2. La constitución mixta medieval y el «absolutismo» Tudor 

Conviene detenerse en dos características centrales del gobierno bajo la dinastía Tudor. En 
primer lugar, el fortalecimiento político de la monarquía y, al mismo tiempo, la estabilización 
institucional del Parlamento, todo bajo las previsiones de la tradicional constitución mixta medieval y 
su fórmula fundamental, la de King in Varliamenf^. Desde un punto de vista doctrinal y teórico esta 
fórmula fue desarrollada por Thomas Smith en su obra De república anglorum (publicada en 1583), en 
la cual parecería defender la tesis de la supremacía parlamentaria'^® cuando asegura que «el más alto y 
absoluto poder del reino de Inglaterra está en el Parlamento. Toda vez que allí están el Rey en 
persona, la nobleza, los demás cortesanos (gentilitie) y \ 2 i jeomanr^, se halla la fuerza y el poder de 
Inglaterra» (Smith, 1906: 57-58). Con todo, se trata en realidad del Parlamento entendido como la 
reunión de los componentes históricos fundamentales de la constitución medieval inglesa, y no como 
sostén institucional de la supremacía de la Cámara de los Comunes, tal como sucederá un siglo 
después. El Parlamento es considerado por este autor como la manifestación institucional de la 
supremacía de la totalidad de la comunidad política y no de alguno de sus componentes — bien sea 
el Rey, los Lores o los Comunes—, es decir, de la supremacía del bien común del reino y no del de 
una de sus partes^®. 

La segunda característica central del gobierno bajo la dinastía Tudor está relacionada con la 
cuestión de determinar si la corona desconoció las limitaciones que entrañaba el carácter equilibrado 
y compuesto de la estructura constitucional medieval inglesa, hasta el punto de poder considerar que 
supuso el establecimiento de un régimen «absolutista». Para algunos, «la dinastía Tudor había iniciado 
a comienzos del siglo XVI un camino prometedor hacia la construcción de un absolutismo inglés» 
(Anderson, 2001: 116)^\ mientras que para otros «la nota fundamental del gobierno Tudor había sido 
el culto al Rey, no el despotismo» (Trevelyan, 1984: 264), puesto que no era posible el 
establecimiento de un absolutismo mientras que los monarcas de esta dinastía no dispusieran de un 
ejército propio y de una burocracia central que les permitiera el gobierno por coacción, sin el apoyo 
del Parlamento. Frente a este debate no es posible dejar de señalar que éstos fueron precisamente 


Para un examen puntual del modelo de la constitución mixta medieval en Inglaterra véase las obras de J. M. 
Blythe (1992), de G. Burgess (1993) y de J. G. A. Pocock (1987). 

Véase en este sentido las afirmaciones de F. W. Maltland (1963: 255), de C. H. Mcllwaln (1910: 124 y ss.) y de 
L. Alston en su «Introducción» a De república Anglorum (Smith, 1906: V y ss.). 

Otra importante elaboración teórica de la formula King in Varliament fue desarrollada también al final de la era 
de los Tudor por Richard Hooker (1554-1600), en su libro Of the laws of eclesiasticalpolity, escrito hacia 1594 (Hooker, 
1993). G. H. Sabine (1994: 341) manifiesta que la importancia de la obra de este autor radica en que «proporcionó un 
medio de que esa tradición medieval pasase, con algunos cambios necesarios, a la filosofía política moderna de la era 
posterior a las guerras civiles. John Locke reconocía con agrado lo que debía al “juicioso Hooker” y el carácter 
conservador de su resumen de los resultados producidos por la Revolución inglesa se debió en grado no pequeño a la 
continuidad de sus ideas con las del autor de Of the laws of eclesiastical polity». Para un análisis detallado de las tesis de 
Hooker véase las obras de E. Th. Davies (1946), P. Munz (1952) y A. Passerin D’Entreves (1932). 

En este sentido véase también las conclusiones de C. Russell (1971: 40). 
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dos objetivos que siempre persiguieron los Tudor, lo cual permite constatar cierta propensión a la 
supremacía monárquica a lo largo de esta dinastía. Sin embargo, es importante anotar que esta 
supremacía, que era reconocida en la doctrina y ejercida en la práctica, no tuvo su fundamento en 
alguna teoría abstracta sobre el absolutismo monárquico, tal como la del derecho divino de los reyes, 
sino que fue el resultado del compromiso político forjado entre la Corona y los demás componentes 
de la sociedad medieval inglesa, acuerdo que había permitido simultáneamente el fortalecimiento del 
Parlamento. 

Estas dos características del gobierno durante el reinado de los Tudor permiten ver el 
panorama de la política inglesa antes del comienzo del siglo XVII y del ascenso de la dinastía de los 
Estuardo. En ella dominaba una concepción del ejercicio del poder político sometido al equilibrio de 
la anáent constitution, de una ley fundamental surgida de la tradición, que determinaba los derechos y 
obligaciones, el lugar y los alcances de cada uno de los poderes que conformaban la estructura de 
gobierno y que se expresaban institucionalmente en el Parlamento. Ahora bien, con el ascenso de los 
Tudor, con su concepción sobre el derecho y la política (que puede resumirse en la máxima, tomada 
del derecho romano, principiplacuit legis hahet vigorenf'^'), los equilibrios tradicionales son puestos a 

prueba por un poder regio cada vez más imponente y cada vez más convencido de sus propios 
atributos; sin embargo, también lo serán por el Parlamento, más concretamente por la Cámara de los 
Comunes, que comienza a ser consciente de su importancia, dado su particular carácter 
representativo. 

II. CONSTITUCIÓN Y REVOLUCIÓN DURANTE EL SIGLO XVII 

A lo largo del siglo XVI el sistema de la constitución mixta había tenido que hacer frente tanto 
al «absolutismo» Tudor como a las pretensiones de expansión institucional del cada vez más 
consciente y organizado Parlamento inglés. De esta forma, y a pesar de la disposición conciliadora 
que mostraban las dos partes, durante el reinado de Isabel I la fragilidad de este equilibrio no podía 
ya ocultarse. 

Sin embargo, será necesario esperar hasta los primeros años de la siguiente centuria para que 
las tensiones latentes se revelen de manera indiscutible e incluso dramática. La manera como se hace 
explícito el conflicto y como se pone en duda, desde todos los flancos del espectro político, el 


«La voluntad del príncipe tiene fuerza de ley». Durante la dinastía de los Tudor —situación que continuará en 
la de los Estuardo— se Intentó Introducir el derecho romano en Inglaterra, con lo cual las pretensiones absolutistas de la 
corona hubieran contado con un fundamento jurídico sólido, como en otros países de Europa continental. Sin embargo, 
estos intentos no pudieron consolidarse, entre otras razones, por la hostilidad de los juristas del common law. En general, 
para la teoría política y jurídica del absolutismo fue fundamental el redescubrimiento del Derecho Romano, que se 
presentaba como un sistema jurídico pleno de conceptos, organizado y claro, y que suponía además la supremacía del 
monarca sobre la ley, esto es, que éste gobierna a través del derecho y por encima del mismo, lo que implicaba un 
rompimiento de la tradición que venía de la Edad Media (Anderson, 2001: 18-19, 21-22; Hauriou et al., 1980: 257; 
Margadant, 2000: 194). 
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sistema mixto y equilibrado vigente hasta el momento, hace que en una importante medida — 
aunque, como es obvio, no exclusivamente— lo que sucede en Inglaterra durante esos años se 
explique como consecuencia de un debate sobre la naturaleza de su constitución^^. 

Este enfoque permite destacar los que pueden ser considerados los tres sucesos fundamentales 
del siglo XVII para el desarrollo del constitucionalismo moderno en Inglaterra, el cual, como se ha 
indicado, ejercerá una marcada influencia en todo el ámbito político-jurídico occidentah'^. El examen 
de esos tres sucesos permite observar cómo se produce el abandono paulatino del modelo 
constitucional medieval, un sistema en el que los controles al poder poMtico dependían de las 
relaciones de hecho existentes entre los diferentes componentes del orden feudal (el rey, la Cámara 
de los Lores, la Cámara de los Comunes y el estamento judicial), todos los cuales estaban sometidos a 
un derecho preexistente o, si se quiere, a un derecho natural^^. Asimismo, se trata de tres sucesos que 
abren el camino para el establecimiento, también paulatino, del modelo moderno y liberal de 
constitución que gira en torno a la búsqueda consciente de mecanismos de carácter normativo para 
controlar y hmitar el ejercicio del poder político. 

Tales sucesos esenciales del siglo XVII inglés son, en primer lugar, la guerra civil 
desencadenada entre 1642 y 1649, junto con el debate poMtico-constitucional que la precedió, luego 
del ascenso de los Estuardo (1603); en segundo lugar, el interregno de la República parlamentaria y el 
Protectorado de CromweU, que rompe con la tradición monárquica inglesa; y, finalmente, la 
denominada «Revolución Gloriosa», que supone la salida de los Estuardo, el comienzo de una nueva 
dinastía y, lo que es más importante, el establecimiento de una nueva forma de gobierno, la 
monarquía constitucional inglesa. Estos acontecimientos configuraron la estmctura poMtico- 
constitucional cuya transformación dará paso, en el siglo siguiente, al sistema parlamentario con 
gobierno de gabinete. La exposición que sigue estará estructurada alrededor de estos hechos y tratará 


53 Esta es precisamente la postura que defiende M. Kriele (1980: 168-169): «Es muy importante para la 
comprensión de aquellos sucesos históricos, tener presente que la controversia sobre el derecho constitucional delineó 
los dos bandos que se enfrentaron luego en la guerra civil. Hay cierta inclinación entre los sociólogos y los politólogos a 
buscar otros motivos “genuinos” para encontrarlos, o bien en las contradicciones religiosas, o bien en el conflicto entre la 
nueva sociedad burguesa y las tradicionales estructuras feudales. Las controversias jurídicas, en cambio, se presentan, a lo 
sumo, como una “expresión” ideológica superficial de tales contradicciones. Ciertamente, no puede negarse que las 
contradicciones religiosas y sociales han desempeñado un papel significativo. Pero la duda respecto del significado 
elemental y primario de las controversias jurídicas pasa por alto lo peculiar de la mentalidad inglesa, cuya conáenáa de 
libertad es, sobre todo, una conáenáa jurídica (...) Al tomar en cuenta esta vivacidad de la conciencia jurídica —que justamente a 
los alemanes les aparece a menudo tan sorprendente— se comprende de qué manera fue posible que las discusiones 
constitucionales hayan sido de hecho el motor efectivo detrás de la división política que luego condujo a la guerra civil» (cursiUas 
originales). 

5^^ En este sentido véase: Loewenstein, 1983: 157-158; Mcllwain, 1991: 155; Wormuth, 1949: 43 y ss. 

55 La importancia del derecho natural durante este largo periodo no puede menospreciarse, a pesar de todos los 
obstáculos factuales a los que estaba sometido. Véase supra p. [...] [capítulo sobre Edad Media]. 
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de mantener presente en todo momento el peso que tendrán en la evolución del constitucionalismo 
moderno^*". 

1. Entre el conflicto constitucional y la guerra civil (1603-1649) 

Desde principios del siglo XVII en Inglaterra se acentuará el complejo enfrentamiento entre el 
propósito de establecer una monarquía absolutista de derecho divino y el de mantener los equilibrios 
de la constitución medieval inglesa tradicional. En el lenguaje de aquella época, el enfrentamiento se 
plantearía entre, por una parte, la prerrogativa regia y, por la otra, el common law (expresión jurídica de 
la anáent constitution)^ y el privilegio parlamentario. A continuación se presentarán los aspectos más 
importantes del conflicto hasta el final de la guerra civil (1649), primero a través de la descripción de 
sus distintos momentos históricos y luego (en el apartado 1.4) mediante la exposición de las distintas 
posturas asumidas en el debate político-constitucional. 

Ahora bien, antes de dar paso a lo anunciado conviene subrayar el hecho de que las crisis 
revolucionarias del siglo XVII giraron en gran medida en torno al problema de la legitimidad de las 
políticas que los Estuardo pretendieron implementar. Como el contenido de las mismas fue recusado 
por una fracción de la sociedad, era inevitable que, en la configuración institucional de la época, la 
oposición al poder real reexaminara el propio derecho que habilitaba a este último para actuar como 
lo considerara conveniente. Ante la ausencia de mecanismos institucionales para la resolución del 
conflicto, la controversia estrictamente jurídica fue sustituida por el debate político alrededor de los 
fundamentos del poder público. Es esta la razón por la que las referencias a las «leyes fundamentales» 
del reino, a la «ley natural», a los «derechos naturales y hereditarios», que invocaban tanto los 
partidarios de la causa monárquica como los del Parlamento, ocuparon un lugar central en las 
polémicas de esos años, y por la que la gran mayoría de escritos políticos trataron la cuestión de la 
legitimidad del poder (Lessay, 1988: 160). 

1.1. El inicio de las pretensiones absolutistas de los Estuardo bajo Jacobo I 

Isabel I murió sin dejar descendencia. Después de su muerte asumió el trono Jacobo VI, Rey 
de Escocia y pariente de Enrique VII, quien desde 1603 será también Jacobo I de Inglaterra. Con él 
se inicia la turbulenta era de los EstuardoEl ascenso de Jacobo I al trono inglés produjo la unión 


56 Diversos estudios se ocupan de la significación que tuvo el siglo XVII inglés en la historia del 
constitucionalismo moderno, entre los cuales se destacan los de G. E. Aylmer (1963), G. Burgess (1993), M. A. Judson 
(1988), C. H Mcllwain (1910; 1939), A. Passerin d'Entréves (1929), J. G. A. Pocock (1987), G. Stour 2 h (1988), J. R. 
Tanner (1961). 

5’ Los principales aspectos de la vida política de Jacobo I son analizados en el estudio de I. Carrier (1998). 
Algunas referencias sobre su pensamiento político son presentadas más adelante {infra n. [...]). Las obras de B. Coward 
(1994) y J. P. Kenyon (1977b) estudian la dinastía de los Estuardo, especialmente sus aspectos políticos y 
constitucionales. 
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en su persona de los reinos de Inglaterra y Escocia, que conformarán ahora la Gran Bretaña, unión 
que, a pesar de las grandes dificultades que supuso, iba a ser definitiva. 

El reinado de Jacobo se caracterizó por sus conflictos con el Parlamento, que reclamaba por la 
vigencia de sus privilegios; con los jueces de los tribunales del common law, que exigirán respeto por su 
independencia, y con los puritanos, que rechazaban la postura de Jacobo I en favor de crear un 
episcopado fuerte y pedían reformas más radicales en la Iglesia inglesa y una posición más decidida 
contra el catolicismo. 

Jacobo I creyó que podría gobernar desconociendo el Parlamento inglés, tal como lo había 
hecho con el Parlamento de su país natal, que prácticamente no era más que un tribunal de registro 
(Donaldson, 1966: 290-293). Bien pronto se encontró con una fuerte oposición parlamentaria, que 
rechazó su concepción de la prerrogativa regia, pues suponía una amenaza al equilibrio entre las dos 
instituciones. El Parlamento criticó tanto el uso excesivo de las Vroclamations por parte del rey^* como 
las diferentes maniobras a las que recurrió para obtener recursos por fuera del control parlamentario 
a los impuestos, tales como la creación de nuevos rangos en la nobleza, la explotación y venta de las 
propiedades señoriales, el establecimiento de monopolios y la misma imposición directa de tributos. 
El argumento sobre el que más insistió Jacobo I para justificar estas medidas fue el de la doctrina 
absolutista del derecho divino de los reyes, que él mismo se encargó de desarrollar (véase infra p. 
[...]). 

La omnipotencia que Jacobo quería atribuir a la monarquía afectó sus relaciones con el 
Parlamento, más concretamente con la Cámara de los Comunes. Durante el primer Parlamento 
convocado por el rey (que se desarrolló en cinco legislaturas^^), varios asuntos fueron objeto de 
discordia, como la Petición de la Cámara de los Comunes, de 1610, en la que ésta protestaba contra 
las actuaciones del tribunal de la Alta Comisión (H¿gb Commission) y contra las Vroclamations, lo cual dio 
lugar a que en febrero de 1611 se decretara su disolución. Un segundo Parlamento (el «Parlamento 
Addled») fue convocado en abril de 1614 y tuvo una corta duración, debido principalmente al 
malestar que causaba el continuo recurso por parte de la Corona a las Impositions (subsidios que en 
principio eran voluntarios, pero que se cobraron forzosamente). 

Después de la disolución del segundo Parlamento, lo que significaba la ausencia de este control 
institucional a la corona, vino un periodo de seis años de gobierno personal de Jacobo I. Sin 
embargo, la inminente entrada de Inglaterra a la Guerra de los Treinta Años obligó al rey a convocar 
un tercer Parlamento, que le otorgó los recursos estrictamente necesarios para evitar la conformación 


Las «proclamaciones» eran ordenanzas administrativas expedidas en virtud de la prerrogativa regia que fueron 
ampliamente utilizadas por Jacobo I, a menudo interfiriendo en las facultades del Parlamento, que, como vimos, desde el 
siglo XVI había comenzado a ejercer funciones legislativas. 

Las convocatorias al Parlamento no se hacían de forma continua y preestablecida, sino según la voluntad del 
rey, siendo éste uno de los elementos centrales de la prerrogativa regia. Cada convocatoria daba lugar a un «Parlamento» 
(por ejemplo, se habla de los «cuatro Parlamentos» de Jacobo I) que, a su turno, se dividía en legislaturas, motivo por el 
cual cada Parlamento se podía extender durante varios años. 
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de un ejército permanente que estuviera a disposición de la corona. Con todo, las tensiones 
arreciaron en la segunda legislatura de este Parlamento (noviembre de 1621), cuando varios 
miembros de los Comunes criticaron la intervención en aquella guerra y el proyecto de matrimonio 
del príncipe heredero con la infanta española. Indignado, Jacobo ordenó al speaker de la Cámara de 
los Comunes que hiciera «saber en nuestro nombre a la Cámara que nadie deberá en adelante 
presumir en ella de entrometerse en nada que concierna a nuestro Gobierno o a altos asuntos de 
Estado (...)» (citado en Sutherland, 1972: 90). La respuesta de los Comunes está contenida en una 
«Protesta» {Protestation) presentada el 18 de diciembre, que, por su defensa de los privilegios de los 
Comunes y su resistencia a las intenciones del rey, constituye uno de los documentos fundamentales 
del desarrollo de la libertad de debate en el Parlamento (indemnidad)^’®. La reacción de Jacobo ante 
semejante respuesta fue la de confiscar el diario de sesiones donde se había insertado la Protesta y 
disolver el Parlamento, en febrero de 1622. Con todo, lo que causó mayor estupor, por ser contrario 
a los privilegios de los Comunes, fue la orden de arresto que libró contra los líderes de la oposición 
parlamentaria. Posteriormente, calmados los ánimos y liberados los diputados arrestados, el rey 
convocó un cuarto Parlamento, en febrero de 1624, que acogió buena parte de las propuestas que le 
fueron presentadas por aquel. 

1.2. La agudización del conflicto durante el reinado de Carlos I 

El enfrentamiento entre la corona y los Comunes se agravará aún más con la llegada al trono 
de Carlos 1 (1625-1649), situación que se explica, en lo esencial, por su completo convencimiento — 
incluso más profundo que el de Jacobo 1— sobre el origen divino del poder, lo cual influyó en todos 
los aspectos de la poMtica inglesa bajo su gobierno (Belloc, 1942). Los dos primeros Parlamentos 
convocados por este rey se caracterizaron por la oposición que ejercieron a la política interna y 
externa del gobierno. Por esta razón, terminaron disueltos antes de lo esperado. La corona, dada la 
imposibilidad de solicitar recursos por la vía parlamentaria, recurrió primero a los subsidios 
voluntarios y después, ante el fracaso de la convocatoria a sus súbditos, a los préstamos forzosos, lo 
que provocó la airada reacción de los propietarios «invitados» a suscribir los empréstitos y acarreó 
grandes obstáculos para su recaudación. Los enfrentamientos llegaron a un punto tal que los 
Comunes iniciaron en 1626, durante el segundo Parlamento, un proceso de enjuiciamiento 
{impeachment) contra el ministro más importante de la corte, el primer duque de Buckingham (1592- 
1628)®\ 


'>0 El texto de la Protesta es presentado más adelante, véase infra p. [...]. Su redacción es atribuida al célebre jurista 
Inglés Edward Coke (Chafee, 1956: 58-59; Bowen, 1957: 390-392), cuyo papel en el debate constitucional del siglo XVII 
será analizado posteriormente. 

A pesar de su posición, George ViUiers, primer duque de Buckingham, era despreciado tanto por los Lores de la 
Cámara alta, quienes veían en él al mayor traficante de títulos nobiliarios, como por los miembros protestantes de la 
Cámara de los Comunes, que lo acusaron de arreglar el matrimonio de Carlos I con la hermana del Rey de Francia, Luis 
XIII, lo que facilitaría el retorno del catolicismo. La Cámara de los Comunes reinició en 1628 el proceso de impeachment 
contra Buckingham, quien era acusado de prevaricato y cohecho. Ante la inminencia de un triunfo de los denunciantes 
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En la sesión de apertura del tercer Parlamento, que el rey se vio obligado a convocar en marzo 
de 1627 ante la falta de recursos (ésta se constituye en la más frecuente razón de convocatoria), 
Carlos I fue tajante frente a los Comunes: «Si llegara a ocurrir (que Dios no lo quiera) que, 
negándome la provisión de fondos que exigen actualmente las necesidades del Estado, no 
cumplierais con vuestro deber, yo dispondría entonces de otros medios que Dios ha puesto en mis 
manos para salvaguardar lo que pudiera resultar comprometido por la locura de unos pocos 
hombres» (citado en Walter, 1971: 25; TasweU-Langmead, 1905: 426). La réplica de la Cámara de los 
Comunes fue la célebre Petición de Derechos {Petition of Rights), de 1628, cuyo proceso de 
elaboración, contenido y consecuencias serán objeto de análisis más adelante. 

Las discrepancias entre el rey y los Comunes no cesaron y ahora se centraban, por una parte, 
en la pretensión de imposición de tributos sin la aprobación del Parlamento, esto es, poren la 
forma de «derechos de tonelaje y de tanto por übra» {tonnage andpoundage) y, por otra parte, en las 
medidas de carácter religioso impulsadas por el entonces obispo WiUiam Laúd, entre ellas la 
publicación de una nueva edición de los «Artículos de Religión», textos que hacían parte del Libro 
Oficial de Oraciones (Book of Common Prayer) y que eran considerados como manifestación del 
«papismo» que amenazaba la continuidad de la reforma protestante en Inglaterra. En la segunda 
legislatura del tercer Parlamento (iniciada en enero de 1629) se propuso la aprobación de una 
«moción de protesta» frente a las medidas tomadas por Carlos en materia tributaria y religiosa. El 
monarca se opuso a tal propuesta y le ordenó al speaker de la Cámara baja que no permitiera abrir 
debate sobre este asunto. A pesar de esto, las deliberaciones continuaron y la moción fue el origen de 
tres resoluciones, proclamadas por aclamación el 2 de marzo, que declaraban: 

«1) Cualquiera que induzca a innovaciones religiosas, o que busque favorecer o tolerar la ampliación o la introducción del 
Papismo o del Arminianismo^^, u otra opinión contraria a la verdadera y ortodoxa Religión, será considerado enemigo 
capital de este reino y Estado {Commonwealt}}). 2) Cualquiera que aconseje o defienda la imposición y el recaudo de 
subsidios de tonelaje y de tanto por libra {tonnage and poundage), no otorgados por el Parlamento, o que sea un agente o 
instrumento al respecto, también será considerado subversor (jnnovatoi) del gobierno y enemigo capital de este reino y 
Estado. 3) Si cualquier comerciante o cualquier persona proporciona voluntariamente o paga dichos subsidios de tonelaje 
y de tanto por übra, no habiendo sido otorgados por el Parlamento, será considerado además un traidor de las libertades 
de Inglaterra y un enemigo de ella» (citado en Gardiner, 1906: 82). 

Tan pronto fueron aprobadas las resoluciones, los Comunes resolvieron por decisión propia 
entrar en receso. La reacción de Carlos fue la de ordenar el arresto de varios de los diputados que las 
promovieron. Además, el rey disolvió el Parlamento, con lo que se inició un largo periodo de 
gobierno personal de Carlos I, la «tiranía de los once años», que no finalizaría sino hasta 1640. 


del favorito del rey, Carlos I decidió el receso del Parlamento, durante el cual Buckingham fue asesinado, el 23 de agosto, 
por un fanático puritano de apellido Felton, con lo cual las disputas en tomo suyo quedaron superadas, aunque este 
suceso causó un gran descontento del monarca. Sobre la vida del primer duque de Buckingham pueden consultarse los 
trabajos de M. Duchein (2001) y R. Lockyer (1981). 

El Arminianismo es una doctrina religiosa que fue fomentada por el teólogo protestante de origen holandés 
Jacobus Arminius (1560-1609), y que se oponía en varios aspectos a los dogmas calvinistas. 
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Durante este periodo, el rey intentó suprimir toda limitación constitucional al ejercicio de su 
gobierno, lo que implicaba prescindir de los dos centros generadores de control poMtico sobre la 
Corona: el Parlamento y los jueces independientes de la jurisdicción del common law. Esto permite 
advertir cuál fue la composición del debate político-constitucional de la primera parte del siglo XVII 
inglés (véase infra^. [32]). 

Por ahora es preciso destacar las características más importantes de la tiranía de los once años, 
que está vinculada con los nombres de los dos favoritos del Rey: el arzobispo WiUiam Laud*^^ y el 
conde de Strafford, Thomas Wentworth. Una vez disuelto el Parlamento, Carlos tomó una serie de 
medidas tributarias con las cuales pretendía hacer frente a las duras restricciones fiscales originadas 
en la renuencia del Parlamento a ofrecerle los recursos necesarios para mantener la importante 
maquinaria estatal que requería para imponer el modelo continental de absolutismo. Entre estas 
medidas se destacó la recuperación del ship monej, un antiguo y olvidado impuesto para la defensa, 
cuyo pago estaba a cargo de los puertos amenazados por invasiones extranjeras y que se constituyó 
en un efectivo expediente para la consecución de recursos sin necesidad de convocar al Parlamento. 
Su cobro dio lugar a una airada oposición, expresión de lo cual fue el caso Hampden que se adelantó 
ante la Court of Requests y que captó la atención de la opinión pública de la época^’"*. Otro de los 
aspectos característicos de los once años de gobierno personal de Carlos I fue la recia política 
eclesiástica de persecución contra los no-conformistas y la reorganización episcopal de la Iglesia 
anglicana^’^, que originó en Escocia la reafirmación del Pacto Nacional (National Covenanl) por la 
preservación del presbiterianismo y la abolición del episcopado, y desencadenó las llamadas guerras 
por los obispos {Bishop’ War), la primera de ellas en 1638. 

Pero el gobierno personal de Carlos I se hizo cada vez más difícil de sostener. Por esta razón, 
el Rey se decidió a convocar por cuarta vez al Parlamento, tanto con el fin de obtener los recursos 


*>3 El arzobispo Laúd ejerció una importante influencia en el gobierno de Carlos I (véase al respecto el texto de 
H. R. Trevor-Roper, 2000). Esto le permitió sostener eficazmente su propuesta de retorno a los usos litúrgicos anteriores 
a la reforma y ser el alma de la lucha contra los puritanos y todos los no-conformistas. Como si fuera poco, y gracias a la 
influencia de la esposa francesa del rey, la persecución contra los católicos se redujo considerablemente e incluso, al 
«ponerse de moda» la religión de Enriqueta María, se dio un inusitado fenómeno de conversiones al catolicismo en la alta 
nobleza cercana a la Corona. Más sobre todos estos sucesos y sus consecuencias en la obra de R. Coffin (1930). 

La resistencia al impuesto se fue gestando desde 1634, año en el que comenzó a cobrarse. John Hampden, 
miembro del Parlamento que había sido disuelto, se negó a pagar la carga impositiva. El Consejo Privado del Rey decidió 
utilizar la oportunidad para acusar a alguien que se había atrevido a objetar la autoridad real. El caso fue decidido en 1637 
con una multa contra Hampden, por una diferencia mínima (7 votos contra 5), lo que lo convirtió en un símbolo de las 
libertades inglesas oprimidas por la autoridad monárquica (Hallam, 1912: 13-21; Tanner, 1961: 77-79, 273-277). 

Ambas medidas fueron impulsadas y dirigidas por Laúd, quien en 1633 dejó de ser obispo de Londres para 
convertirse en arzobispo de Canterbury. Dos consecuencias notables tuvo la implantación de esa política: por una parte, 
la creciente emigración de todas las corrientes no conformistas, fenómeno del que hay que destacar la llegada a 
Norteamérica de los enemigos del anglicanismo laudiano y del papismo, particularmente los puritanos (véase, infra p. 
[...]); por otra parte, se desarrolló un profundo sentimiento anticlerical que sirvió de base a la rebelión puritana de la 
década de 1640, que es otro de los elementos claves de la primera guerra civil inglesa. 
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necesarios para combatir la rebelión escocesa, como para calmar los ánimos ultrajados de algunos 
burgueses y nobles afectados por las medidas tributarias, y de buena parte de la población inglesa que 
se sentía amenazada por las medidas religiosas. En el discurso de apertura de las sesiones (abrü de 
1640), propuso que a cambio del ship monej fueran establecidos otros doce subsidios. La Cámara baja, 
además de considerar que la propuesta de Carlos implicaba el reconocimiento de un tributo ilegal, 
comenzó a discutir la anulación de todas las ordenanzas iproclamationp dictadas por el rey durante los 
once años de gobierno personal. En vista de ello, Carlos anunció la disolución del Parlamento el 5 de 
mayo, tan sólo tres semanas después de haber dado comienzo a las sesiones, por lo que éste es 
conocido como el «Parlamento corto» {ShortParliament). 

Frente a la imposibilidad de obtener los recursos imprescindibles para enfrentar la rebelión en 
Escocia mientras no se convocara al Parlamento, se propuso al rey recuperar la antigua figura del 
Consejo Común del Reino, bajo la nueva denominación de Gran Consejo {Great Council), órgano al 
que se le asignaría la facultad de votar los subsidios como un substituto del Parlamento. Esta opción 
generó toda clase de controversias y reacciones, por lo que, finalmente, después de muchas 
vacilaciones, Carlos I hizo una nueva convocatoria (noviembre de 1640), no sin antes tomar las 
medidas necesarias para que las elecciones dieran como resultado una mayoría que se sometiera a su 
voluntad (Kershaw, 1923: 496-508). Con todo, el quinto y último Parlamento convocado por este 
rey, conocido con el nombre de «Parlamento Largo» ipj)ng Parliament)^ pues no se disolverá 
oficialmente sino hasta 1653, se caracterizó por estar «animado por un nuevo espíritu de hostilidad 
frente a la Corte y el Gobierno» (Tanner, 1961: 91) y por servir de marco a los enfrentamientos 
políticos y militares de la Guerra civü'’'^. 

Además de esta actitud hostil frente al rey, el Parlamento Largo, en especial su primera 
legislatura, se caracterizó por tomar una serie de medidas que, aunque en conjunto se proponían 
asegurar las facultades del Parlamento, no implicaban necesariamente un rompimiento de los 
equilibrios establecidos en la antigua constitución inglesa y, por ende, mantenían la prerrogativa regia 
dentro de los límites tradicionales (Weston, 1960). La primera de tales medidas fue la Ley Trienal 
(Triennial Act), de 1641, cuyo objetivo se hace explícito en su título original: «Ley para la prevención 
de los inconvenientes acaecidos por la larga interrupción de los Parlamentos». En ella se establecía 
que si el Parlamento no era convocado por lo menos cada tres años, él mismo, por derecho propio, 
debía reunirse (Keeton, 1952: 37; PoUard, 1964: 72-73). En lo que a la cuestión tributaria se refiere, se 
aprobaron varias disposiciones, entre ellas una «Ley para declarar ilegales, nulos y sin ningún valor los 
recientes pleitos relativos al ship monej, y para desestimar (vacatinp) todos los antecedentes y los 
procesos concernientes al mismo». Fue así como este impuesto fue declarado ilegal y se anuló el 
juicio en contra de Hampden. Asimismo, el Parlamento abolió todos los «Tribunales de 


'■* Dos autores de esa época se destacan por haber reflexionado sobre las características y sucesos alrededor del 
Parlamento Largo: Thomas May (1595-1650), con su obra titulada The history of the Varliament of Tngland: which hegan 
Novemher the third, 1640 (1647) y, sobre todo, Thomas Hobbes (1588-1679) y su Behemoth or The Long Tarliament (1668) 
(Hobbes, 1992). Por otra parte, M. Keeler (1954) hace un extenso análisis biográfico de los más destacados miembros del 
Parlamento Largo, mientras que C. Russell (2000: 128-138) analiza las causas de su convocatoria. 
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Prerrogativa»*^^, e incluso, forzando hasta el límite los equilibrios de la ancient constitution^ procedió en 
detrimento de la prerrogativa regia al disponer que el Parlamento que en ese momento sesionaba no 
pudiera ser prorrogado o disuelto sin su consentimiento*^®. Además, inició procesos de impeachment 
contra los favoritos del Rey, Strafford y Laúd, quienes fueron posteriormente condenados a 

69 

muerte . 

La aprobación de todas estas medidas fue posible gracias a la eficaz labor del llamado «partido 
constitucional» {Constitucional Varty). No obstante, durante el receso del Parlamento en los meses de 
septiembre y octubre de 1641, la unidad del partido constitucional comenzó a resquebrajarse por 
causa de los desacuerdos en relación a las concesiones hechas a Carlos 1, que para los más radicales 
significaban un retroceso frente al absolutismo monárquico. Con todo, fueron las diferencias 
religiosas, que se harían inocultables a partir de la segunda legislatura del Parlamento Largo (octubre 
de 1641), las que finalmente darían lugar a la escisión del partido constitucional en dos tendencias 


El Parlamento promulgó una «Ley para la regulación del Consejo Privado y para eümlnar el tribunal 
comúnmente llamado Cámara Estrellada», que abolló esta última corporación ampliamente ligada con los más despóticos 
actos del poder real. La ley también restringió la jurisdicción del Consejo Privado para decidir en forma definitiva 
cualquier causa penal o civil, aunque mantuvo algunas de sus competencias para investigar y acusar en ciertos casos 
específicos. Por esta vía, estableció que los detenidos por orden de tal Consejo y por una orden especial del Rey podrían 
recurrir ante los tribunales de common law, para garantizar sus derechos mediante un mandato (writ) de Hábeas Corpus 
(Kenyon, 1966: 424-425). Este es el otro elemento importante de esta ley del Parlamento Largo, pues constituye la 
primera regulación concreta de esa figura esencial para la protección de las libertades individuales, tanto así que 
comúnmente se le conoce como la «Ley de Hábeas Corpus», puesto que prohíbe expresamente las detenciones arbitrarias 
o prolongadas: «Toda persona privada de su libertad (...) a instancias de su abogado u otra persona empleada por él (...) 
recibirá sin dilación una orden de Hábeas Corpus mandada en general a todos y cada uno de los sheriffs, carceleros, 
servidores, oficiales u otras personas en cuya custodia (...) estuviera, y el sheriff, carcelero (...) al recibo de dicha orden 
(...) traerá o hará que sea traído el cuerpo de la dicha parte (...) ante los jueces o justicias (...) y por consiguiente el 
tribunal dentro de tres días judiciales (...) procederá a examinar o determinar si la causa de tal auto de prisión (...) es 
justa y conforme al derecho (legal) o no (...)» (citado en Pereira Menaut, 1992: 57; esta parte de la Ley no se encuentra en 
la versión presentada por Kenyon (1966: 223-225) que es la que se ofrece más adelante, infra p. [...]). Por otra parte, 
también fue abolida la Suprema Comisión Eclesiástica o Alta Comisión mediante la «Ley para revocar una rama de uno 
de los primeros estatutos de Isabel [statuteprimo Elis^abeth), concerniente a los comisionados para las causas eclesiásticas». 
Conviene destacar que esta ley, por lo menos de manera implícita, distinguió las competencias de las autoridades civiles 
de las funciones de las autoridades eclesiásticas y, en últimas, anunció la separación entre la Iglesia y el Estado. El texto 
de la ley de abolición de la Alta Comisión es presentado más adelante (Jnfra p. [...]). 

Esto se hizo a través de la «Ley para prevenir los inconvenientes que pudieran acaecer por la prematura 
suspensión, prórroga o disolución del presente Parlamento» (16 Car. I c. 7) [¿incluir este número en todas las referencias 
a leyes?], con la cual se afectó profundamente la competencia real para convocar o disolver esta institución, uno de los 
elementos centrales de la prerrogativa regia (Taswell-Langmead, 1905: 461). 

Los Comunes en pleno acusaron a Strafford por alta traición ante la Cámara de los Lores, que resolvió 
condenarlo, por una corta mayoría, mediante un Bill of Attainder al que Carlos I no pudo oponerse. Strafford fue 
ejecutado el 12 de mayo de 1641. También el arzobispo Laúd, quien fue hecho prisionero tan pronto se inició el proceso 
de impeachment cxí su contra, fue condenado a muerte en enero de 1645. Igual suerte corrieron seis jueces y algunos otros 
funcionarios que habían participado activamente en la recaudación del ship monej. 
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antagónicas, los «cabezas redondas» y los «caballeros constitucionales»^®, cuyo enfrentamiento 
dominará los sucesos de la guerra civü. 

El 8 de noviembre fue puesto a consideración de la Cámara baja un proyecto de «Declaración 
sobre el estado del Reino», que daría lugar a la última fase del conflicto estrictamente político- 
constitucional y abriría la puerta al enfrentamiento poMtico-militar y la guerra civü. Dicho proyecto 
dio lugar a la aprobación de la Gran Amonestación {Grand 'Kemonstrance), el 1 de diciembre de 1641, 
por una diferencia de tan sólo 11 votos^\ El Rey contestó la Amonestación, cuyos detalles serán 
analizados más adelante, con dos medidas: en primer lugar, mediante la presentación de una 
respuesta en la que, en líneas generales, afirmaba que él no tenía que justificarse ante sus súbditos^^; y 
en segundo lugar, con la orden de arresto de cinco miembros de la oposición parlamentaria acusados 
de alta traición y otros cargos, quienes finalmente lograron escapar. Carlos 1 Uegó incluso a 
comparecer en persona ante los Comunes para exigir la entrega de los cinco diputados «traidores», 
exigencia que fue contestada con una suspensión de las sesiones por seis días, ante las amenazas y la 
ausencia de garantías para la libre reunión del Parlamento. «Cuando Carlos y sus agentes armados 
atravesaron el pasiUo de la Cámara de los Comunes, el 4 de enero, la Guerra civil había comenzado 
substancialmente. Clarendon mismo lo admite cuando la Uama “la más visible ingerencia de toda la 
miseria que luego afectará al Rey y al reino”» (Forster, 1860a: 376-377). La situación se hizo 
insostenible para Carlos I que, ante los peligros que implicaba su permanencia en la capital, decidió 
abandonar Londres y huir hacia el norte el 10 de enero de 1642. Al día siguiente, los Comunes se 
reunieron (incluidos los cinco diputados acusados, en un claro desafío a la autoridad real) y el 14 del 
mismo mes, a partir de una propuesta de quien va a ser el personaje central de la guerra civü y del 
periodo republicano, Oliver CromweU (1599-1658), se declaró «amenazado» al reino y se decretó el 
«estado de defensa». Con ello, la confrontación directa entre el Rey y el Parlamento se planteó en 
términos explícitos y, de esta forma, se dio inicio a la guerra civü, abandonándose casi por completo 
el debate constitucional entre los dos bandos. 


El partido de los «cabezas redondas» estaba encabezado por el líder del Parlamento corto, John Pym, y el 
protagonista de la oposición al ship monej, John Hampden. Se fundaba en la cada vez más importante fuerza del 
puritanismo al interior del Parlamento y, desde una óptica socio-económica, estaba conformado principalmente por la 
nobleza comercial y manufacturera de la gentty, por la pequeña nobleza terrateniente y por la burguesía urbana. Por otro 
lado, los «caballeros constitucionales» eran liderados por Edward Hyde, el futuro conde de Clarendon, y Lucius Carey, 
vizconde de Falkland. Ellos eran defensores del angücanismo y partidarios del mantenimiento de las prerrogativas 
tradicionales de la monarquía, y se apoyaban primordialmente en la alta nobleza cercana a la Corona y en la población 
campesina de las zonas rurales. Sobre la escisión del partido constitucional y sus consecuencias en el fin del debate 
constitucional y el comienzo de la guerra civil, véanse los análisis de G. E. Aylmer (1963: 109-111), de J. R. Tanner (1961: 
100-101 y 109) y de T. P. Taswell-Langmead (1905: 461). 

El resultado fue de 159 votos a favor y 148 en contra. J. Forster (1860b) y H. L. Schoolcraft (1902) se ocupan 
pormenorizadamente de las circunstancias de la discusión y elaboración de la Gran Amonestación. 

El texto de la Gran Amonestación y la respuesta de Carlos I es reproducido más adelante, infra pp. [...]. 
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En este punto conviene destacar cuatro de los factores que jugaron un papel decisivo en el 
inicio de las confrontaciones y en el desencadenamiento de la conmoción institucional que supuso la 
guerra civil: 1) la ausencia de un ejército permanente y de una administración local asalariada sobre la 
cual pudiera apoyarse la corona; 2) el deterioro de la fracción de la aristocracia que constituía el 
respaldo tradicional de la monarquía, y la expansión de la gentry que aspiraba aumentar su influencia 
poMtica; 3) la difusión del puritanismo, particularmente en algunos medios intelectuales, que 
contribuyó al deseo de realizar cambios en la Iglesia y en el Estado; 4) el debilitamiento de la 
confianza y el respeto acordados a los servidores del Estado (cortesanos, nobles, clero de alto nivel, 
magistrados, etc.) y al rey mismo (Stone, 2002). 

1.3. La guerra civil 

Conscientes de la inminencia de un enfrentamiento militar, el Rey, en Oxford, y el Parlamento, 
en Westminster, encauzaron sus esfuerzos hacia el logro de una victoria militar. En un principio la 
situación fue más favorable para Carlos I, gracias a la ayuda enviada desde Francia y a la división del 
Parlamento entre radicales y moderados, esto es, entre «cabezas redondas» y «caballeros 
constitucionales». Sin embargo, el elemento económico iba a jugar un papel fundamental a favor de 
la tendencia antirrealista. Esta contaba con los recursos de sus partidarios en el Parlamento y, sobre 
todo, con los empréstitos gestionados en Londres y los impuestos sobre el comercio y sobre las 
tierras decretados por el propio Parlamento, mientras que el rey sólo podía recurrir a los aportes de la 
nobleza que lo apoyaba, situación ésta que es considerada por Hobbes, en su obra sobre el 
Parlamento Largo, como una de las causas de la derrota monárquica (Hobbes, 1992: 147). A esto se 
sumó el hecho de que el ejército parlamentario tuvo mejores resultados en el reclutamiento que el 
ejército monárquico, pues logró constituir regimientos aguerridos y comprometidos, ejemplo de los 
cuales fueron los green coats (guerreras verdes) de Hampden y los ironsides (costillas de hierro) de 
CromweU^^. 

Dos batallas decidieron la suerte del conflicto: la de Marston Moor (3 de julio de 1644) y la de 
Naseby (14 de junio de 1645), en la que entró en escena el New Model Armj que acababa de ser 
creado por el Parlamento, pero cuya organización y dirección (a cargo de Cromwell) eran 


Cromwell había sido elegido para la Cámara de los Comunes en 1628, a la cual regresó en 1640, alineándose 
en el bando de los radicales. Una vez la lucha con el rey se hizo ineludible, se convirtió en un activo reclutador de 
hombres y, más adelante, en un exitoso jefe militar, pues supo combinar en sus tropas, conformadas en su mayoría por 
puritanos «independientes», el fervor religioso con la lucha por la libertad política encarnada en la causa parlamentaria. De 
este modo, además del soporte económico, el Parlamento se vio beneficiado por el surgimiento de este tipo de 
regimientos y, además, por la alianza firmada con los escoceses mediante un Sokmn league and covenant en septiembre de 
1643. De los innumerables estudios sobre la vida y el pensamiento político de Cromwell pueden destacarse el de M. P. 
Ashley (1948), el de H. BeUoc (1971), el de F. Harrison (1892) y el de C. HiU (1970). El libro de T. Carlyle (1900) recoge 
todos los escritos de Cromwell. 
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independientes de éste^"*. Viéndose derrotado, Carlos I huyó a Escocia, en donde fue hecho 
prisionero, para luego ser entregado al Parlamento inglés, en enero de 1647. 

A pesar de que la victoria de los antirrealistas parecía segura, se produjo una profunda división 
entre ellos debida, por un lado, a las medidas tomadas por los Comunes en contra del ejército (en 
especial, un decreto que licenciaba a buena parte de sus miembros) y, por el otro, al peso que 
comenzaron a tener en las filas de este último las doctrinas democráticas e igualitarias de los 
«Niveladores» (l^vellers). Se desencadenó así una contienda en la que los soldados del ejército, aliados 
temporalmente con los altos mandos, se enfrentaron a los elementos moderados (presbiterianos y 
conservadores) del Parlamento. El rey aprovechó esta situación para rehabñitar sus fuerzas y dar de 
esta forma inicio a la segunda fase de la guerra civil. 

Esta segunda fase empezó con el tratado de Carisbrook, celebrado en diciembre de 1647 entre 
el rey (en cautiverio) y, a pesar de lo sucedido unos meses antes, los escoceses. EUo condujo al bando 
antimonárquico a abandonar momentáneamente sus diferencias, con lo que logró derrotar 
nuevamente las tropas de Carlos I en la batalla de Preston, en agosto de 1648, con CromweU como 
jefe supremo de las fuerzas armadas parlamentarias. En vista de ello, el rey intentó otra vez llegar a 
un arreglo con el Parlamento, pero este propósito se truncó definitivamente en el mes de noviembre, 
luego de que fuera interceptada una carta suya dirigida a la reina, en la que demostraba no haber 
cedido en sus convicciones absolutistas. Así, el ejército, dominante absoluto de la situación, 
abandonó cualquier intención de acuerdo con el rey. Acto seguido se procedió a la «purga» de la 
cámara baja de los elementos «indeseables», es decir, de los presbiterianos moderados, que aunque 
querían limitar la prerrogativa regia, no tenían la menor intención de suprimir la monarquía. El 6 de 
diciembre de 1648, se ejecutó la depuración, al impedir la entrada de aquellos que figuraban en una 
lista elaborada por Henry Ireton, uno de los jefes más destacados del ejército. Pese a las protestas y la 
indignación provocada por el uso de la fuerza, al final de la depuración la representación no pasaba 
de sesenta miembros, lo que desde el punto de vista legal no tenía mayores consecuencias, pues el 
quórum requerido era tan sólo de cuarenta. 

Reducido de esta forma el Parlamento, que en adelante fue conocido como el V^mp Parliament 
(Parlamento Residual) (Worden, 1974) y estuvo conformado esencialmente por puritanos radicales, 
se decidió, además, que la cámara baja asumiera la autoridad suprema del reino. Fue así como el 6 de 
enero de 1649 se proclamó solemnemente: 

«Que el Pueblo es, después de Dios, el origen de todo poder justo; (...) que los Comunes de Inglaterra reunidos en el 
Parlamento, al ser elegidos por el Pueblo y al ser representantes del Pueblo, tienen el poder supremo de esta nación; (...) 
que lo que sea decretado o declarado mediante ley por los Comunes reunidos en el Parlamento, tiene fuerza de ley, y 


Se trataba de un nuevo modelo de ejército porque estaba organizado para el servicio a largo plazo y sus 
miembros eran pagados regularmente, características que no había tenido hasta ese momento ninguna fuerza armada 
numerosa (Trevelyan, 1984: 289). 
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todas las personas de esta nación están comprometidas de este modo, aunque el consentimiento y la concurrencia del rey 
o de la Cámara de los Pares [Lores] no se hayan obtenido en esta circunstancia» 

Esto condujo a que dos días después el rey fuera acusado de traición mediante una ley 
aprobada solamente por los Comunes (con total exclusión de los Lores) al tiempo que se 
conformó un tribunal de 150 miembros (al cual tan sólo asistieron 68) que, después de un proceso 
sumario, condenó a muerte a Carlos I, el 28 de enero. La sentencia fue ejecutada dos días después 
Comienza así un periodo excepcional en la historia de Inglaterra, en el que, por primera y única vez, 
se abandona la monarquía y se declara la república {CommonwealtB). 

1.4. El debate político-constitucional de inicios del siglo XVII 

La riqueza del debate constitucional de los primeros años del siglo XVII (desde 1603 hasta 
1642) se hace evidente en las diversas y disímiles tendencias que se enfrentaron, lo cual permite 
afirmar sin exagerar que Inglaterra durante este periodo «sirvió de laboratorio constitucional de la 
humanidad» (Pereira Menaut, 1992: 56). Con todo, también hay que tener en cuenta que tal debate 
hunde sus raíces en la forma como se concibieron durante el siglo XVI los principios fundamentales 
de la constitución mixta medieval inglesa, en especial el principio King in Parliament^ de manera que lo 
que se puso en duda en la controversia fue el papel de esa constitución como mecanismo jurídico de 
control poMtico (Judson, 1988: 91). 

A partir de lo anterior es posible establecer cuáles fueron las partes que se enfrentaron o, en 
otros términos, cuáles fueron las soluciones que se plantearon para superar la crisis. En un primer 
momento fueron tres los actores y planteamientos fundamentales: mientras uno de ellos pretendía 
superar los equilibrios de la tradicional constitución mixta medieval inglesa, los otros dos 
propugnaban por el mantenimiento de este modelo, si bien la posición del Parlamento fue 
modificándose con el tiempo. En este sentido, se presenta, en primer lugar, el rey, quien reivindicaba 
la autoridad monárquica y una concepción absoluta de su poder; en segundo lugar está el estamento 
judicial del common law, que tenía el propósito de recuperar el carácter mixto y equilibrado del 
gobierno según los parámetros de la ancient constitution, que se concebía como una barrera jurídica al 
ejercicio de la autoridad; en tercer lugar se encuentra el Parlamento, cuya posición coincidió durante 
mucho tiempo con la de los jueces del common law, pero después de 1641 pasó a reclamar una 


Journalof the House of Commons, vol. VI (1648-1651), 1802, p. 111. 

El texto completo del Act erecting a Aigh Court ofjustice for the King’s Trial se encuentra en la recopilación de S. R. 
Gardiner (1906: 357-358). 

En la recopilación de documentos citada en la nota anterior se incluye un discurso sobre las razones del rey 
para declinar la jurisdicción del tribunal que lo juzgó y que no pudo pronunciar durante el juicio (The King’s reasons for 
declining the jurisdiction of the High Court of Justice) (Gardiner, 1906: ?>1A-?>11) y la sentencia condenatoria que finalmente se 
dictó (Gardiner, 1906: 377-380). En el libro de G. Walter sobre la revolución inglesa se presentan en versión española 
(traducidos del francés) el vlrt mediante el que se erige el tribunal que juzgó al rey (Walter, 1971: 155-157) y el discurso de 
este último al que acaba de hacerse referencia (Walter, 1971: 170-172); también se incluyen los registros de las cuatro 
audiencias del juicio contra el rey (Walter, 1971: 158-194), aunque no se indica la fuente de donde se obtienen. 
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posición más relevante y central para sí, hasta presentarse, a partir de 1649, como un cuerpo que no 
encontraría límites en otro órgano, ni siquiera en el derecho, y que podía ser concebido como 
legislador supremo. Ahora bien, después del inicio de la confrontación bélica —y de algunos intentos 
fallidos de recomponer el diálogo político-constitucional que suponían modificar de alguna forma el 
sistema de equilibrios de las concepciones medievales— aparece una nueva opción, la de los 
Niveladores {levellers). Ésta dejaba atrás toda la tradición inglesa de gobierno al exigir cosas tales como 
una constitución y una declaración de derechos escritas, la universalización del voto, el fin de la 
monarquía y de la Cámara de los Lores y la efectiva aplicación del principio de igualdad ante la ley. 

Como se observa, el laberinto que dio forma al debate constitucional se manifestó 
precisamente en la diversidad de posiciones y en la manera como se enfrentaron, por lo que es 
preciso tenerlas en cuenta a todas para la comprensión de aquel. 

1.4.1. El absolutismo monárquico de derecho divino 

El absolutismo monárquico era una doctrina extraña a la tradición política que se había 
afianzado en Inglaterra, consistente en el mantenimiento de los equilibrios y las combinaciones de la 
constitución mixta o anáent constitution, dado que esta última se oponía a todo afán de concentrar en 
uno de sus componentes —el monárquico, el aristocrático, el popular o el estamento judicial— el 
fundamento y el ejercicio del poder político (Fioravanti, 2001: 71; Gierke, 1995: 246-248)^*. 

A pesar de ello, las pretensiones absolutistas de los monarcas Estuardo encontraron un 
magnífico soporte en la teoría del derecho divino de los reyes, esto es, aquella que retomaba la muy 
antigua creencia en la naturaleza divina de la autoridad civü y que hacía del rey alguien concretamente 
designado por Dios para ejercer el poder político entre los hombres (Figgis, 1942: 16). Algunas de las 
características centrales de la teoría del derecho divino de los reyes permiten advertir su carácter 
moderno, es decir, contrapuesto a la noción medieval de constitución y de gobierno. Entre ellas 
conviene destacar la manera como era entendida la existencia del derecho: como se ha indicado ya, 
durante la Edad Media se consideraba que éste no era el producto de la voluntad humana, sino la 
manifestación normativa del orden natural de las cosas. Por ende, el derecho estaba inscrito en todas 
las entidades del universo y en las relaciones que de hecho existían entre los miembros de la sociedad 
feudal, razón por la cual su origen era esencialmente consuetudinario. En otros términos, el derecho 
no era objeto de creación, sino de descubrimiento, de manera que la razón humana sólo podía 
acceder a él a través de un proceso cognoscitivo, no volitivo. En contraposición a esta visión, la 
teoría del derecho divino de los reyes afirmaba que los monarcas se encontraban por encima del 
derecho y tenían la facultad de modificarlo y de crear nuevas normas según su voluntad. De allí se 
derivan una serie de consecuencias muy importantes, tales como que el poder del rey no podía de 
ninguna forma estar jurídicamente limitado; que toda ley o toda carta de derechos que se hubiere 
otorgado en el pasado era una concesión graciosa del monarca, que podía ser revocada en cualquier 


La influencia del absolutismo en el debate constitucional inglés de la primera mitad del siglo XVII es 
estudiada por G. L. Mosse (1968), C. Ogilvie (1958) y F. D. Wormuth (1972). 
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momento, y que, en fin, el monarca solamente tenía que responder por su conducta ante Dios, y 
nunca ante algún tribunal humano. 

En Inglaterra la teoría del derecho divino de los reyes encontró en Jacobo I un monarca que, 
además de pretender aplicarla, realizó una elaborada exposición de la misma en dos libros, ambos 
escritos antes de su llegada al trono: The Trew Taw o/Free Monarchks (1598) y Basilikon Doran (1599)^^. 
En el primero, el más conocido de los dos, la «monarquía Ubre» es concebida como aquella que 
disfmtaba de una triple independencia, a saber: respecto de los otros monarcas extranjeros, respecto 
de la nobleza feudal dentro del reino y respecto de la jerarquía eclesiástica. Para el primero de los 
Estuardo, la naturaleza de la monarquía se concretaba alrededor de la prerrogativa de creación 
jurídica, lo cual comportaba una superioridad del rey sobre el derecho, en la medida en que la 
voluntad de aquel era un presupuesto necesario para la existencia de éste: «por consiguiente, se sigue 
que necesariamente los reyes han sido los autores y los creadores de las leyes y no las leyes de los 
reyes»*®. El rey era concebido, además, como la cabeza que permitía la existencia del cuerpo social, 
tanto así que, de acuerdo con Jacobo I, la relación entre el rey y sus súbditos era de la misma 
naturaleza que la relación entre el padre y sus hijos, con lo cual se continúa en la Mnea de la 
concepción paternal del ejercicio de la autoridad que desemboca, casi inevitablemente, en la 
transmisión hereditaria del poder regio, sobre la que se funda toda idea de legitimidad*'. De hecho, 
Jacobo defendió también la idea, propia de la teoría del derecho divino de los reyes, de que el título 
hereditario monárquico era inalienable, inviolable e imprescriptible. 

Además de un enérgico vocero real, la teoría del derecho divino de los reyes encontró un 
pensador que se propuso sistematizarla y un estadista que la defendió de sus críticos, si bien supo 
matizar algunos de sus postulados e implicaciones. El pensador fue el escocés WilHam Barclay, quien 
logró, a partir de los presupuestos trazados por Jacobo en The Trew Taw of Free Monarchks, la 
exposición más profunda de la teoría del derecho divino de los reyes realizada hasta entonces, en una 
obra titulada De regno et regalipotestate (1600)*^. El estadista, cuya influencia en los acontecimientos 
poMtico-constitucionales acaecidos a lo largo del siglo XVII en Inglaterra no puede desconocerse, fue 
el consejero de Jacobo I, Francis Bacon. En sus Essajs (1597)**, Bacon expone la manera como 
concebía la monarquía: si bien el origen de la autoridad del rey se remontaba a una delegación 
trascendental hecha por Dios (planteándose así el origen sagrado del poder, pero relegando la 
intervención divina a una época pretérita), él no concluía de ello que el monarca tuviera poderes 


Ambos textos están incluidos en la recopilación hecha por C. H. Mcllwain (1918). Este mismo autor se 
detiene en el pensamiento político de Jacobo I en la «Introducción» a tal recopilación (1918: 4 y ss.). Véase también las 
obras de L. D'Avack (1974) y D. H. Willson (1956). 

En la versión presentada por Mcllwain (1918: 62). 

Para un análisis de las dificultades intrínsecas de la teoría del derecho divino de los reyes véase los 
planteamientos de G. H. Sabine (1994: 309). 

Véase la versión inglesa: Barclay, 1954. 

Una segunda edición de los Ensayos, que es más extensa que la primera, apareció en 1612 (Bacon, 1908). 
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absolutos, porque al ser concebido como el Mder de una vigorosa y fuerte nación inglesa, debía 
gobernar con la confianza del Parlamento, todo ello según una noción de monarquía derivada del 
modelo que Bacon encontró en la dinastía Tudor. Un segundo aspecto del pensamiento político de 
Bacon, que es consecuencia de su concepción sobre la superioridad de la Corona en la estructura 
institucional inglesa, era el de la defensa de la aplicación del derecho como uno de los elementos 
fundamentales de la prerrogativa regia, tal como lo había afirmado también Jacobo 1. Al hacer uso de 
esta prerrogativa y al ser la instancia superior de la administración de justicia en el reino, el rey podía 
delegar esta función en los tribunales y jueces conservando, de todas formas, la facultad de darles 
instmcciones respecto a sus decisiones, e incluso la de retirarles la competencia sobre ciertos casos 
vitales para los intereses de la corona, para que fueran fallados por comisiones especiales*'^. 

1.4.2. Ancient constitutiony common law 

Antes de que se profundizara la pugna entre la prerrogativa regia y los privilegios 
parlamentarios, apareció otra forma de oposición a las pretensiones absolutistas de los Estuardo, que 
hace del conflicto político-constitucional algo mucho más complejo que una lucha de la corona 
contra el Parlamento. Se trata de la controversia que enfrentó durante esos años a algunos tribunales 
y jueces del common law con el rey, en la cual los primeros abogaron por el mantenimiento de las 
estmcturas mixtas y equilibradas de gobierno, previstas en los postulados de la tradicional ancient 
constitution. 

El protagonista de la oposición judicial al propósito de Jacobo I y su sucesor Carlos I de 
gobernar sin límite ni atenuación institucional fue uno de los más importantes juristas de la historia 
inglesa y una figura esencial del desarrollo del constitucionalismo inglés, Edward Coke (1552-1634). 
Ahora bien, el aporte de Coke como parlamentario no fue menor que su contribución como juez**. 
Si embargo, su labor en la judicatura ha sido más resaltada, como quiera que desde alM asumió el 
liderazgo de la resistencia judicial contra el absolutismo Estuardo y planteó buena parte de sus ideas 


^ En su ensayo titulado Of Judicature, Bacon se expresa en estos términos; «Que los jueces recuerden que el 
trono de Salomón estaba sostenido por leones a ambos lados [I Rg/es, 10, 18-20]; que sean leones, pero leones bajo el 
trono, percatándose de que no deben detener u oponerse de ningún modo a la soberam'a» (Bacon, 1908: 168). Fue de esta 
forma como Bacon planteó su célebre disputa con el juez Coke (cuya posición al respecto examinaremos a continuación) 
sobre el papel de los jueces (Bowen, 1957: 373-375). 

Para un an£isis sobre las etapas de la carrera jurídico-política de Coke, véase: Bowen, 1957: xiii-xiv; 
Holdsworth, 1903: V, 425 y ss. Por otra parte, en lo que concierne a su vida e influencia en el mundo jurídico anglosajón 
conviene destacar el clásico estudio de C. W. Johnson (1837), la biografía presentada por J. Campbell en su texto sobre 
los Chuf]ustices de Inglaterra (Campbell, 1971), y los estudios de S. E. Thorne (1957) y J. Beauté (1975). 
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constitucionales, en una larga serie de sentencias recogidas en sus Informes (Keports) y expuestas de 
forma más organizada en su obra cumbre, Institutes of the luiws ofEngland, escrita entre 1628 y 1644*^. 

Es necesario hacer referencia a tres de los pronunciamientos judiciales de Coke, tanto por la 
celebridad que alcanzaron como por su contenido específico (Matteucci: 1998, 89-91). Con el 
dictamen del caso que él mismo Uamó «Prohibitions del Roy» (prohibiciones del rey), Coke comenzó 
su prolongada oposición a la extensión de la prerrogativa regia perseguida por Jacobo 1. Mediante los 
«autos de prohibición» {writs of prohihition) los tribunales de common law ordenaban que un proceso en 
particular no se continuara realizando ante los tribunales de prerrogativa, al considerar que no eran 
competentes para tramitarlo. No es difícil imaginar el escozor que semejante facultad causaba en las 
filas monárquicas, dado que se consideraba que si el rey era el encargado de impartir justicia, para lo 
cual podía apoyarse en los tribunales, él también debía poder decidir libremente cuáles debían juzgar 
las distintas causas. Basado en este tipo de argumento, en 1607 Richard Bancroft, arzobispo de 
Canterbury —quien ya había atacado los autos de prohibición porque a través de ellos era 
constantemente invadida la jurisdicción eclesiástica de la Alta Comisión**— se dirigió a Jacobo para 
que pusiera punto final a esta situación. El arzobispo argüía que los jueces se reducían a ser unos 
simples delegados del rey, lo cual suponía la facultad de este último —prevista inclusive en la 
Biblia— de sustraerlos del conocimiento de cualquier caso que quisiera resolver personalmente o 
mediante un tribunal de prerrogativa. El 10 de noviembre en una reunión convocada por el rey para 
tratar el asunto y a la que asistieron varios jueces y la jerarquía eclesiástica, Coke respondió 
enfáticamente que según la ley y las costumbres de Inglaterra «el Rey en su propia persona no puede 


Con los Reports, y después con los Institutes, Coke aportó considerablemente a la organización y sistematización 
del derecho inglés, que era una de las necesidades más sentidas a finales del siglo XVI y comienzos del XVII (Hill, 1980: 
263-265). Recientemente se ha publicado una reimpresión de la edición de 1826 de los Reports (Coke, 2003a). 

Los Institutos están divididos en cuatro grandes partes, cada una de las cuales constituye un volumen distinto. La 
«Primera Institución» es conocida también con el título de A commentary upon Ettkton (Littleton era el título de un tratado 
sobre la tenencia escrito por un juez durante el reinado de Eduardo IV) (Coke, 1999); la segunda es un comentario a la 
Carta Magna y a otros estatutos de Eduardo I (Coke, 2002a); la tercera trata diferentes temas concernientes al crimen de 
alta traición y otras causas penales llevadas ante los tribunales de la Corona (Coke, 2002b); la cuarta parte se ocupa de la 
jurisdicción de los tribunales del reino (Coke, 2002c). S. Sheppard hace una selección de los más importantes pasajes de 
los Institutos, de los R£porty de los discursos parlamentarios de Coke (Coke 2003b). 

En la segunda parte de los Institutos, Coke (2002a: 599-610) hace referencia a un Articilu Cleri (queja del clero) 
presentada en 1605 por el arzobispo de Canterbury, en representación de la jerarquía eclesiástica, contra los autos de 
prohibición. El clero se quejaba ante el Consejo Privado del rey y ante el mismo monarca de los «varios abusos acaecidos 
en la jurisdicción eclesiástica, debidos a la frecuente e indebida concesión de autos de prohibición», y creía que «al estar 
toda jurisdicción, tanto eclesiástica como temporal, vinculada a la Corona imperial del reino, [el rey debía] considerarse 
con suficiente autoridad en sí mismo para corregirlos debidamente, con la ayuda de las antedichas jurisdicciones». Coke 
expone la respuesta de los jueces en los siguientes términos: «No se pone en duda que las dos jurisdicciones están justa y 
legalmente bajo la potestad de su Majestad, y que si existieren abusos se los debe corregir; pero aquello que en casos de 
autos de prohibición es autorizado por la ley para mantener a cada jurisdicción en sus justos límites, no puede ser llamado 
abuso, y no puede ser reformado sino por obra del Parlamento». Comienza a notarse aquí los elementos que permitirán la 
alianza orgánica entre el Parlamento y los tribunales para hacer frente al propósito de instaurar el absolutismo Estuardo. 
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juzgar ningún caso», lo que significaba, en últímas, que para resolver la cuestión no había que aplicar 
las Sagradas Escrituras, sino el common lanP. La indignación de Jacobo ante las afirmaciones de Coke 
se manifiesta en uno de los relatos de esta reunión: 

«El señor Coke humildemente pidió al Rey tener respeto por las Leyes Comunes {the Common Laves) del reino. Él rogó a 
su Majestad considerar la abolición de la jurisdicción eclesiástica. Después de lo cual su Majestad cayó en una indignación 
tan grande como nunca se había visto en él, mirando y hablando ferozmente con el puño apretado, como si fuera a 
golpear a alguien. Percibiendo esto, el señor Coke suavizó sus ánimos, suplicando humildemente a su Majestad que le 
perdonara y se compadeciera de él si había pensado que había sobrepasado su deber y lealtad. Su Majestad, no contento 
con esto, continuó indignado. Con lo cual el señor tesorero [Robert Cecil], tío político del señor Coke, arrodillado ante su 
Majestad le rogó fuera benévolo. A quien su Majestad le contestó diciendo, ¿Por qué has venido a interceder por él? Él 
contestó, en respeto a que él se ha casado con mi más cercanaparientesP^. 

Las disculpas ofrecidas a Jacobo y los buenos oficios de Robert Cecü no impidieron que Coke 
continuara expidiendo autos de prohibición, para atacar de esta forma la prerrogativa regia con el 
arma del common law. 

El segundo dictamen fue proferido dentro del caso llamado «Proclamations», que se desencadenó 
a propósito de una petición que bajo el título Petition of gñevances\o% Comunes dirigieron a Jacobo I el 
7 de julio de 1610, en la cual se oponían a la continua promulgación de proclamaciones por parte del 
rey. Como se ha explicado, las proclamaciones eran ordenanzas administrativas que se dictaban con 
fundamento en la prerrogativa regia. Sin embargo, a través del abuso de su atribución para dictar 
proclamaciones, el rey había usurpado las competencias del Parlamento, particularmente para crear 
nuevos delitos y asignar su conocimiento a los tribunales de prerrogativa. La respuesta del rey a la 
Petición consistió en ordenar una consulta a los jueces sobre ciertas cuestiones específicas respecto al 
alcance de las proclamaciones. En principio sólo Coke, como chief justice, fue encargado de 
contestarlas, pero él consideró que el asunto revestía de gran importancia, por lo que para dar una 
respuesta se reunió con otros tres jueces (el chief justice Fleming, el chief harón Tanfield y el barón 
Altham). De esta forma, el 8 de septiembre fue presentado al Consejo Privado del rey un dictamen 
en el que se aseguraba que este último no podía crear ningún nuevo delito mediante proclamaciones, 
puesto que ello alteraría el derecho inglés en un grado inadmisible; si así lo deseare, el rey podría tan 
sólo increpar a sus súbditos para que obedecieran las leyes existentes. El dictamen fue redactado en 
los siguientes términos: 

«Que el Rey mediante proclamación no podrá crear ningún delito que con anterioridad no haya sido considerado como 
tal, porque entonces podría alterar mediante proclamación la ley del país (the law of the land) en un importante grado, 
porque si él puede crear un delito donde no existe, consecuente con esto podrá también ordenar un encarcelamiento (...); 
que el Rey no tendrá prerrogativa alguna desde que la ley del país se lo prohíba. Pero el Rey para la prevención de los 
delitos podrá, mediante proclamación, amonestar a sus súbditos para que acaten las leyes, pero sin penalizarlos (pjfend 


El relato del caso de las Prohibiciones del Rey que Coke hace en sus Reports (Coke, Reports, parte XII, pp. 63-65; 
Coke, 2003b: I, 478-481) es presentado más adelante (infra p. [...]). 

Carta de Sir Rafe Boswell al doctor Milborne (citada en Bowen, 1957: 263). 
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theni), más allá del castigo que se infligirá por la ley. Finalmente, si el delito no es objeto de juicio ante la Cámara 
Estrellada, su prohibición mediante la proclamación no puede hacerlo justiciable allí (.. .)»^h 

La tercera decisión fundamental de Coke —tal vez la más conocida de todas— es la del caso 
Bonham en 1610, en el que se plantea al juez el conflicto entre la legislación ordinaria y una «ley 
superior», todo lo cual está en el origen de la noción actual del control judicial de la 
constitucionaüdad de las leyes. El caso no tuvo importantes repercusiones políticas ni jurídicas en los 
años que inmediatamente le siguieron, pero «iba a ejercer gran influencia después de siglo y medio en 
Estados Unidos, cuando el abogado James Otis argüiría contra las órdenes de allanamiento en 
Massachusetts, y cuando la revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes iría evolucionando en 
los tribunales de la Unión» (Sutherland, 1972: 86-87)^^. Los hechos tampoco daban alguna 
connotación especial al caso: el doctor Bonham había sido encarcelado porque no había pagado una 
multa impuesta en aplicación de una ley del Parlamento que, confirmando los Estatutos del Colegio 
Real de Médicos, otorgaba a este último competencia para imponer multas a las personas que en 
Londres practicaran la medicina sin licencia, sanciones cuyo importe se pagaría por mitades a la 
Corona y al Colegio mismo. El doctor Bonham consideró que su detención era ilegal y promovió un 
juicio ante el King’s Bench (como se sabe, el tribunal superior del reino, véase supra n. 17) que en ese 
momento era presidido por Coke. Sin embargo, la decisión tomada habría de tener gran 
trascendencia por uno de los argumentos en que se basaba: la ley del Parlamento confirmatoria de los 
Estatutos del Colegio Real de Médicos hacía que éste fuera juez de su propia causa, puesto que el 
Colegio era, simultáneamente, el que demandaba a los médicos que infringían sus reglas, el acusador, 
el juzgador y, como si fuera poco, el beneficiario de las multas que imponía como sanción. De 
acuerdo con la sentencia, por esta causa se trataba de un acto del Parlamento contrario al common law 
y a la razón y, por lo tanto, debía ser considerado nulo y sin ninguna eficacia: 

«Aparece en nuestros libros que en muchos casos el common law sirve para ser contrapuesto a las leyes del Parlamento, y 
algunas veces las declarará absolutamente nulas; porque cuando una ley del Parlamento es contraria al derecho común y a 
la razón {Common right and reasorí), o repugna, o es imposible de cumplir, el common law servirá para objetarla y declararla 
inválida (...)» '. 


Coke, Reports, parte XII, p. 76; Coke, 2003b: I, 489-490. Tanto las circunstancias que dieron lugar al dictamen 
del caso de las Proclamaciones como su contenido son analizados por A. W. Bradley y K. D. Ewing (1997: 55), F. W. 
Maitiand, (1963: 256-258), N. Matteucci (1998: 90), J. R. Tanner (1961: 37-38) y T. P. Taswell-Langmead (1905: 396-398). 

En Inglaterra, el caso Bonham empezó a adquirir importancia política y constitucional cuando fue esgrimido 
contra la soberanía parlamentaria por el juez Jenkins en 1647 y por John Lilburne en su escrito titulado l^gal Fundamental 
Fiberties (1649) (véase infra n. 114), lo que prueba también la distancia conceptual que existía entre la opción que defendía 
la superioridad del common law y la anáent constitution y la que propugnaba por la supremacía del Parlamento (Gough, 1955: 
111; Hill, 1980: 273; Judson, 1988: 100 y 103; Thorne, 1968: 175). Entre las obras en las que se ha destacado el caso 
Bonham como uno de los antecedentes del control judicial de la constitucionalidad de las leyes se encuentran las de E. S. 
Corwin (1961: 43-44; 1963: 69), C. F. Mullett, (1966: 44 y ss.), N. Matteucci (1998: 91), T. F. T. Plucknett (1926: 30), R. 
Pound (1954: 86; 1908: 390) y G. H. Sabine (1994: 351). 

Coke, Reports, parte VIII, p. 118a; Coke, 2003b: I, 275. El texto completo de la decisión del caso Bonham es 
presentado más adelante, infra p. [...]. 
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No es difícil hallar aquí el origen remoto de lo que en el futuro será el control judicial de la 
constitucionaüdad de las leyes: se afirma que existe un derecho superior a la ley del Parlamento, el 
cual se aplicará de preferencia en caso de conflicto normativo entre los dos, esto es, cuando la ley 
establezca una norma contraria a la razón contenida en el common law. Además, en el caso se consagra 
que el examen de la racionalidad de la ley del Parlamento, de su correspondencia con el derecho 
superior del common law, corresponde hacerlo a los jueces de derecho común, ya que son ellos, y no 
otros, los que de acuerdo con la tradición y las costumbres —elementos constitutivos del mismo 
common law — tienen la facultad y el deber de determinar el derecho aplicable al caso concreto®"^. 

Lo que Coke planteaba con su radical defensa del common law, hecha desde los tribunales, era la 
necesidad de preservar el modelo mixto y equilibrado de gobierno, que constituía la tradición 
constitucional de Inglaterra y que se encontraba en peligro ante los designios absolutistas de los 
Estuardo (Sabine, 1994: 350; Gough, 1955: 42). Esto permite ver, siguiendo el modelo propuesto por 
Matteucci (1998: 91) —aunque invirtiendo sus elementos—, en qué consistía el proyecto 
constitucional de Coke: primero, en ubicar en un lugar central al common law, al que debía someterse 
tanto la prerrogativa monárquica como la legislación parlamentaria; y segundo, en erigir unos 
centinelas que protegieran al common law contra los posibles ataques de quienes pretendieran alterar 
sus equilibrios, y quién podría asumir este papel mejor que los jueces, los conocedores por excelencia 
de la razón artificial que encarna el common law. Se hace necesario entonces, para que los jueces 
cumplan con este encargo, que sea una de las reglas del mismo common law la que exige la autonomía 
del poder judicial frente a cualquier intromisión, sin importar de donde viniere, en especial si se 
origina en la corona. La suma de esos dos elementos, esto es, buena parte de su concepto de 
constitución, integra el importante legado de Coke al constitucionalismo, que termina sintetizado en 
haber ofrecido a los ingleses —y de aquí a la tradición del constitucionalismo de finales del siglo 
XVIII— «un mito histórico de la constitución inglesa» (Hül, 1980: 296). 

1.4.3. De la permanencia a la supremacía del Varlamento 

La exposición realizada sobre los principales incidentes político-constitucionales durante el 
reinado de los dos primeros Estuardo tuvo como eje analítico la controversia entre los reyes y el 
ParlamentoEste aparte tiene por propósito mostrar la evolución de la posición del Parlamento en 
este conflicto, la cual, hasta 1642, se caracterizó fundamentalmente por la defensa de los equilibrios 
propios de la constitución medieval, para después intentar interferir en el ámbito tradicional de las 
funciones del rey. De esta última postura se pasó, luego de 1649, a reclamar la supremacía del 


Para una exposición detallada de los hechos del caso Bonham véase las obras de C. D. Bowen (1957: 271- 
272), J. W. Gough (1955: 31) y R. Pound (1964: 63). También pueden ser consultados los estudios de W. S. Holdsworth 
(1913), J. R. Stoner (1992), S. E. Thorne (1968) y L. D'Avack (1975). 

Entre las obras que se han ocupado del enfrentamiento entre los reyes Estuardo y el Parlamento durante la 
primera mitad del siglo XVII vale la pena destacar las de A. F. PoUard (1964), C. Russell (1971) y F. Thompson (1953). 
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Parlamento dentro del sistema político, como se verá en el punto referido a la república 
parlamentaria. 

Para analizar dicha evolución es preciso partir del contenido de las más importantes leyes, 
declaraciones, protestas y peticiones promulgadas por el Parlamento durante aquel periodo. La 
primera de ellas fue consecuencia de los ataques de Jacobo I contra los privilegios de los Comunes. 
Se trata de la resolución titulada «Una Forma de Disculpa y Satisfacción para ser enviada a su 
Majestad» (A Fom of Apóloga and Satisfaction to be delivered to his Majesty), de 1603, que comienza 
poniendo de presente el hecho de que el Rey ha sido mal informado, puesto que se le ha hecho creer 
que los privilegios de los Comunes no están fundados en derecho, razón por la cual deben ser 
renovados en cada convocatoria como si fueran una gracia real; que la Cámara baja es una simple 
dependencia de registro, y que no es necesario examinar los escritos que la Cámara envía a la 
Chancülería. La resolución asegura que estas informaciones falsas «se dirigen directa y evidentemente 
al completo desconocimiento de los más fundamentales privilegios de nuestra Cámara y de los 
derechos y libertades de la totalidad de los individuos {commons) del reino de Inglaterra, disfrutados 
indudablemente desde tiempos inmemoriales por ellos y por sus ancestros». Por ello, los Comunes 
deciden dejar en claro sus funciones y privilegios: 

«(I) Que nuestros privilegios y libertades son un derecho de nacimiento, así como nuestras tierras y posesiones; (2) que 
ellas no nos pueden ser confiscadas, anuladas, o menoscabadas, sin perturbar el destino del reino entero; (...) (5) que no 
hay corte más alta en este reino (...), tanto por dignidad como por autoridad, que este Alto Tribunal del Parlamento, el 
cual, con el real asentimiento de Su Majestad, provee leyes a las otras cortes, pero de ellas no recibe ni leyes ni órdenes; 
(6) y por último, que la Cámara de los Comunes es el juez competente y único para resolver sobre todos los 
mandamientos judiciales {jvrits) y sobre la elección de todos los miembros que le pertenecen, sin lo cual la libertad de 
elección no es completa (.. . 

Otro evento importante del conflicto entre los Comunes y el rey Jacobo I fue la Fetition of 
gñevances de 1610®^, a la cual ya se ha hecho referencia a propósito del dictamen del juez Coke sobre 
las Proclamaciones {sufra, p. [37]). Con todo, este no es el único asunto del que se ocupa. Después de 
asegurar que «sus comunes y antiguos derechos y libertades han decaído y han sido infringidos en los 
últimos años», presenta en nueve secciones una serie de reclamos entre los que se destacan los 
siguientes: la exigencia de respetar la regla de la ancient constitution sobre la competencia parlamentaria 
para la creación de impuestos, que es expresión del carácter mixto y equilibrado de aquella^*; la crítica 
al desbordamiento de la jurisdicción de la Alta Comisión, debido a que ella misma se otorgó la 


Los dos extractos citados de esta resolución han sido tomados de la versión presentada por Taswell- 
Langmead (1905: 389-390). 

Para algunos (Matteucci, 1998: 86) la de 1610 es la primera Petición de Derechos (siendo la segunda la de 1628); 
sin embargo, en general se le conoce con el nombre de Commons’ Vetition of Grievances (Kenyon, 1966: 71). 

Dice el artículo primero de esta Petition que «la política y la constitución de éste, vuestro reino, establecida por 
los reyes del reino, con el asentimiento del Parlamento, os revocan el poder soberano de hacer las leyes, incluso aquellas 
que gravan o imponen cargas sobre las propiedades y bienes de los súbditos, y donde, justamente, consagran que la 
propiedad no podrá cambiarse o alterarse sin su consentimiento [el del Parlamento]» (citado en Kenyon, 1966: 72). 
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facultad de juzgar comportamientos y sucesos ajenos a su tradicional competencia eclesiástica, y la 
condena al retraso en la expedición de varios correctivos en lo que a las prohibiciones y el babeas 
Corpus se refiere. 

Después de la llegada de Carlos I al trono se hizo claro para la oposición parlamentaria que la 
poMtica del rey no respondía a medidas casuales de un monarca demasiado celoso de su prerrogativa, 
sino al propósito de obtener la supremacía reforzada de la corona. Esto explica la agudización de los 
enfrentamientos luego de que este rey convocara su tercer Parlamento. Coke, que en ese momento 
era miembro de la Cámara de los Comunes, presentó un proyecto titulado «Ley para la mejor 
seguridad de todos los hombres libres en lo que toca a la propiedad de sus bienes y la libertad de su 
persona», que hacía referencia y retomaba el contenido de algunas antiguas leyes, sin prever ninguna 
sanción en caso de infracción por parte de los oficiales de la corona^^. A pesar de que no fue 
considerado por el parlamento, el proyecto impulsó un debate sobre la garantía de los tradicionales 
derechos y libertades de los ingleses que se había planteado por las advertencias hechas desde el 
trono al instalarse el tercer Parlamento {supra, pp. [24-25]). En el marco de este debate, la Cámara de 
los Comunes, después de intentar elaborar un proyecto en acuerdo con los Lores, decidió presentar a 
esta cámara la que a la postre se convertiría en la Petición de Derechos {Petition ofRights), a pesar de 
los intentos de introducir una enmienda que le daba otro sentido al texto^'^®. La Petición comienza 
con una enumeración de todos los abusos imputados a distintos funcionarios y agentes reales, sin 
que se llegue a acusar directamente al propio Carlos 1. Luego de lo anterior, que sirve como premisa, 
se llega a una conclusión en la que se reafirman los derechos y libertades que venían siendo 
sistemáticamente violados: no puede haber impuestos sin el consentimiento de los individuos, 
expresado en el Parlamento; ningún hombre libre puede ser juzgado, encarcelado o detenido 
contraviniendo las formas de la Carta Magna y desconociendo la ley del país (per legem terraé)\ los 
soldados y marineros no deben ser alojados en domicilios privados sin el consentimiento de sus 


Para el texto de este proyecto véase: Bowen, 1957:475. 

En efecto, los Lores al recibir la Petición de los comunes propusieron enmendarla mediante una saving clause 
(cláusula de salvamento), en los siguientes términos: «nosotros presentamos humildemente esta petición ante Su 
Majestad, (...) con el debido respeto para que permanezca intacto el poder soberano que se confía en su majestad para la 
protección, la seguridad, y la felicidad de su pueblo» (citado en TasweU-Langmead, 1905: 428). Coke, que participó en la 
elaboración de la Petición al lado de otro líder parlamentario, John Selden, puso de presente que esta cláusula estaba en 
abierta contradicción con el contenido y la filosofía de la Petición: «Es una cuestión de gran peso, y, hablando 
sinceramente, anulará la totalidad de nuestra Petición. (...) En mi opinión esto no sólo debilita la Carta Magna sino todos 
nuestros estatutos, porque éstos son absolutos, sin ninguna reserva a favor del “poder soberano”; y si ahora lo 
fortalecemos, debilitaremos el fundamento de la ley, y entonces el edificio caerá. Prestad atención a nuestra 
consideración: la Carta Magna es de tal entidad que no puede soportar “soberano” alguno» (citado en Tanner, 1961: 63). 
Lo que es preciso destacar es que Coke «lúcidamente mostró cómo el concepto moderno de soberam'a contrastaba 
absolutamente con el rule of law, con la supremacía de la ley, que se encontraba en la base de la antigua constitución 
inglesa» (Matteucci, 1998: 88). Sobre el énfasis que pone la Petición de Derechos en la defensa de la supremacía del 
derecho, la definición que hace de las libertades y derechos de los súbditos y el lugar central en el que concibe al 
parlamento en la defensa del derecho y de la libertad, pueden verse las reflexiones de E. R. Adair (1920: 99-103), J. W. 
Gough (1955; 69-71), D. M. Hirst (1992; 288 y ss.) y M. A. Judson (1988; 240-269). 
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dueños; los tribunales militares no deben juzgar ni sancionar a los civiles, ni éstos deben ser objeto de 
la ley marcial. 

Trevelyan (1984: 272) asegura que «La Petición de Derechos, como la Magna Carta, era el 
comienzo y no el fin de una lucha por los principios que enunciaba.» Los hechos confirman esta 
afirmación: una vez aprobada por los Comunes y los Lores del Parlamento, la Petición fue 
presentada para el correspondiente asentimiento real. Sin embargo, la respuesta de Carlos I no se 
ajustaba a la fórmula tradicionalmente usada para aprobar un acto parlamentarioEsta respuesta 
no gustó en absoluto a los Comunes, quienes procedieron a manifestar su descontento y a censurar al 
favorito del rey, Buckingham. La acción conjunta de las dos cámaras del Parlamento dio lugar a una 
presión tal sobre el monarca que éste se vio obligado a dar su aprobación el 7 de junio (fecha oficial 
de promulgación de la Petición), mediante la fórmula acostumbrada, Soit droitfait comme il est désiré. La 
afirmación acerca de que la Petición sólo era un «comienzo» se corrobora también con los 
documentos parlamentarios posteriores (a los cuales se ha aludido antes), como las tres resoluciones 
de 1629, aprobadas antes de la disolución del Parlamento, y, además, con las disposiciones de 1641, 
mediante las cuales esta institución siguió el camino hacía la reivindicación de su estabilidad 
institucionah'^^. 

La Gran Amonestación, aprobada ya en los preludios de la guerra civil, es la siguiente 
disposición tomada por el Parlamento en defensa de su libertad y permanencia y en contra de las 
claras intenciones de la corona de deshacerse de él. El preámbulo de la Amonestación, constituido 
por veinte cláusulas innumeradas, comienza declarando que durante los doce meses anteriores los 
Comunes han sido llevados a una lucha cuyo objeto es la restauración y la estabilidad del antiguo 
honor, grandeza y seguridad de la nación y de la monarquía. Luego, denuncia la conspiración de la 
corona, que busca subvertir las leyes fundamentales y los principios de gobierno, degradar la religión 
protestante, desacreditar las reclamaciones y la autoridad del Parlamento e introducir algunas 
opiniones y ceremonias que necesariamente llevarían a la restauración del papismo. Todo lo anterior 
fundamenta una serie de medidas exigidas al final del documento y concebidas para remediar la crisis. 
En resumen, la Amonestación persigue prevenir el retorno del catolicismo y atacar la conspiración 


'0* Se trataba más bien de una confusa declaración, que evadía la cuestión por resolver y daba la impresión de 
ser una negativa a la Petición: «El Rey desea que se haga justicia según las leyes y las costumbres del reino, y que las leyes 
(statutes) se cumplan en debida forma, y que sus súbditos no tengan motivos de queja por agravio u opresión alguna, 
contrarios a sus justos derechos y libertades, para cuya preservación él se considera tan obligado como lo está hacia su 
prerrogativa» (citado en la recopilación de S. R. Gardiner, 1906: 69). 

Distintas disposiciones aprobadas en 1641 significaron el fortalecimiento del Parlamento en su controversia 
con el rey: así ocurrió con las leyes que abolieron el ship monej, la Cámara Estrellada y la Alta Comisión, con el Triennial 
A-Ct y con la ley que prohibía la disolución del Parlamento sin su propio consentimiento. Previamente se ha hecho alusión 
tanto a las tres resoluciones de 1629 como a las disposiciones de 1641 (véase supra pp. 25 y 27-28). 
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papista iniciada con tal ánimo^'^^; preservar las libertades y las leyes, para lo cual propone adoptar 
algunas resoluciones como garantía de una adecuada administración de justicia según los parámetros 
de la Petición de Derechos y otros estatutos, e impedir la llegada de malos consejeros al lado del Rey, 
objetivo éste que se lograría a través de una serie de precauciones, las más importantes de las cuales 
son la consulta al Parlamento para la selección de los ministros y el juramento de observancia de las 
leyes por parte de éstos. 

Todos los actos que el Parlamento expidió en el marco del conflicto constitucional, hasta 1641, 
tienen un elemento en común: ellos persiguen fundamentalmente preservar los equilibrios y las 
combinaciones establecidas en la ancient constitution. Lo que en ellos se propone, según el principio 
King in Varliament, es el reconocimiento del lugar central que ocupaba el Parlamento —del que hacía 
parte el propio rey— en la estmctura institucional inglesa. Sin embargo, la cuestión empezó a 
cambiar cuando se presentó el problema poMtico de la conformación de un ejército para enfrentar las 
rebeliones de Escocia e Irlanda, dado que estas fuerzas armadas puestas a disposición del rey podrían 
servir para otros propósitos, en concreto, para garantizar el éxito de las pretensiones absolutistas de 
los Estuardo. Después de varios intentos por lograr un control parlamentario del ejército, el 1 de 
junio de 1642, los Lores y los Comunes apmeban y presentan al rey las «Diecinueve Proposiciones». 
Este documento afectaba intensamente la facultad de gobernar reconocida al rey, en la medida en 
que proponía que el Parlamento aprobara el nombramiento de los consejeros, los ministros, los 
jueces de los tribunales de la corona, los oflciales del rey y los jefes militares. Ello habría conducido a 
la supresión de los elementos fundamentales de la prerrogativa regia y a una expansión tal de los 
poderes del Parlamento que sería puesto en una posición muy cercana a la soberanía poMtica, todo lo 
cual hubiera significado el trastorno de los equüibrios y del carácter mixto de la constitución inglesa 
tradicional, es decir, el abandono de la ancient constitution (Aylmer, 1963: 114; Matteucci, 1998: 100- 
101). Precisamente es en este sentido que Carlos I plantea su respuesta a las Diecinueve 
Proposiciones: adoptarlas signiflcaría la «total subversión de la leyes fundamentales y de la excelente 
constitución de este reino»'®"^. El rey, dejando ahora de lado los argumentos basados en la teoría del 
derecho divino de los reyes, acude a la constitución mixta para la defensa de su prerrogativa. «El rey 
defendía así sus propias prerrogativas y sus propios poderes de gobierno y nombramiento, pero de 
esta manera defendía también —de manera sincera y convincente— la misma constitución, y en 
particular su carácter mixto, que le obligaba a no adentrarse en el camino de la monarquía absoluta, 
pero que obligaba también al Parlamento a no emprender la vía de la sistemática demolición de su 
potestad de gobierno» (Fioravanti, 2001: 68). 

Las Diecinueve Proposiciones y la respuesta de Carlos I dieron lugar, entre 1642 y 1643, a una 
especie de reapertura parcial y relativamente breve del debate constitucional en medio de las primeras 


'03 Uno de los aspectos que más destaca}. W. Gough (1955: 76) de la Gran Amonestación es que en ella la 
religión aparece como un nuevo Ingrediente del fundamental law, esto es, de la constitución medieval Inglesa tradicional 
que, como se sabe, está en el centro del debate. 

*ot Algunos extractos de la respuesta del Rey son presentados más adelante, véase infra p. [...]. 
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confrontaciones de la guerra civü. En un extremo se hallaban los defensores de la prerrogativa 
monárquica que consideraban que la respuesta del rey había sido hasta tal punto débil que, al situarse 
en el mismo plano que los otros dos componentes históricos de la constitución inglesa, los Lores y 
los Comunes, se corría el riesgo de una exclusión del poder regio por una alianza entre éstosEn el 
otro extremo se encontraban los sostenedores de la tendencia parlamentaria que consideraron que la 
respuesta del rey a las Proposiciones confirmaba sus pretensiones absolutistas y su propósito de 
pasar por encima de los Comunes en el ejercicio del poder políticoLo cierto es que la posibilidad 
de diálogo y de compromiso ya estaba bloqueada. Todas las propuestas hasta este punto analizadas, 
tanto las más radicales como las que planteaban alguna forma de solución intermedia, fueron 
arrastradas por los acontecimientos de la guerra civü que, en 1647, comenzó a tornarse dramática 
para el bando monárquico, dado que el triunfo revolucionario parecía inminente. 

1.4.4. Lm alternativa democrática de los Niveladores 

De los ejércitos parlamentarios —especialmente de los miembros «independientes» o 
«sectarios», esto es, los puritanos más radicales— que lucharon contra las tropas monárquicas 
surge una tendencia adicional, que hace aún más complejo el conflicto político-constitucional que 
vivió Inglaterra durante la primera parte del siglo XVII. Esta tendencia tomó fuerza en pleno 
desarrollo de la guerra civil, más concretamente entre 1647 y 1648. 


Esta era la posición de Edward Hyde, conde de Clarendon, quien nunca dejó de ser fiel a la concepción 
orgánica tradicional de la sociedad, elaborada según el modelo isabeüno y en la que el rey era cabeza del cuerpo 
compuesto por los tres «estados» del reino (los Lores espirituales, los Lores temporales y los Comunes). La defensa de 
Hyde de la supremacía monárquica en el cuerpo social le permitió ser el líder de la restauración en 1660 (véase infra p. 
[...]).]. W. Gough (1955; 142), N. Matteucci (1998; 101), J. R. Tanner (1961; 112-113) y B. H. G. Wormald (1989; 237 y 
ss.) analizan las ideas poMfico-consfitucionales de Hyde, quien siendo ya conde de Clarendon las recogió en The histoiy of 
the rebellion and mil wars in Tngland hegm in thejear 1641 (Clarendon, 1992). 

'06 En esta vertiente se destacó Charles Herle, que en su texto A fuller Answer to a Treatise written kji Dr. Teme (1642) 
defendió la tesis de que la monarquía Inglesa era «mixta» y que el Parlamento podría resistir al rey, incluso con la fuerza 
de las armas, si éste abusara de su poder. Cercano a este último enfoque, aunque asumiendo una posición más moderada, 
se encontraba Philip Hunton, autor de A treatise of monarchj (1643), obra en la cual se afirmaba el carácter mixto de la 
constitución inglesa en la medida en que el poder supremo del reino, el Parlamento, también era mixto, esto es, 
conformado por el Rey, los Lores y los Comunes que, juntos, daban lugar a una especie de soberanía compuesta. Sin 
embargo, esta soberam'a era igualmente «limitada», dado que, para este autor, los tres componentes del Parlamento se 
encontraban bajo la supremacía de la constitución y eran iguales frente a ella. Del pensamiento político-constitucional de 
Herle se han ocupado J. W. AHen (1938; 501 y ss.), J. W. Gough (1955; 88-89) y N. Matteucci (1998; 102). La obra de 
Hunton ha sido analizada por C. H. Mcllwain, en un ensayo titulado A Torgotten Worthj, Thilip Hunton and the Sovereignty of 
the King in Parliament (1939; 196-230). También ha sido estudiada en J. W. AUen (1938; 507-508), M. Fioravanti (2001; 69) 
yj. W. Gough (1955; 90-92). 

'0^ C. HUI (1983) hace una completa recreación del mundo del radicalismo religioso después del comienzo de la 
guerra civil y durante el interregno de la República y el Protectorado. En un libro posterior (Hill, 1985) realizó también 
un análisis del pensamiento antimonárquico en general durante el mismo periodo, incluyendo niveladores, regicidas, 
seekers, cuáqueros, independientes, republicanos y puritanos conservadores. 
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Se trata del proyecto constitucional concebido y defendido por los Niveladores (l^vellers), 
protagonistas de lo que puede ser considerado una «revolución democrática» (Davis, 1968)'®*, cuyos 
principios fundamentales están recogidos en el Agreement of the People ^Acuerdo del Pueblo). Este 
documento fue elaborado en el marco de las reuniones del Consejo General del Ejército, que fue 
convocado ante el creciente descontento de las tropas —debido especialmente al licénciamiento de 
buena parte del ejercito— y que estaba conformado por representantes de los soldados y los oficiales 
de cada regimiento'®®. Durante la segunda reunión de este consejo, en 1647, el más destacado Mder de 
los Niveladores, John Lüburne, redactó y presentó c\ Agreement, lo que generó una discusión que Uegó 
a su punto más alto cuando los voceros de los Niveladores (encabezados por Thomas Rainsborough) 
se enfrentaron con el general Henry Ireton en torno a cuestiones tales como la abolición de la 
monarquía y el sufragio universal. Al no lograrse un acuerdo, el Consejo fue desintegrado. 

El peligro de un amotinamiento condujo a CromweU a proponer una reunión general del 
ejército en tres lugares diferentes. En uno de ellos, algunos soldados se resistieron a obedecer las 
órdenes dadas por el Estado Mayor, razón por la cual fueron arrestados. Inmediatamente se 
conformó un tribunal para juzgar a catorce de los insurrectos, tres de los cuales fueron condenados a 
muerte. Por decisión de CromweU, sólo uno de ellos fue ejecutado. El fusilamiento de Richard 
Arnold es el comienzo de una fuerte y eficaz campaña de represión contra los Niveladores, dirigida 
por el propio CromweU, en nombre del mantenimiento de unos principios mínimos, representados 
en la conservación del núcleo de la tradición de gobierno y de la organización socio-económica en 
Inglaterra, principios que eran superados de lejos por las propuestas democráticas de los Niveladores. 

Con todo, el comienzo de la segunda etapa de la guerra civU permitió reconstruir 
temporalmente la aUanza entre los generales, los parlamentarios antirreaUstas y los Niveladores, para 
enfrentar de nuevo la arremetida de su enemigo común. No obstante, la alianza se fraccionó 
definitivamente en los últimos meses de 1648, cuando los generales se unieron con los miembros del 
Parlamento Rump no sólo para acabar con la amenaza de una restauración monárquica sino también 
para contener una eventual rebeUón democrática encabezada por los Niveladores"®. En enero de 


108 Varios estudios han resaltado la perspectiva democrática y constitucional del movimiento de los Niveladores. 
Entre ellos se destacan los de G. E. Aylmer (1975), J. Frank (1969), W. ElaUer (1955), H. Holorenshaw (1971), T. C. 
Pease (1916), W. Schenk (1948), L. F. Solt (1959) y A. S. P. Woodhouse (1992). 

Los debates que se desarrollaron durante estos consejos del ejército fueron transcritos y recopilados en los 
Clarke Papers, así denominados en razón a que William Clarke los elaboró siendo secretario del consejo. Véase la edición 
de C. H. Firth (1891) y la de A. S. P. Woodhouse (1992). 

La alianza tuvo una corta duración, debido a que los altos mandos del ejército no dejaron de buscar algún 
tipo de acuerdo con la tradición, representada por el Parlamento y la monarquía, puesto que veían en los proyectos 
igualitarios de los Niveladores el riesgo de la innovación y de la supresión de la propiedad privada. Ejemplo de estos 
intentos de acuerdo fueron los «Capítulos de las Proposiciones» (Heads of Propasáis) que fueron presentados al rey por la 
alta oficialidad, en agosto de 1647, y en los que se sugería una fórmula de acuerdo basada en el establecimiento de una 
amplia tolerancia religiosa. En realidad, el proyecto político-constitucional de los Niveladores y el del alto mando del 
ejército contem'an diferencias de fondo, pues mientras los oficiales, encabezados por CromweU e Ireton, defendían un 
arreglo que hiciese los menores cambios posibles en la constitución histórica, los niveladores deseaban aprovechar la 
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1649 es presentado al Parlamento Rump una segunda versión del Agreement of the People, que fue 
rechazada de plano por aquel. En mayo, cuando ya estaban derrotados militarmente y no constituían 
más que una minoría dentro del ejército, y Lüburne y sus más cercanos seguidores habían sido 
encarcelados y acusados de traición, los Niveladores propusieron una tercera versión del Agreement, 
que ni siquiera fue tenida en cuenta. 

A partir de las tres versiones del Agreement'"'^'^ es posible colegir los elementos más importantes 
del proyecto constitucional de los Niveladores, que configuran su carácter democrático (Cromartie, 
1999). En primer lugar, se presenta una reivindicación decisiva del principio de igualdad ante la ley, 
unida a un acentuado individualismo. De aUí se deriva que el sometimiento a la sociedad política sólo 
podía estar justificado en el consentimiento voluntario de cada uno de los individuos. También se 
deduce la necesidad de abolir todo privilegio fundado en el nacimiento, en el rango o en la riqueza. 
La defensa de la igualdad jurídica y política tiene alcances profundos en la manera como los 
Niveladores concebían la estructura de las instituciones, que es el segundo punto destacadle de su 
proyecto. En efecto, en el centro de esa estmctura se halla un Parlamento cuyos privilegios ya no 
están fundamentados en la tradición. El Parlamento pasa a ser el representante del pueblo, de todos y 
cada uno de los individuos que habitan el territorio, los cuales lo elegirían a través del voto 
universal”^. En consecuencia, esta institución no tiene competencias por derecho propio, sino que 
tiene una autoridad simplemente delegada, negándose así cualquier pretensión de soberanía que no 
estuviese en cabeza del pueblo. Todo esto permite considerar las propuestas de los Niveladores 
como una anticipación de los presupuestos políticos, ideológicos y constitucionales del liberalismo 
democrático radical de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX. Finalmente, aquella soberanía 
que se negaba por igual al Parlamento y al rey, para ponerla en cabeza del pueblo, se garantizaba 
mediante el establecimiento de una constitución escrita. EUa contendría claramente los native o 
common rigths de los ciudadanos ingleses, en especial la libertad religiosa y el derecho a la 
representación política”^. También se erigiría como límite a la acción legislativa del Parlamento, dado 
que la constitución y, en general, todo el derecho, no se consideraban válidos porque así lo hubieran 


oportunidad para hacer cambios fundamentales, dirigidos hacia lo que consideraban como un arreglo justo y razonable, 
sin pensar demasiado en la tradición (Sabine, 1994: 375-376). 

Más adelante {jnfra p. [...]) son presentados algunos apartes de la versión del Agreement of the Reople 
proclamada el 20 de enero de 1649. Los libros, folletos y panfletos de los niveladores son expuestos y estudiados 
pormenorizadamente en las obras de J. Frank (1969), W. HaUer (1934), W. HaUer y G. Davies (1944) y D. M. Wolfe 
(1967). 

"2 En realidad, se trata del voto universal de los varones mayores de veintiún años, pues la igualdad de género 
aún estaba lejos de lograrse. 

De hecho, todo el proyecto constitucional de los Niveladores está basado en una concepción de los derechos 
que abandona paulatinamente un fundamento ancestral —^las libertades tradicionales de los ingleses— y que los entiende 
como derechos innatos e inalienables que todo hombre posee por el solo hecho de existir, lo cual anticipa en cierto modo 
la idea de los derechos que será propuesta unas décadas después por otros autores ingleses (particularmente por John 
Locke; véase infra, p. [81]) y que será desarrollada en el marco de la Revolución Francesa, concretamente en la 
Declaración de los Derechos del Flombre y del Ciudadano de 1789. 
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sido durante mucho tiempo (legitimación «tradicional»), sino por su intrínseca racionalidad y por 
estar basados en el consenso de los gobernados (legitimación «democrático-racional»)”'*. 

El proyecto de los Niveladores trata de edificar una estructura de gobierno constitucional 
basada en una concepción democrática tanto del fundamento como del ejercicio del poder político. 
Esta búsqueda de un vínculo entre constitucionalismo y democracia es uno de los aportes más 
interesantes de las propuestas de este movimiento frente al carácter restringido y excluyente que en 
sus primeras etapas tiene el constitucionalismo liberal —cuya edificación, como se sabe, se está 
produciendo durante estos años del siglo XVII en Inglaterra— sobre la participación política de las 
mayorías. Es más, en otro capítulo tendremos la ocasión de resaltar el hecho de que las concepciones 
democráticas van a suponer, varios años después, uno de los grandes desafíos planteados al 
constitucionalismo überal moderno. Por lo demás, todo lo anterior permite entender también por 
qué el proyecto de los Niveladores tuvo poca influencia en el desarrollo del constitucionalismo inglés 
durante el siglo XVII: sus propuestas eran completamente ajenas —tanto o más que el absolutismo 
monárquico o la soberanía parlamentaria— a las líneas marcadas por la tradición de gobierno en 
Inglaterra, país que nunca había tenido una constitución escrita y rígida, que nunca había despreciado 
la monarquía y que nunca había tenido que limitar jurídicamente la representación de las mayorías, 
pues éstas nunca habían gobernado (Sutherland, 1972: 85)”^. 

1.5. Una digresión necesaria: el pensamiento filosófico-poütico de Hobbes 

Los acontecimientos de la Guerra civil —y luego los de la República— motivaron también la 
elaboración y desarrollo del pensamiento filosófico-político de uno de los autores fundamentales del 
siglo XVII inglés, Thomas Hobbes (1588-1679), en la medida en que la superación del desorden y la 
violencia fue para él un objeto constante de preocupación (Lessay, 1988: lO-II; Malherbe, 1996: 


Para J. R. Tanner (1961: 156), la más interesante característica del Agreement la idea de reservar ciertos 
puntos como fundamentales, que el Parlamento no puede alterar o revocar». En este mismo sentido, N. Matteucci (1998: 
107) considera que la verdadera novedad del Agreement consiste en que «la representación, a pesar de tener enormes 
poderes, (...) tiene, como límite, la constitución y, por lo tanto, también la ley y su soberam'a». A partir de esto puede 
establecerse un vínculo entre el pensamiento constitucional de los Niveladores y el de Coke, tal como lo propone C. HiU 
(1958: 75-87; 1980: 299). Esto se confirma en la manera como Lilburne, en su escrito Aegal Fundamental Aiberties (1649), 
retomó los argumentos centrales del caso Bonham, al expresarse en estos términos: «Cuando una ley de Parlamento es 
contraria al derecho común {common right) o a la ra 2 Ón, o les es repugnante, o es imposible su realLación o cumplimiento, 
el common law la controlará y considerará esta ley como nula». El texto completo de Legail Fundamentan Uberties puede 
consultarse en la recopilación de W. HaUer y G. Davies (1944: 406). 

"5 Pareciera que el cuerpo de ideas que sustenta el proyecto de los Niveladores hubiera entrado en una especie 
de hibernación, para aparecer nuevamente un siglo después, durante los acontecimientos revolucionarios en las trece 
colonias americanas de Inglaterra (1776), dado que aquí la idea de un Parlamento soberano no se pudo difundir 
ampliamente, persistiendo por el contrario la creencia más antigua en una norma fundamental, que hasta cierto punto en 
Norteamérica se desarrolló siguiendo líneas semejantes —pero no iguales— a las sugeridas por los Niveladores (Sabine, 
1994: 378). 
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320)'^*^, lo que se hace claro cuando personifica en Leviatán y Behemoth, los dos monstruos de la 
escatología judía, «el conjunto de las condiciones del orden, por un lado, y la amenaza del desorden, 
por el otro» (Rodilla, 1992: XII). Por lo demás, no hay que olvidar que, más allá de los Mmites del 
siglo XVII, la obra de Hobbes, en particular su libro más conocido, leviatán (1651)'^^, a pesar de los 
rudos comentarios y críticas de los que ha sido objeto”*, ocupa un lugar central en el desarrollo de la 
teoría política moderna”^, lo que justifica aún más una referencia, así sea somera y esquemática, a 
algunas ideas de este autor. 

El desorden y la violencia generalizados que Hobbes vivió durante aquellos años lo inspiraron 
en parte al formular su teoría del estado de naturaleza (esto es, la etapa anterior a la conformación del 
Estado), cuya característica más notable es la de ser «una guerra tal que es la de todos contra todos» 
(Hobbes, 1980: 192), debida, por una parte, a la igualdad natural de los hombres en sus «facultades 
del cuerpo y del espíritu» (Hobbes, 1980: 100) y, por la otra, a las pasiones —la competencia, la 
desconfianza y la gloria— que en la naturaleza del hombre son las «tres causas principales de 
discordia» (ídem), todo lo cual Ueva a la expresión más conocida del pesimismo antropológico de ese 
autor, homo homini lupus (Hobbes, 1999: [dedicatoria Devonshire]). El hombre es un lobo para los 
demás porque todos cuentan con iguales capacidades, lo que conduce a que cada uno desconfíe de 


De todas formas es preciso aclarar que la obra de Hobbes no es una obra de circunstancia, en el sentido de 
que a pesar de estar motivada por los acontecimientos que le sirvieron de contexto, esto no significa que su teoría no 
responda a una reconstrucción abstracta del desarrollo de la sociedad política; en otros términos, no se trata de una obra 
histórica sino de filosofía política en sentido estricto. Por otra parte, conviene señalar también que, en un principio, la 
obra de Hobbes no tuvo una influencia tan inmediata como la que tuvieron las de R. Filmer y J. Locke en la Revolución 
Gloriosa {jnfra, p. [...]), si bien es ésta una afirmación que se hace en términos comparativos, puesto que el pensamiento 
de Hobbes influyó en los eventos de la segunda mitad del siglo XVII, en asuntos tales como el concepto de razón, el 
individualismo en filosofía política o la teoría del contrato original (Lessay, 1988: 247-252; HUI, 1976: 119-120; HUI, 1958: 
280-281; Kenyon, 1977a: 16-17). Empero, la influencia de su obra puede ser considerada como «subterránea», dado que, 
especialmente el Ijiviatán, suscitó una acalorada crítica en los años subsiguientes a su publicación, tanto por sus posturas 
religiosas (se le acusó varias veces de ateismo) como por sus tesis políticas (en particular la del contrato original). Sobre 
este punto véase el estudio de S. I. Mintz (1962). 

Como se sabe, éste es el más célebre texto escrito por Hobbes (1992a; 1980), si bien conviene destacar 
también T>e Cive (1642) (Hobbes 1992b; 1999) y De corpore político, or the Elements of law, moral andpolitic (1640) (Hobbes 
1992c; 1979), que constituyen los tres elementos más importantes de su obra política (Goyard-Fabre, 1982: 17), sin dejar 
de lado su texto sobre el Parlamento Largo y la guerra civil, Behemoth (Hobbes, 1992), al que ya se ha hecho referencia 
(ver supra, n. 66). 

Posiblemente la más célebre cntica es la de René Descartes (1596-1650), para quien Hobbes es un autor de 
máximas «maléficas y muy peligrosas» (1963: VI, 88). 

™ Para J.-J. Chevalüer, Hobbes tiene el mérito de haber formulado «la primera teoría moderna del Estado 
moderno» (1979: I, 316), mientras que para M. Malherbe «en la filosofía de Hobbes comienza el pensamiento moderno» 
(1984: 252). Por lo demás, la bibliografía sobre el pensamiento político de Hobbes es inmensa. Además de las dos obras a 
las que se acaba de hacer referencia conviene destacar también las siguientes: Bobbio, 1991; Bowle, 1969; Fernández 
Santillán, 1988; Garmendia de Camusso y Schnaith, 1973; Goldsmith, 1988; Klenner, 1999; Lessay, 1988; Macpherson, 
1970; Manent, 1977; Polin, 1953; SommerviUe, 1992; Strauss, 1952; Tónnies, 1932; Zarka, 1997. 
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—y, por ende, tema a— sus semejantes. Esta desconfianza y temor mutuos determinan que las 
acciones de todos los individuos se dirijan a lograr el fin esencial de su vida: poder conservarla a toda 
costa. Claro está que no sólo las pasiones sirven para lograr la propia conservación, puesto que el 
hombre también dispone de la razón: «dada esta situación de desconfianza mutua, ningún 
procedimiento tan razonable existe para que un hombre se proteja a sí mismo, como la anticipación, 
es decir, el dominar por medio de la fuerza o por la astucia todos los hombres que pueda, durante el 
tiempo preciso, hasta que ningún otro poder sea capaz de amenazarle» (Hobbes, 1980: 101). 

En suma, tanto del contexto histórico en el que escribe como de su concepción de la 
naturaleza humana es posible deducir que para Hobbes el estado de naturaleza no es un estado 
imaginario, sino una amenaza siempre presente, que se esconde bajo la superficie de la vida política 
civilizada (Passerin d’Entreves, 2001: 136). Es incluso una amenaza que en ocasiones se cumple, con 
lo cual la historia se vincula con la teoría política. Así ocurrió en la guerra civil inglesa, que para él fue 
un periodo de disolución de los lazos de sumisión tradicionales, durante el cual cada uno pudo 
escoger su soberano —Rey o Parlamento—, y que, por lo tanto, reflejó en buena medida lo que 
Hobbes planteó con el concepto «estado de naturaleza». De esta forma, esta idea no sería una simple 
invención de su imaginación, sino una hipótesis con referentes temporales en los que se articulan lo 
abstracto y lo concreto (Lessay, 1988: 77-78). 

El hecho de que el estado de naturaleza suponga siempre una situación de conflicto se articula 
con otra característica de esta noción: «En esta guerra de todos contra todos, se da una consecuencia: 
que nada puede ser injusto. Las nociones de derecho e ilegalidad, justicia e injusticia están fuera de 
lugar. Donde no hay poder común, la ley no existe: donde no hay ley, no hay justicia» (Hobbes, 1980: 
104 ) 120 ^ Esta tesis, que se opone, como veremos, a la de John Loche según la cual en el estado de 
naturaleza rige una ley natural cuya principal consecuencia es reconocer una serie de poderes, 
facultades o derechos a los individuos (derechos cuya vigencia se extiende al Estado civil) 
pareciera no encajar con el concepto de ley de naturaleza ni con el de derecho de naturaleza que el 
mismo Hobbes desarrolla. En efecto, dice este autor que «el derecho de naturaleza, lo que los 
escritores llaman comúnmente jus naturale, es la libertad que cada hombre tiene de usar su propio 
poder como quiera, para la conservación de su propia naturaleza, es decir, de su propia vida». Al 
mismo tiempo, la «ley de naturaleza {lex naturali^ es un precepto o norma general, establecida por la 
razón, en virtud de la cual se prohíbe a un hombre hacer lo que puede destruir su vida o privarle de 
los medios de conservarla». De esta forma, «el derecho consiste en la libertad de hacer o de omitir, 
mientras que la ley determina y obliga a una de esas dos cosas» (Hobbes, 1980: 106). La definición 
misma de estos dos conceptos permite ver su particular alcance, puesto que mientras para autores 
como Loche la ley natural y los derechos naturales, además de justificar la existencia del Estado civü. 


'20 Este tipo de afirmaciones de Hobbes han dado lugar a que algunos autores encuentre en su obra las bases de 
lo que varios años después será el positivismo jurídico, particularmente en la versión de John Ausfin y en la de Hans 
Kelsen (Passerin d’Entreves, 2001: 136-137; Lessay, 1988: 178-189). 

*21 Véase infra, p. [82]. 
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son concebidos sobre todo como categorías oponibles al ejercicio del poder en este Estado, para 
Hobbes es imposible esta oposición, porque la ley de naturaleza justifica —prácticamente impone— 
la creación del poder civü, del Estado, creación que se Ueva a cabo a través de un pacto en el cual 
cada uno de los contratantes renuncia a su derecho de naturaleza y lo trasfiere al Estado (Hobbes, 
1980: 141). En últimas, «el derecho [o la ley] natural sólo es derecho [o ley] en sentido figurado» 
(Sabine, 1994: 365), dado que es el aspecto imperativo o coercitivo del derecho positivo (el derecho 
creado por el Estado soberano) lo que constituye su esencia, con lo cual, además, se rompe la 
pluralidad de «leyes fundamentales» que le daban su carácter compositivo a la constitución medieval y 
se pasa a una única ley fundamental que exige preservar la integridad del poder soberano (Fioravanti, 
2001: 78-79). 

Esto se confirma al observar la manera como Hobbes concreta la ley de naturaleza en una ley 
primera y fundamental, «buscar la paz y seguirla», de la cual se deriva la segunda ley de naturaleza, 
«que uno acceda, si los demás consienten también, y mientras se considere necesario para la paz y 
defensa de sí mismo, a renunciar este derecho a todas las cosas y a satisfacerse con la misma libertad 
(...)» (Hobbes, 1980: 107). Ahora bien, como en el estado de naturaleza ningún pacto tiene validez 
asegurada —al faltarle una garantía real, lo que exacerba el estado de guerra— la única solución 
consiste en instituir un poder tan fuerte que pueda imponer mediante el temor o la violencia el 
respeto de los pactos, llevar a cabo y validar la justicia y, de esta forma, consumar la paz. Es preciso 
entonces pasar al Estado civil mediante un contrato —lo que determina su carácter artificial— en un 
proceso que parte de la igualdad natural entre los hombres (sin que esto suponga una visión 
optimista de la misma, pues la igualdad frente al derecho de naturaleza supone para Hobbes una 
limitación en la conservación), pasa por la influencia simultanea, en el marco de esa igualdad natural, 
de las pasiones y de la razón, y se desencadena ante la realidad de la guerra y el riesgo de morir. 

La estructura básica del pacto social consiste entonces en que unos seres iguales se reúnen y 
acuerdan expresamente entre ellos ceder sus derechos y poderes a un tercero que, sea quien fuere — 
un hombre o una asamblea, dice Hobbes (1980: 141)—, no es una de las partes contratantes. Así 
surge un soberano que está dotado de un poder absoluto y no tiene ninguna obligación por causa del 
contrato. El, que no ha pactado con nadie, se ubica en una posición de superioridad civil frente a los 
hombres que han contratado entre ellos y que se convierten en sus súbditos, y conserva el derecho a 
todas las cosas que todos los hombres tenían en el estado de naturaleza (Berns, 1993: 387). De este 
contrato original se destaca que puede superar la dificultad inherente a todos los contratos en el 
estado de naturaleza, dado que su contenido supone la instauración de un principio que permite 
validar todo contrato, en general, incluso el mismo contrato original, en particular, con lo cual 
produce la condición de su propia realización, de suerte que es el soberano, de esta forma instituido, 
el que valida la convención por la que los individuos se reúnen como pueblo, como unidad (antes no 
eran sino una multitud dispersa) y forman una república {commonmaltB) bajo el poder soberano. La 


'22 Durante los siglos XVII y XVIII los escritores políticos ingleses usaron la palabra commonwealth para designar 
a toda sociedad política cuya existencia estaba basada en el consentimiento de los gobernados plasmado en un pacto o 
contrato, independientemente de si la forma de gobierno por la que se optara era de tipo monárquico o republicano. Por 
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igualdad dvü entre los súbditos, que se someten por igual al soberano, sustituye la igualdad natural, y 
la paz civil remplaza la guerra de todos contra todos. De esta forma, en un mismo y único acto los 
individuos se unen y se engendra el poder soberano, siendo éste último su principal resultado y su 
garantía de cumplimiento. 

Las potestades o derechos del soberano son producto de la razón, la cual impone la 
omnipotencia de aquél como único medio para lograr los fines de su instauración. Esta 
omnipotencia, que determina sus potestades, permite también afirmar la legitimidad del soberano y 
que no esté sometido a ninguna limitación jurídica o moral. La ambigüedad de la soberanía absoluta 
de Hobbes consiste entonces en que en ella se reúnen poder y legitimidad, al tiempo que debe ser 
simple, indivisible, sin Mmites. No está sometida a ninguna norma constitucional, no puede ser 
contestada ni revocada, expresa su voluntad a través de la ley, que es obligatoria para sus súbditos, y 
es el fundamento de toda autoridad pública, sea ella legislativa, ejecutiva o judicial. No obstante, 
Hobbes también se ocupa de los deberes del soberano respecto de su propia dignidad y respecto de 
sus súbditos, sin que esto suponga que lo someta a un principio externo, sino a uno que está en su 
propia esencia, esto es, no puede ni debe disminuir su soberanía, ni olvidar la razón por la que fue 
instituido, la paz y la seguridad de sus súbditos, con lo cual ejecuta la ley fundamental de naturaleza y 
simultáneamente rinde cuentas a la razón. 

Si hay algo que impresiona de la filosofía poMtica de Hobbes es que a partir de una visión 
individualista de la creación del Estado —una visión novedosa en su época (Sabine, 1994: 361)— 
elabora una teoría de la soberanía estatal absoluta. Esta aparente contradicción entre liberalismo y 
absolutismo ha dado lugar a numerosos comentarios, de los que es posible destacar el de Isaiah 
Berlin, quien distingue entre los «filósofos con una visión optimista de la naturaleza humana y una 
creencia en la posibilidad de armonizar los intereses humanos, como Loche y Adam Smith», por un 
lado y, por el otro, Hobbes, and those who agreed with him, (...) argued that if men were to be 
prevented from destroying [...] of social control» (1979: 126). Es posible que con esto Hobbes 
anunciara el surgimiento de una versión «absolutista» del Estado liberal, un modelo que de hecho se 
impondrá en la segundad mitad del siglo XIX en varios países de Europa y América y que tendrá en 
Jeremy Bentham, Georg JeUinek y Raymond Carré de Malberg sus principales exponentes teóricos. 
Con todo, muy seguramente la posteridad de Hobbes se debe sobre todo a haber creado un mito 
filosófico de gran fuerza (y los filósofos políticos que han sido capaces de hacerlo no son muchos): el 
de «aquel gran l^viatán, o más bien (hablando con más reverencia), de aquel dios mortal, al cual 
debemos, bajo el Dios inmortal, nuestra paz y nuestra defensa» (Hobbes, 1980: 141). 


esta razón, en varias versiones en español de las obras de Hobbes (así como en las de Locke) se traduce commonwealtb 
como «Estado». 
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2 . 


El intervalo de la República y el Protectorado 


Después de haber analizado las diversas posiciones del complejo conflicto político- 
constitucional que se produjo en Inglaterra en la primera parte del siglo XVII, es preciso ahora 
retomar el hüo de los acontecimientos sucedidos entre la ejecución de Carlos I (1649) y la 
restauración de Carlos II (1660). Sin embargo, antes de esto conviene hacer referencia al debate 
sobre el lugar que le corresponde a este período dentro del desarrollo del constitucionalismo inglés. 
Así, mientras para algunos se trata de una especie de intermpción en la línea de progreso de la 
Constitución inglesa (TasweU-Langmead, 1905: 476; Creasy, 1880: 266), otros consideran que las 
innovaciones que tuvieron lugar en ese lapso en la política y en las instituciones influyeron en la 
conformación del constitucionalismo inglés (Tanner, 1961: 212; Jenks, 2002: 5 y ss.). Ciertamente, 
puede concluirse que la República y el Protectorado constituyen una especie de intervalo, si se 
entiende que la restauración de 1660 representa el triunfo del modelo constitucional propuesto antes 
de 1649 y, sobre todo, si la evolución de todos los sucesos es vista retrospectivamente como si 
estuviera dirigida en forma indefectible hacia el establecimiento de una monarquía constitucional, tal 
y como aconteció después de la «Revolución Gloriosa» de 1688. Pero, por otro lado, también se 
puede decir que, dado que el intervalo anuncia y anticipa elementos centrales del debate 
constitucional posterior (de finales del siglo XVII y de la segunda mitad del XVIIl)'^^, no sería ajeno 
a tal línea de evolución, sino que más bien acentuaría su carácter complejo'^"^. 

2.1. El gobierno bajo el «Rump Parliament» 

Como se sabe, el 6 de enero de 1649 se proclamó la soberanía del pueblo, representado en los 
Comunes, y el 28 del mismo mes fue ejecutado el rey. Estas y otras medidas signiflcarían a la postre 
la desaparición de las bases históricas de la constitución mixta (Fioravanti, 2001: 69). El mismo día de 
la ejecución de Carlos I una ley prohibía que se hiciere cualquier proclamación del sucesor al trono y 
el 6 de febrero se expidió una resolución en la que se declaraba que <4a Cámara de los Lores del 
Parlamento es inútil y peligrosa, y debe ser abolida». Al día siguiente otra resolución declaró que <4a 
experiencia ha demostrado (...) que el cargo de Rey en esta nación, al poner el poder en una sola 
persona, es innecesario, insoportable y peligroso para la libertad, la seguridad y el interés público del 
pueblo de esta nación, y por eso debe abolirse»^^^. La abolición formal de las dos instituciones se 


Entre esas cuestiones se destacan el establecimiento de la soberanía en cabeza del cuerpo representativo de la 
nación, la separación funcional de los poderes públicos, la distinción entre la norma constitucional y el resto de normas 
del ordenamiento jurídico —y la consiguiente distinción entre poder constituyente y poder legislativo ordinario—, la 
instauración fuera de toda duda de los common rigths de los ingleses en el propio texto constitucional y otros aspectos que 
serán expuestos más adelante. 

*2'* El libro de S. R. Gardiner (1903) es la obra clásica sobre el periodo que abarcan la República y el 
Protectorado. I. A. Roots (1966) y A. S. TurbervUle (1936) también lo analizan detalladamente. 

*25 Los apartes de ambas resoluciones fueron tomados del Journal of the House of Commons, vol. VI (1648-1651), 
1802, pp 132 y 133. 
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produjo después de un poco más de un mes: la de la monarquía el 17 de marzo y la de los Lores el 
19. La culminación de todo este proceso fue la ley del 19 de mayo en la que se daba su denominación 
oficial al régimen establecido después de la supresión de la monarquía: Inglaterra sería de ahora en 
adelante una República {Commonwealth) y un Estado Libre ij^ree Statef^^. 

Antes de la promulgación de estas leyes se procedió a llenar el vacío institucional que había 
dejado la ejecución del rey, mediante el establecimiento de una comisión ejecutiva denominada 
Consejo de Estado {Counál of State). Este «Rey en muchas personas» (Cahen y Braure, 1962: 393) se 
constituyó en el centro de la estmctura de gobierno hasta 1653, cuando se produjo un golpe 
miUtar'^^. Por otra parte, el Batmp Parliament continuó desarrollando su trabajo a través del complejo 
sistema de comisiones que caracterizó a todo el Parlamento Largo. Con todo, su poder decisorio era 
mínimo y al final terminó sucumbiendo ante el peso del Consejo de Estado, dominado por los 
militares. 

En este marco institucional, donde los generales del ejército se apropiaron de las funciones 
ejecutiva y judicial (a través del Consejo de Estado) y sometieron a la función legislativa 
(representada en el Parlamento Pump), el nuevo régimen Uevó a cabo una política de carácter 
dictatorial, más cercana al absolutismo que a cualquier otra tendencia del conflicto político. Este 
carácter se hizo más pronunciado con el paso del tiempo y en la medida en que arreciaron los ataques 
contra la República'^*. Cabe aclarar que sólo cuando el mando del New Model Army logró superar 
tales amenazas fue posible la instauración de un gobierno abiertamente militar: el del Protectorado. 
En definitiva, después de 1649 el absolutismo monárquico había sido derrotado, pero no había 
vencido ni la opción por la supremacía del Parlamento, ni las innovaciones de carácter democrático. 
El vencedor fue el régimen militar, comandado por una minoría que disponía del poder del ejército 
(Matteucci, 1998: 108). 

Ahora bien, la crisis que dio lugar al golpe militar de 1653 no se explica únicamente por el 
triunfo de los militares sobre sus enemigos, sino también por el descrédito cada vez mayor del Pump 


Las tres leyes del Rump Parliament mediante las cuales fueron abolidas la monarquía y la Cámara de los Lores y 
se estableció formalmente la República son presentadas más adelante (véase infra pp. [...] [Gardiner, 1906, pp. 384, 387 y 
388]). 

™ El Consejo de Estado fue instituido mediante una Ley titulada An Act of thispresent Parliamentfor constituting a 
Counál of State forthe Commonwealth ofEngland (el texto completo es presentado en la recopilación de Gardiner, 1906: 381- 
383). 

'28 Estos ataques, como lo señala Tanner (1961: 157-163), provem'an de tres flancos diferentes: en primer lugar, 
el de los presbiterianos y los realistas, que eran completamente hostiles al gobierno de los regicidas y que desplegaron una 
formidable actividad de resistencia mediante la prensa; en segundo lugar, el de los Niveladores, radicales defensores de la 
instauración de una especie de democracia desde el ejército, que también recurrieron a la prensa y a los escritos sediciosos 
para hacerse sentir; y en tercer lugar, el de la amenaza externa proveniente de la oposición que estalló en Irlanda y 
Escocia a las pretensiones centralizadoras de la República. 
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Varliament'^'^, lo que ofreció a los generales del ejército, dirigidos por Cromwell, el pretexto necesario 
para su proceder. El desprestigio del Parlamento se originó en la decisión de aplazar continuamente 
su propia disolución, lo que dio la impresión de querer perpetuarse en el poder, si bien debe tomarse 
también en cuenta que con ello buscaba evitar que después de unas nuevas elecciones se diera una 
recuperación de los realistas o un dominio total de la dirigencia militar. De esta manera, entre 1652 y 
1653 se desencadenó un intenso conflicto entre los militares y los miembros del Parlamento de 
carácter civil que eran partidarios del Commonwealth. 

En este contexto, los Mderes del ejército, sospechando que los civiles los dejarían relegados al 
papel de simples espectadores, insistieron en la necesidad de adelantar reformas y en una pronta 
disolución del ^mp. En enero de 1653, el Consejo de Oficiales logró un acuerdo con varios 
parlamentarios (que hacían parte también del Consejo de Estado) con el objeto de convocar a 
elecciones para un nuevo Parlamento. A pesar de esto, el 20 de abril se puso en el orden del día un 
proyecto para que el mismo Parlamento aprobara una ley en la que prolongaba sus sesiones y 
condicionaba la realización de elecciones a la adopción de varias medidas en contra de la restauración 
monárquica. Los generales y Cromwell llamaron a este proyecto el Verpetuation 13///, al que se 
opusieron mediante el uso de la fuerza: Cromwell fue hasta el recinto de los Comunes acompañado 
de varios soldados e hizo expulsar a todas las personas que allí se encontraban. Al día siguiente 
alguien escribió en la puerta: Se arrienda este local — sin muebles (This house to let — unfumished\ Gardiner, 
1903: II, 212). Terminaron así los casi trece años de duración del Parlamento Largo, con lo cual se 
puso en evidencia, por un lado, el fracaso del breve intento de establecer una república en Inglaterra 
sobre una base parlamentaria (Loewenstein, 1983: 98) y, por el otro, el hecho de que la fuerza militar 
se constituía, de manera contundente e incluso desfachatada, en la única fuente del poder poMtico y 
en la base del gobierno (Belloc, 1971: 109-111). Las instituciones civiles colapsaron y sólo quedó la 
autoridad del l^rd General del ejército (Cromwell). 

2.2. El Protectorado 

A pesar de que los sucesos de abril de 1653 demostraron que el ejército era el que ejercía el 
poder poMtico, se quiso dar algún carácter de legaüdad a todo lo que se había hecho. Se disolvió 
entonces el antiguo Consejo de Estado para convocar uno nuevo que, presidido por Cromwell, 
estuvo conformado por trece personas, nueve de las cuales eran militares, y que se dio a la tarea de 
convocar una corporación de 140 miembros, destinada a remplazar al Parlamento Rump. Las diversas 
denominaciones que ha recibido esta asamblea permiten advertir los rasgos que la distinguieron: el 
Parlamento nominado (Nominated Parliament), porque no fue el producto de unos comicios según las 


'25 El 'Rump Varliament se consideraba a sí mismo como el heredero del Parlamento Largo y para su defensa 
recurrió a las herramientas legislativas que habían servido para la protección de los Comunes contra los ataques de los 
Estuardo (en especial la ley de 1641 que prohibía la disolución del Parlamento sin su propio consentimiento). También 
pregonó su carácter representativo (a pesar de que durante su permanencia nunca tuvo más de 125 miembros, mientras 
que antes de 1648 el número de diputados llegaba a 490) e incluso su carácter soberano y su derecho incontestable a 
gobernar. 


53 



formas tradicionales, sino de una designación hecha por el Consejo de los trece; el Parlamento de los 
Santos, como quiera que Cromwell y el Consejo habían convocado a «hombres piadosos», en su 
mayor parte adeptos a las innumerables sectas religiosas que habían salido de la clandestinidad, 
ajenos a las intrigas parlamentarias, y que, por ende, podían ser más dóciles a los propósitos del 
mando castrense (Walter, 1971: 77; Aylmer, 1963: 146); y el Parlamento Barebone, por el nombre de 
uno de sus miembros, cuyo carácter religioso y ascético representaba fielmente las características de 
esa asamblea (Caben y Braure, 1962: 407). 

Empero, los miembros de este Parlamento tomaron demasiado en serio su papel de 
legisladores, de tal manera que las numerosas y avanzadas reformas que aprobaron'^® comenzaron a 
enfrentarse a la mentalidad esencialmente conservadora de Cromwell, del resto de generales y, en 
últimas, de toda la nación. Ciertamente, los reformadores se impusieron en el Parlamento Barebone y 
las medidas que lograron aprobar los opusieron a todo los intereses: a los de los realistas en cuanto 
republicanos, a los de los presbiterianos en cuanto independientes y, lo que fue más grave, a los de 
los militares, pues quisieron que los civiles tuvieran nuevamente el dominio del gobierno y, por ende, 
reducir la influencia del ejército. 

Sin el apoyo de los generales era muy difícil que el Parlamento Barebone durara mucho y, en 
efecto, cuando se hicieron claros sus propósitos antimilitaristas y reformistas, se inició un impetuoso 
movimiento con miras a su disolución, que terminó el 12 de diciembre de 1653 al ser aprobada con 
una mayoría de dudosa legalidad una resolución en la que se afirmaba que <4a reunión de este 
Parlamento ha sido demasiado larga, y ahora que está constituido, no lo ha sido para el bien de la 
República, y por lo tanto es preciso restituir al Lj)rd General Cromwell los poderes que habían sido 
recibidos de él»'^\ 

Al final, puesto que el Parlamento no había aprobado una constitución republicana para el país, 
los oficiales y Cromwell optaron por asumir ellos mismos esa tarea, abriendo las puertas a la primera 
y única constitución escrita de Inglaterra, el «Instrumento de Gobierno» ijnstrument of Government) de 
1653, cuya vigencia fue eminentemente formal dado el carácter dictatorial del régimen. El texto fue 
hecho a la medida de las concepciones y los análisis de coyuntura de los militares, sin tratar de 
recoger acuerdos que garantizaran la estabilidad buscada (Aylmer, 1963: 148). En este orden de ideas, 
no debe extrañar que los «teóricos políticos» del ejército quisieran superar la inestabilidad del 
funcionamiento del Parlamento mediante la rigidez de una constitución escrita. Tampoco debe 
sorprender, como indica Tanner (1961: 176), que para establecer un control a la actividad 
parlamentaria se restableciera una especie de monarca limitado, pero esta vez con el nombre de 
Protector. Precisamente esa es la principal característica del «Instmmento de Gobierno» como 


*3® Entre tales reformas se destacaron el establecimiento del matrimonio civil, la organización de la asistencia 
pública, la abolición del diezmo (lo que exasperó especialmente al clero presbiteriano) y la eliminación del privilegio de 
los grandes propietarios de presentar candidatos para los oficios eclesiásticos en su parroquia (Gardiner, 1903: II, 242- 
261). 

El texto de la resolución es tomado de Gardiner, 1903: II, 279. 
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documento constitucional: la supremacía absoluta del Parlamento —que había sido meramente 
formal, pues de hecho, como se ha visto, el poder estaba en manos de los militares— es abandonada 
para instaurar un modelo cercano a la monarquía de Isabel, con los correctivos que las necesidades 
de aquellos tiempos exigían (Gardiner, 1903: II, 285). 

Entre los rasgos distintivos del Instmmento se encuentra que la suprema autoridad legislativa 
está confiada a dos órganos, el Lj)rdProtector^ el Parlamento. Aquel estaría asistido por un Consejo, el 
tercer elemento institucional central del régimen que quería imponerse. El artículo XXXIII declaraba 
explícitamente que Cromwell sería el lj)rd Protector, a quien se le atribuían las funciones esenciales de 
gobierno. Sin embargo, al menos en teoría, el nuevo texto constitucional no abandonaba en sus 
manos un poder absoluto o, en otras palabras, no dejaba las puertas abiertas a una dictadura (Aylmer, 
1963: 147; Harrison, 1892: 199), puesto que también reconocía importantes funciones al 
ParlamentoNo hay que olvidar, finalmente, la importancia que tenía el Consejo en toda esta 
estmctura, pues remplazaba al Parlamento cuando no se encontraba en sesiones, era obligatoria su 
anuencia para las medidas tomadas por el Protector y tenía la atribución de nombrar al sucesor de 
éste. 

2.3. La muerte de Cromwell y el avance hacia la restauración 

El hecho de que los dos primeros Parlamentos convocados por Cromwell bajo la vigencia del 
Protectorado terminaran disueltos por las disputas que se produjeron dentro de ellos, intensificó la 
oposición al régimen militar, e hizo que su desprestigio fuera cada vez más patente y que las 
manifestaciones de hostilidad en su contra —casi siempre clandestinas— no cesaran de producirse. 
El mismo Cromwell pareció perder la dimensión de sus actos cuando decidió presentarse vestido de 
púrpura y marcar su espada con un cetro, hiriendo de esta forma la susceptibilidad de los 
republicanos. En estas circunstancias, como si la decadencia del régimen hubiera afectado su propia 
vitalidad, sobrevino la muerte del Protector, el 3 de septiembre de 1658^'^"^. Su hijo Ricardo, a quien 
Cromwell había designado como su sucesor, fue reconocido como el nuevo Protector, pero no lo 
sería por mucho tiempo, puesto que al verse acorralado por las mismas circunstancias que enfrentó 
su padre decidió abdicar, el 25 de mayo de 1659. 


El texto del Instrumento de Gobierno es presentado más adelante {jnfra p. [...]). 

'33 Ante todo, la elaboración y aprobación de las leyes (el Protector sólo tema un veto legislativo de carácter 
suspensivo, quedando la decisión final en manos del propio Parlamento), pero también la Imposición de tributos y la 
facultad de convocarse en forma continua (por lo menos cada tres años). El hecho de que el Instrumento contemple un 
equilibrio entre el ejecutivo y el Parlamento permite pensar que Cromwell no era ajeno a la fuerte influencia que ejercía la 
tendencia hacia la instauración de una monarqm'a limitada constitucionalmente (Fioravanti, 2001: 70), que en últimas 
caracterÍ 2 Ó al siglo XVII inglés, y que el <ántervalo» que representan la República y el Protectorado no sale de esta línea de 
evolución, como más arriba se explicó (Gough, 1955: 129). 

'3'' Para un análisis detallado de los últimos años del Protectorado véase la obra de C. H. Firth (1909). G. Davies 
(1969) realiza un extenso estudio sobre los antecedentes, los acontecimientos y las consecuencias de la restauración. 
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Sin un Parlamento y, como si fuera poco, sin un Protector, el dermmbe del Commonwealth y la 
restauración de la monarquía parecían inevitables. Después de varios intentos para salvar la 
República, que terminaron en la conformación de un «Comité de Salvación» impuesto por los 
oficiales y que ocupó el lugar del Parlamento, en febrero de 1660 el general George Monk, 
comandante del Ejército del Norte en Escocia, Uegó a Londres con sus tropas, hizo disolver dicho 
Comité y obligó a una nueva convocatoria del Parlamento Kump, que esta vez permitiría la entrada de 
los diputados excluidos por la «depuración» de diciembre de 1648. EUo supuso una alteración de las 
mayorías a favor de los presbiterianos, quienes se oponían al dominio militar y defendían el regreso 
de la monarquía. Este Parlamento votó su propia disolución y la convocatoria de uno nuevo, cuyas 
elecciones dieron un resultado completamente favorable a los realistas. El 25 de abril se reunieron la 
recién elegida Cámara de los Comunes y la Cámara de los Lores y el 1° de mayo aprobaron la 
Declaración de Breda en la que Carlos II, desde su destierro en Holanda, ofrecía las garantías que 
permitirían su retorno al trono'^^. Asimismo, la Cámara alta emitió una declaración que constituía 
una invitación para restablecer los equilibrios tradicionales, en la que afirmaba que «de acuerdo con 
las antiguas y fundamentales leyes de este reino, el gobierno es y debe ser ejercido por el Rey, los 
Lores y los Comunes» (Gough, 1955: 139). Pocos días después, el Rey llegó a Londres, luego de 
ratificar los términos de la declaración. 

Para terminar este aparte, conviene señalar los más importantes resultados políticos y 
constitucionales de todo el periodo revolucionario, que prácticamente se extiende a lo largo de los 
años cuarenta y cincuenta del siglo XVII. La primera consecuencia de los sucesos de estos años es 
que si bien la causa de la monarquía triunfó con la restauración, la propuesta del absolutismo 
monárquico de derecho divino no pudo superar los ataques de los que fue objeto. Por consiguiente, 
se impuso el principio de que la mejor forma de gobierno del reino era la fundada en el equilibrio y la 
interdependencia entre la representación nacional y la corona, ambas presentes en el Parlamento. En 
segundo lugar, la Cámara de los Comunes logró edificar una influencia permanente y predominante 
en el gobierno de la nación, que crecerá progresivamente hasta hacerse decisiva. En tercer lugar, en 
Inglaterra se aseguró un total y definitivo rechazo del catolicismo (o, en términos de la época, del 
«romanismo» \romanümP), si bien la posición de la Iglesia nacional después de la restauración no será 
la misma: antes de la rebelión y la guerra civil, la Iglesia oficial era, tanto en la teoría como en la 
práctica, uno de los elementos constitutivos de la nacionalidad inglesa; después de la restauración, a 
pesar de su restablecimiento deliberado y formal por parte de Carlos II y el Parlamento, se hizo 
patente que la Iglesia no era la de toda la nación, sino solamente la de la mayoría. 


*35 En la Declaración de Breda se destacan una serie de compromisos adquiridos por el rey, y que se referían, 
entre otras cosas, a la aprobación de una amnistía general para todos aquellos sobre los que no recayera una acusación 
especial del Parlamento; al reconocimiento de la libertad a todos los cultos que no perturbaran la tranquilidad del reino; a 
la protección de la propiedad y al compromiso de resolver todas las quejas al respecto; y al pago de las obligaciones con 
los miembros del ejército. El texto completo de la Declaración se encuentra en la recopilación de Gardiner (1906: 465- 
466). 
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Finalmente, otros dos resultados importantes de la crisis revolucionaria fueron, por una parte, 
el desarrollo de una intensa antipatía hacia la conformación de ejércitos permanentes —que 
permanecerá por mucho tiempo— y, por la otra, el comienzo de una arraigada desconfianza frente 
al radicalismo político, tan profunda que, como ya señalábamos {supra p. [3]), se constituirá en uno de 
los elementos del carácter poMtico inglés^^^. 

3. La «Revolución Gloriosa» en la formación del constitucionalismo liberal 

MODERNO 

Al comienzo de una de las más célebres obras sobre la Revolución Gloriosa, su autor se 
pregunta «¿por qué los historiadores consideran importante la Revolución de 1688? ¿Merece, en 
realidad, el título de “gloriosa”, que fue durante mucho tiempo su epíteto distintivo?». La respuesta 
que él mismo ofrece comienza con una advertencia: «quizá hubiera sido más apropiado llamarla “la 
Revolución Sensata”, lo cual la distinguiría más claramente de otras revoluciones» (Trevelyan 1951: 
7). La sensatez de la revolución se halla no tanto en el mínimo de violencia que necesitó para triunfar, 
«sino en el medio para evitar toda violencia que el Ordenamiento de la Revolución (Kevolution 
Settkment) descubrió para las futuras generaciones inglesas» (Trevelyan 1951: 9). Precisamente, esa 
«sensatez» de la Revolución Gloriosa será determinante en su reconocimiento como uno de los 
momentos claves —y además primigenios— de la historia del constitucionalismo moderno^^®, no 
sólo en Inglaterra sino en el resto del mundo jurídico-político occidental (Varela, 1998: XVII; PraU, 
1985: 17). Por eso, en lo que sigue se pretende ofrecer un análisis de sus más importantes 
acontecimientos, debates y consecuencias 


*3'’ Una interesante síntesis sobre los obstáculos que ha enfrentado la implantación de un ejército permanente en 
Inglaterra es presentada por T. P. Taswell-Langmead (1905: 501-504). 

'37 En este punto vale la pena hacer referencia a un conjunto de doctrinas «anti-realistas» o «republicanas» que 
surgieron durante el intervalo de la República y el Protectorado. Entre los pensadores que desarrollaron estas tesis se 
encuentra James Harrington , autor de The commonwealth of Oceana (1656) (Harrington, 1992), texto calificado como 
utópico, si bien las fantasías aUí empleadas tenían más bien el propósito estratégico de eludir la censura, pues contiene 
amplias referencias históricas implícitas a acontecimientos y personas reales. Otros dos autores que se destacan, y que 
defendieron un republicanismo de carácter aristocrático, fueron John Milton y Algernon Sidney. De la extensa serie de 
escritos de Milton sobresale Areopagitica (1644) (Milton, 1918), que ha alcanzado gran celebridad como una de las 
defensas más elocuentes de la libertad de prensa en Inglaterra, mientras que la obra más conocida de Sidney es Discourses 
concerninggovernment (1680-1683) (Sidney, 1996), publicada en 1689 como respuesta al conocido libro de Sir Robert Filmer 
titulado Vatriarcha, or The naturalpower of kings (Hbro del que nos ocuparemos más adelante, infra p. [...]). 

*38 Véase, entre muchos otros, las afirmaciones de R. Pound (1964: 66), M. Fioravanti (2000: 33), C. Schmitt 
(2001: 308-309) y K. Loewenstein (1983: 103). 

*39 Entre los estudios sobre la Revolución Gloriosa desarrollados desde una perspectiva constitucional cabe 
destacar los de J. Carswell (1969), J. C. D. Clark (1986), T. Claydon (1996), B. Cottret (1988), E. Cruickshanks (1989), T. 
Harris (1993), J. I. Israel (1991), D. L. Jones (1988), J. R. Jones (1973), J. P. Kenyon (1977a), J. G. A. Pocock (1980) y L. 
G. Schwoerer (1992). 
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Antes de pasar a este análisis conviene resaltar los profundos vínculos que esa revolución tiene 
con los acontecimientos de principios y de mediados del siglo XVII. Desde un punto de vista 
jurídico-constitucional, tanto la guerra civil como la Revolución Gloriosa pueden explicarse por la 
oposición al establecimiento en Inglaterra de una monarquía absolutista de derecho divino en cabeza 
de los Estuardo. Esta oposición se erigió gracias a una compleja alianza que articulaba la tradición de 
la supremacía de la ley fundamental del reino —expresada normativamente a través del common law — 
con la defensa de la preeminencia institucional del Parlamento —donde estaban representados los 
más importantes intereses del país y donde el mismo rey tenía su lugar—. Ahora bien, mientras que 
la guerra civil desencadenó en los «cabezas redondas» puritanos una exacerbación de la pasión 
religiosa contra el anglicanismo oficial, que se unió con el militarismo —unión que derribó todos los 
Kmites constitucionales y que impuso una ruptura de la tradición institucional para establecer la 
República—, la Revolución Gloriosa, por su parte, no supuso una división del protestantismo inglés, 
sino más bien la consolidación del mismo contra la minoría católica de la corte. EUo permitió que se 
preservara la tradición constitucional de los equilibrios institucionales y de la supremacía de la ley y 
no se generaran rompimientos, todo lo cual se vio reforzado ahora con la idea del consentimiento 
como factor fundamental de legitimación del régimen poMtico (Trevelyan, 1951: 128). Precisamente, 
esta extraña mezcla de conservación e innovación confiere a la Revolución Gloriosa su carácter 
especial e incluso enigmático y parece afectar todos los aspectos de su desarrollo, incluidos los 
principios y las estmcturas constitucionales que de ella se derivan, tal como tendremos ocasión de 
ver. 

3.1. El acuerdo de la restauración bajo Carlos II 

Durante el periodo revolucionario de finales del siglo XVII comenzó la constmcción 
progresiva de la supremacía del Parlamento —más concretamente de la Cámara de los Comunes— 
en el sistema político inglés, supremacía que se consolidará definitivamente a mediados del siglo 
XVIII. En este orden de ideas, el retorno de un rey Estuardo al trono fue posible gracias a la 
invitación que el Parlamento le hizo a Carlos II para que regresara a Inglaterra, primero de manera 
implícita y después explícitamente con la aprobación de la Declaración de Breda. Por más que en los 
actos y documentos oficiales se anunciaba que Carlos II gobernaba desde la muerte de su padre (en 
1649), en el fondo se sabía que su legitimación no era solamente de carácter dinástico, sino que se 
sustentaba también en el acuerdo que se logró en el Parlamento de 1660. Este pasaría a ser conocido 
como el Parlamento-convención, por cuanto no fue convocado por el rey, sino que, por el contrario, 
fue él quien «convocó» al monarca. 

El fin del Protectorado puso a la clase dirigente inglesa, y en general a toda la sociedad, frente a 
un difícil düema. Por una parte, se necesitaba un poder ejecutivo fuerte que asegurara la expansión 
económica de Inglaterra, su hegemonía en los mares y una influencia determinante en Europa 
continental; en otras palabras, con todo lo paradójico que pueda resultar, se necesitaba continuar la 
obra de gobierno del vapuleado CromweU. Por otra parte, los logros del Parlamento Largo debían ser 
igualmente garantizados —otra paradoja que se suma a la anterior—, porque eran considerados 
como el mejor respaldo institucional de las tradicionales libertades inglesas. Ante semejante dilema 
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parecía que la única opción posible era la de reestablecer el equilibrio entre la corona y el Parlamento, 
opción que en efecto fue la que se tomó y que constituye una de las características del acuerdo u 
«ordenamiento» de la restauración. 

No obstante, la solución del equilibrio constituyó más bien un aplazamiento de la decisión 
entre el principio monárquico y el principio representativo, además de que no pudo lograr la 
estabilidad necesaria, por causa de la persistente desconfianza de los Comunes frente a la política 
interior y exterior del rey, que se manifestó concretamente en la moderación con que aprobaron los 
recursos para el funcionamiento del gobierno. Todo esto imprime un carácter provisional al acuerdo 
de la restauración, que demostrará ser un compromiso inestable y precario con el paso de los años, 
sobre todo ante el peligro del ascenso al trono del duque de York (hermano de Carlos II y futuro rey 
bajo el nombre de Jacobo II), un católico intransigente, aliado de la corona francesa. 

3.1.1. l^ibertadj persecución en las leyes de la restauraáón 

En el marco del acuerdo u ordenamiento de la restauración se promulgaron varias leyes que 
tuvieron profundas repercusiones en la política de la época y que se ubican en un lugar especial de la 
evolución del constitucionalismo inglés. De todas, la más conocida es el Habeas Corpus Act ác 1679'"^®, 
que desarrolló este célebre mecanismo de protección de la libertad individual y que constituye un 
hito dentro del desarrollo del derecho constitucional, entendido como control jurídico al ejercicio del 
poder político. Ahora bien, es un error suponer que el Habeas Copus Act introdujo un principio 
nuevo o concedió un nuevo derecho, puesto que para esa época el derecho a la libertad personal ya 
tenía una larga tradición en que sustentarse. Esta libertad era concebida como un precepto propio del 
common law y había sido objeto de una corta y sintética (casi implícita) declaración y definición en la 
Carta Magna y en algunas leyes posteriores, al disponerse que toda persona debía gozar de su libertad 
y sólo podía ser detenida bajo un cargo o condena criminal o por una deuda civib"^'. No obstante, 
algunos defectos de procedimiento causaron en varios casos grandes retrasos para obtener la orden. 
Además, los monarcas y sus consejeros (especialmente los fiscales de la corona e incluso algunos 
jueces) intentaron desconocer esta figura, con el argumento de que una orden especial del rey era en 


El título completo de esta ley es An actfor the hetter securing the liberty of the subject, and theprevención of imprisonment 
bejond the seas. Algunos extractos de esta ley son presentados más adelante (véase infra p. [...]). 

En efecto, a partir de algunas cláusulas de la Carta Magna (concretamente los artículos 36, 39 y 40) se 
estableció una suerte de regla jurisprudencial según la cual cualquier hombre libre que hubiere sido encarcelado o 
detenido tenía derecho a demandar ante el tribunal del Kin¿s Bench un mandato u orden (writ) de Hábeas Corpus, dirigido 
al carcelero, para que le presentara «el cuerpo» del prisionero, junto con la causa de la detención, para que ese tribunal 
pudiera decidir, de acuerdo con la naturaleza del cargo, si lo retem'a hasta el juicio, le otorgaba una fianza o lo liberaba. La 
orden de Hábeas Corpus no podía ser desatendida por el funcionario a quien estaba dirigida, pues se consideraba que el 
prisionero tema el derecho inmanente de ser llevado ante el tribunal. Además de la Carta Magna, conviene recordar 
también las cláusulas que fueron incluidas en el acto mediante el cual se abolió la Cámara Estrellada (véase supra n. 67), 
que, como se señaló, constituyen la primera regulación concreta de esa figura. 
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sí misma suficiente justificación para la detención de un súbditoTodo ello condujo a la conclusión 
de que era necesario regular con precisión esta figura, razón por la cual después de varios intentos se 
aprobó la mencionada ley'"^^. 

Por otra parte, durante este período el Parlamento aprobó también distintas leyes que 
menoscabaron los moderados avances logrados hasta el momento en materia de tolerancia religiosa y 
que estaban dirigidas especialmente a perseguir a los católicos y a los miembros de las tendencias 
«no-conformistas» del protestantismo en Inglaterra, esto es, las diversas iglesias y sectas que no 
aceptaban la unificación religiosa bajo la Iglesia oficial anglicana. La primera de estas medidas de 
persecución, expedida por el llamado «Parlamento Caballero» o «Parlamento Pensionado» fue la 
Corporation Act Á-Q. 1661^'^^, que imponía a todos los magistrados y los oficiales del reino una pmeba de 
lealtad de carácter religioso, que era reforzada con otra de carácter político. A esta ley siguió el 
Cniformity Act de 1662, mediante el cual se restableció la Iglesia Anglicana como Iglesia oficial y se 
impuso nuevamente el libro oficial de oraciones, lo que implicó el sometimiento de todos los 
disidentes, tanto los protestantes como los catóHcos''^'^. Como consecuencia de esta ley fueron 
expulsados de la Iglesia oficial cerca de dos mü ministros que posteriormente fueron reclutados por 
los protestantes no-conformistas''^^. 

A pesar de que en la Declaración de Breda se había reconocido el principio según el cual nadie 
podía ser cuestionado por diferencias religiosas que no llegasen a afectar la paz del reino, el ambiente 
de esos años parece mostrar que la mayor parte de la sociedad inglesa no estaba aún preparada para 


*'*2 Este fue precisamente el argumento utilÍ 2 ado por el «Gran Canciller» de Carlos II, Edward Hyde, conde de 
Clarendon, quien por orden del rey encarceló ilegalmente a varios opositores políticos de la corona en lugares distantes y 
desconocidos, situación que mostró a la opinión pública de la época la necesidad de establecer un proceso rápido y 
efectivo con el fin de proteger el derecho a la libertad personal. 

En este punto conviene indicar que antes de aprobar el Hábeas Corpus Act el Parlamento dictó otras leyes 
referentes a sus relaciones con la corona. Entre ellas se destacan \‘í Militia Act 1661, mediante la cual se puso el control 
del ejército nuevamente en manos del rey, al tiempo que se excluía de sus filas a los católicos (véase en Kenyon, 1966: 
374). También fue promulgada en 1664 una nueva Triennial Act, que confirmaba la de 1641 (véase supra p. [27]) en el 
sentido de imponer al rey la obligación de convocar un Parlamento mínimo cada tres años (véase en Kenyon, 1966: 382- 
383). 

La primera denominación se debe al hecho de que sus mayorías estaban conformadas por propietarios 
latifundistas miembros de la gentrj, cuyo talante conservador se constata por la defensa a ultran 2 a del anglicanismo, la 
aceptación de la teoría del derecho divino de los reyes y la negación de cualquier tipo de resistencia frente al monarca. Es 
por eso que se plantea que el arreglo de la restauración se produjo gracias al talante del Parlamento Caballero y a que sus 
intereses eran, en líneas generales, los mismos de Carlos II (Matteucci, 1998: 115; Trevelyan, 1951: 26). Por otra parte, la 
denominación «Parlamento Pensionado» se debió a su larga duración, desde mayo de 1661 hasta enero de 1679. 

''*5 Su nombre completo fue «Actforthe well-governing and regulating of corporations» (véase en Kenyon, 1966: 376-378). 

Véase en Kenyon, 1966: 378-382. 

Durante esos años otras leyes endurecieron las penas contra los cultos distintos al anglicano. Entre ellas se 
destacan el Conventick Act áe. 1664 y el llamado Five-Mik Act áe. 1665 {Taswell-Langmead, 1905: 496). 
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aceptar la tolerancia. Esto se confirma en definitiva con los Test Acts de 1673 y 1678, cuyo propósito 
era «prevenir los peligros que pueden proceder de los papistas recalcitrantes (popish recusants)» y que 
prohibían que los católicos fueran admitidos en el ejército, en el servicio civü y en la magistratura o 
accedieran al Parlamento. Su aprobación fue el producto de la reacción contra la Declaración de 
Indulgencia que, en 1672, había sido expedida por el rey y que atenuaba los efectos de las leyes 
contra los disidentes no-conformistas^'**. Los rígidos preceptos del Test Act^ de todas las demás leyes 
de persecución religiosa —que extendían sus prohibiciones a los protestantes disidentes y fueron 
reunidas bajo el llamado «Código de Clarendon»— no se quedaron en letra muerta: la persecución se 
hizo mucho más severa que en cualquier periodo de la República y tuvo consecuencias mucho más 
profundas que durante el reinado de Carlos 1. Por eso, se plantea que «lo que caracteriza la política de 
este período es su espíritu “anglicano”, en el que se concretaba el interés nacional inglés. Interés en el 
que podían coincidir el rey y el Parlamento» (Matteucci, 1998: 116). 

Ahora bien, lo que definitivamente prendió las alarmas del protestantismo inglés y permitió 
vislumbrar por primera vez una alianza de todas sus tendencias contra el enemigo común del 
catolicismo fue el descubrimiento, en 1673, del tratado secreto de Dover que, en 1670, habían 
firmado el rey, el duque de York y Luis XIV de Francia, con el objetivo de proveer a los dos 
primeros de los recursos militares y financieros suficientes para gobernar sin la intervención del 
Parlamento. Los miembros de esta institución vieron en el tratado un intento de organizar una 
conspiración contra la Iglesia nacional y las libertades civiles de los ingleses, si bien los términos 
precisos del mismo nunca fueron conocidos. De ahí en adelante habrá una continua actitud de 
sospecha frente al comportamiento de Carlos II, lo que explica la repentina formación de una 
oposición parlamentaria a la corona, a pesar de la lealtad mostrada en un comienzo. 

3.1.2. Lm «crisis de la exclusión» y el surgimiento de los partidos Whigj Toy 

Durante el Parlamento Caballero (1661-1679), Carlos II pudo ejercer tan ampliamente el poder 
que rayó en el despotismo. En este mismo periodo, la oposición se encontraba en una difícil 
situación, pues sus excesos en las críticas a la monarquía y en la denuncia de una conspiración papista 
generaron el rechazo generalizado de una cauta y temerosa opinión pública, que aún no olvidaba los 
desbordamientos de los «cabezas redondas» durante la guerra civü. Nuevamente los Estuardo 
estaban siendo seducidos por el absolutismo monárquico, para lo cual contaban con la ayuda de 
Francia y de una Iglesia ciegamente sometida a la corona. Así pues, sin ansiedad y tomando provecho 
de los acontecimientos a medida que ocurrían, el rey, con el apoyo fundamental del Parlamento 
CabaUero, obtuvo una autoridad que nunca tuvieron sus antecesores. 

No obstante, las condiciones cambiaron substancialmente en 1679, cuando las elecciones del 
Parlamento convocado para ese año cambiaron su composición. Ello ocurrió en medio de un 
ambiente enrarecido por la amenaza insistente de una supuesta conspiración papista, lo que mostró 


Al parecer la Declaración de Indulgencia iba más allá al perseguir el restablecimiento de la religión católica 
romana, de la que era practicante el duque de York, sucesor del rey Carlos II. 
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que las políticas a favor del catolicismo habían hecho mella en el respaldo que hasta entonces había 
disfmtado el rey. Finalizaba así el Parlamento Caballero, para dar paso al dominio parlamentario de la 
oposición, que también triunfaría en las elecciones de 1680 y 1681. En estas circunstancias se 
presentará el segundo gran conflicto constitucional del siglo XVII, ahora planteado en torno al 
proyecto de ley de exclusión (Exclusión Bill), mediante el cual se buscaba impedir que el católico y 
autoritario duque de York llegara al trono Como en el debate anterior a la guerra civil, en torno a 
este conflicto se enfrentaron los propósitos absolutistas de los Estuardo, basados en la teoría del 
derecho divino de los reyes, contra los intentos del Parlamento por lograr una supremacía tal que le 
permitiera definir la sucesión al trono y excluir al heredero oficial. Ambos extremos de este nuevo 
conflicto suponían un quebrantamiento de las costumbres constitucionales recogidas en la Ancient 
Constitution. Los enfrentamientos en torno a la exclusión del duque de York condujeron a que los tres 
Parlamentos convocados entre 1679 y 1681 fueran disueltos por el rey pocas semanas después de su 
reunión, ganerándose una situación aún más tensa, en la que las partes del conflicto constitucional se 
distanciaron cada vez más. 

En este punto es necesario resaltar que en 1679 durante la intensa agitación política causada 
alrededor del Exclusión Bill se empezaron a utüizar los nombres de Whig y Tory para designar a los dos 
grandes partidos políticos de la época^^®, cuyo origen se puede rastrear hasta los años de la división 
del partido constitucional entre los «cabezas redondas» y los «caballeros constitucionales», durante los 
debates de la Gran Amonestación en 1641 (gupra p. 32)^^'. Los dos partidos estaban divididos no 
meramente por su posición frente al poder real, sino de una manera aún más fundamental por 
cuestiones religiosas (Trevelyan, 1951: 25): por una parte, los Tories eran anglicanos entusiastas que 
querían someter a los disidentes protestantes y a los católicos con la aplicación del Código de 


Dos preocupaciones tenían los promotores del Exclusión Bill frente al duque de York: en primer lugar , la 
religión que profesaba, pues se había convertido al catolicismo en 1672 y al año siguiente se había casado con una 
princesa católica; en segundo lugar, su concepción autoritaria del ejercicio del poder, que puso en evidencia después de 
que logró recuperar para Inglaterra la colonia holandesa de Nueva Ámsterdam al triunfar en la segunda guerra contra 
Holanda (1665-1667) (colonia que en su honor fue rebautizada con el nombre de Nueva York) y de que fue nombrado 
gobernador de la misma, donde pudo llevar a la práctica la forma autoritaria como concebía el ejercicio del poder, dado 
que no hizo nada para convocar algún tipo de asamblea de representación política según el modelo de la mayoría de las 
demás colonias. (Lessay, 1991: 6-7; Ogg, 1984: 54). 

*50 Conviene poner de presente, como lo hacen J. R. Jones (1985: 64), C. B. R. Kent (1908: 32), T. Harris (1993: 
167) y D. L. Smith (1999: 157), que estos «grandes partidos políticos» no son aún organizaciones de masas con un amplio 
numero de miembros, sino más bien grupos parlamentarios que se diferenciaban entre sí por su posición frente a 
problemas políticos concretos y no por grandes principios recogidos en sus plataformas ideológicas. Constituyen, por 
ende, un antecedente histórico de las grandes organizaciones partidistas que surgirán a partir del siglo XIX. 

*5* No deja de ser curioso que estos dos nombres tengan origen escocés e irlandés (Kent, 1908: 29; Taswell- 
Langmead, 1905: 497). El término Whigs fue empleado para referirse a los fanáticos presbiterianos de Escocia y luego a 
los políticos ingleses que estaban dispuestos a oponerse al trono y a tratar a los protestantes no-conformistas con 
indulgencia, mientras que la expresión Tories, con la que al principio se hacía referencia a los papistas ilegales que se 
refugiaron en los pantanos de Irlanda, fue utilizada posteriormente para referirse a los ingleses que se negaban a actuar 
para excluir a un príncipe católico del trono. 


62 



Clarendon, imponiendo de esta forma el angücanismo en toda Inglaterra; por otra parte, los Whigs 
eran una compleja combinación de latitudinarios pertenecientes al bajo clero con disidentes puritanos 
que defendían a los no-conformistas contra la persecución anglicana. Ahora bien, aunque ambos 
partidos estaban contra el restablecimiento del catolicismo en Inglaterra, en la resistencia a este 
proyecto los Whigs tenían mayores ventajas, no sólo por su radicalismo sino también porque la 
oposición al catolicismo generaba una unión del protestantismo que hacía olvidar a los miembros de 
la Iglesia oficial su miedo inicial a los puritanos disidentes. 

A pesar de que los dos partidos estaban de acuerdo en mantener la estructura gubernamental 
tradicional (constituida por el Rey, los Lores y los Comunes) y en conservar así la ancient constitution y 
sus instituciones fundamentales —cuestión que no era de poca monta—, existía, sin embargo, una 
diferencia poMtica irreconciliable y profunda que los separaba: mientras que los Tories exaltaban la 
corona y consideraban que el bien público sólo podía ser asegurado mediante el fortalecimiento de la 
prerrogativa real, los Whigs enaltecían la figura del pueblo (aunque de manera mucho más moderada 
que los Niveladores) y consideraban que su bienestar era el objetivo esencial de todos los gobiernos. 
Desde una perspectiva eminentemente constitucional, la diferencia primordial entre los dos partidos 
consistía en que para un Tory la Constitución era un punto definido más allá del cual no era posible 
desviarse, mientras que un Whig consideraba que todas las formas de gobierno estaban subordinadas 
al bien público y, por ende, eran reformables cuando dejaban de promover ese objetivo (HaUam, 
1912: III, 198). A partir de estos principios, el Whig tenía una tendencia instintiva hacia el cambio 
poMtico, mientras que el Tory tenía una aversión al mismo. 

De esta manera, más allá del denominador común del mantenimiento de la tradicional 
Constitución inglesa, hay una profunda separación entre los Whigs y los Tories, pues mientras aquellos 
se preocupan por los privilegios del individuo, éstos lo hacen por la prerrogativa de la corona. Para 
las circunstancias inglesas de esa época, ello significaba que los Tories se inclinaban a establecer el 
despotismo, al tiempo que los Whigs tendían a subvertir la monarquía. Igualmente, implicaba que los 
primeros fueran generalmente hostiles a la libertad de prensa y a la libertad religiosa, mientras que los 
segundos eran partidarios de ellas. Por consiguiente, el principio Whig era el progreso (el cambio) y el 
Toy la. conservación (Hallam, ibídem). 

Pues bien, luego de que los Whigs llegaron a ser mayoría en el Parlamento en 1679, hicieron 
saber que no seguirían con la poMtica complaciente que los Tories habían mostrado frente a Carlos II 
y su hermano, el duque de York. Su posición los llevó a forzar hasta el límite los equiübrios 
tradicionales retomados por el ordenamiento de la Restauración. Fue así como las mayorías Whig en 
los Comunes llevaron a cabo diversas intervenciones en el ámbito de la administración del reino e 
incluso en la función judicial. Como si fuera poco, los principales Mderes del partido no sólo 
impulsaron el Tixclusion Bill, sino que plantearon también la posibiMdad de que uno de sus miembros, 
el duque de Monmouth, hijo extramatrimonial del rey, ocupara el trono en lugar del duque de York. 
El enfrentamiento hizo que cundiera el temor a los desórdenes y la violencia y permitió que se 
produjera un nuevo giro de la opinión a favor de la corona. En estas condiciones, en 1681, Carlos II 
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resolvió disolver el último de los Parlamentos de su gobierno, el denominado «Parlamento de 
Oxford», tan sólo una semana después de su primera sesión. 

La radicaüzación política de la época no operó solamente en el campo de los Whigs. La fuerte 
rivalidad entre los dos partidos se recmdeció también por la posición asumida por los Tories, quienes, 
en su delirio contra los no-conformistas, adoptaron como preceptos de la iglesia anglicana y como 
postulados de su partido la teoría del derecho divino de los reyes, la tesis del carácter sagrado de la 
sucesión dinástica y la doctrina de la obediencia pasiva y la no resistencia. Esto explica la 
recuperación y la publicación, en 1680, de un olvidado libro de Robert Fümer, titulado Patriarcha, or 
The naturalpower of kings, en el cual se hace una defensa pertinaz del carácter divino de la legitimación 
monárquica (véase infra p. [...]). También permite entender que la Universidad de Oxford haya 
divulgado, en julio de 1683, una proclamación según la cual frente al rey «la sumisión y la obediencia 
deben ser claras, absolutas y sin excepción alguna en cualquier estado u situación del hombre»^®^. Lo 
cierto es que desde 1680 hasta 1685, los Tories dejaron de ser un partido parlamentario para 
convertirse en un partido cortesano (Trevelyan, 1951: 30-31). Su posición permitió que Jacobo 11, un 
católico declarado, llegara al trono, situación que para muchos implicaba poner en peligro no sólo la 
continuidad de la Reforma sino incluso la autonomía de Inglaterra frente a la hegemonía francesa en 
Europa'^^. 

Después de la disolución del último Parlamento de Carlos 11, el conflicto, que hasta ese 
momento se había mantenido con muchas dificultades en un marco jurídico-constitucional, tenderá a 
desbordarse y a tomar un tinte político-revolucionario. A las tesis pregonadas por los defensores del 
absolutismo monárquico en cabeza de los Estuardo se opusieron en forma virulenta los miembros 
del partido Whig, al tiempo que advertían sobre una inminente conspiración papista e insistían en el 
proyecto de exclusión. Los Whigs optaron incluso por las vías de hecho, si bien no lograron su 
cometido, pues la Conspiración de Rye House de junio de 1683, en la que se pretendía asesinar a 
Carlos 11 y a su hermano, fue develada. EUo condujo a que algunos líderes de este partido fueran 
condenados a muerte, mientras que su principal dirigente, Anthony Ashley Cooper, conde de 
Shaftesbury, se vio obligado a tomar el camino del exilio a Holanda, junto con John Loche (1632- 
1704), otro de los protagonistas principales de los sucesos de estos años, especialmente en lo que 
tiene que ver con el debate constitucional. A la postre, toda forma de oposición a la monarquía y al 
partido Tory fue perseguida y sometida y se desencadenó una radical censura contra la prensa. 
Además, la conspiración produjo un rechazo generalizado, que tenía sus raíces en la evocación de los 
sucesos de la guerra civil, de tal manera que, al morir Carlos 11, el ascenso de Jacobo 11 no tuvo 
ningún obstáculo. 


'52 Extractos de esta proclamación titulada The judgement and decree of the University of Oxford, pueden ser 
consultados en la recopilación de J. P. Kenyon (1966: 471-474). 

*55 Un análisis de la Revolución Gloriosa en su contexto europeo es llevado a cabo por J. Carswell (1969), W. 
Troost (1991) y D. W. Jones (1991). 
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3.2. De la crisis a la revolución 

Cuando Jacobo II ascendió al trono, en 1685, no exteriorizó su doble propósito de imponer 
una monarquía absoluta y de restaurar el catolicismo, puesto que la estrategia era lograrlo de manera 
paulatina, contando hasta donde fuera posible con el apoyo de la Iglesia oficial y de los Tories. No 
obstante, con el paso del tiempo, el rey constatará que no contaba con el respaldo necesario para 
desarrollar su programa y terminará enfrentándose incluso con sus antiguos aliados. 

El bando monárquico asumió la soberbia y el extremismo que habían caracterizado las 
relaciones entre los Whigs y los Tories. El surgimiento y fortalecimiento de este enemigo común logró 
lo que hasta entonces parecía imposible: la alianza de los dos partidos para defender sus intereses 
políticos y económicos comunes, lo que implicaba oponerse tanto a los designios absolutistas de 
Jacobo II como a la supresión de la Iglesia oficial, dos amenazas que ponían en riesgo la autonomía 
misma de la nación inglesa. 

3.2.1. Entusiasmo, desencanto y resistencia bajo Jacobo II 

Los primeros meses del reinado de Jacobo II se caracterizaron por un entusiasmo generalizado 
frente al nuevo rey, lo que le hizo suponer que sus proyectos se materiaüzarian fácilmente. En efecto, 
varios factores favorecían inicialmente la posición de Jacobo. Sin embargo, bien pronto la situación 
empezó a cambiar. 

Después de la disolución del último Parlamento de Carlos II, éste se negó a expedir los 
correspondientes escritos de convocatoria (yrits) de nuevas elecciones, a pesar de que ello 
contrariaba en forma evidente la ley que establecía que no debía haber un intervalo mayor de tres 
años entre la disolución de un Parlamento y la convocatoria del siguiente. Carlos tomó esta decisión, 
aunque una convocatoria no habría implicado mayores riesgos para la causa monárquica, pues, a 
partir de 1683, en buena parte de las corporaciones municipales, incluida Londres, y de las cortes de 
condado —ambos órganos encargados de la elección de los Comunes—prácticamente se había 
eliminado toda expresión de oposición al rey, con lo cual se convertían en instmmentos de la corona. 
EUo habría permitido que, en una eventual convocatoria y elección, la mayoría de los miembros de la 
Cámara de los Comunes fueran adeptos al partido monárquico. 

De otra parte, Jacobo II contaba con los recursos que le enviaba Luis XIV de Francia y con el 
pago permanente de los derechos de aduana {customs dudes) que habían sido otorgados exclusivamente 
a Carlos II, razón por la cual su mantenimiento era ilegal. Por lo tanto, en un principio, Jacobo II no 
consideró necesario convocar un Parlamento, a pesar de las solicitudes que le fueron formuladas en 
este sentido, incluso por algunos líderes Tories, y a pesar de que la tradición preveía la convocatoria 
después del ascenso al trono de un nuevo monarca. Finalmente, a regañadientes, el rey cedió al 
consejo de sus ministros y convocó un Parlamento que se reunió en mayo de 1685 y que se 
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caracterizó en sus inicios por su acentuado monarquismo^^'^. Parecía así que ni los privilegios del 
Parlamento se atravesarían en los designios del rey, quien adquirió la confianza suficiente para 
imponer gradualmente en los más importantes cargos civiles y militares a católicos practicantes. Por 
esta razón, algunos Tories fieles a la Iglesia nacional procedieron a promover en la Cámara de los 
Comunes varios debates en contra de la intención manifiesta del rey de mantener a su servicio a esos 
oficiales católicos, propósito que contrariaba las disposiciones del Tesf Act. Para evitar cualquier 
riesgo, después de una segunda sesión en noviembre, Jacobo II impidió que el Parlamento se 
reuniera de nuevo a través del expediente de la prórroga continua de la suspensión de las sesiones, 
hasta que oficialmente lo disolvió en 1687. 

A todo lo anterior se sumó la contundente derrota sufrida por la llamada «insurrección de 
Monmouth» o «rebelión del oeste», que había sido apoyada por los miembros más radicales de la 
oposición Whig. El «Rey Monmouth» había desembarcado en Inglaterra, en junio de 1685, con un 
ejército de unos seis mil puritanos mal armados y desorganizados, esperando —infmctuosamente— 
que el Parlamento lo respaldara. Monmouth fue enjuiciado y ejecutado. Luego de ello se produjo una 
radicalización de la persecución política y religiosa, que ocasionó un sinnúmero de ejecuciones de 
disidentes y no-conformistas. Además, la rebelión ofreció al rey el pretexto necesario para 
incrementar el número de soldados de seis mil a treinta mü, la mayoría de los cuales fueron puestos 
bajo el mando de oficiales católicos, y para llevar a cabo una depuración en la judicatura de todo 
elemento que se opusiera a una interpretación amplia de los alcances de la prerrogativa regia. De 
suerte que con un gmpo de jueces listos a seguir sus órdenes, con un ejército presto a respaldarlas, 
con todos los pretendientes al trono muertos o en el extranjero y con una oposición profundamente 
diezmada, parecía ser cuestión de tiempo la materialización de los designios despóticos del último de 
los Estuardo. 

No obstante, los excesos de la reacción contra la Rebelión del Oeste hicieron que el malestar 
que ya existía en cierto sector de la opinión frente a la política eclesiástica y el autoritarismo regio se 
ampliara cada vez más. El rey siguió alimentando ese malestar, al utilizar vigorosa y sistemáticamente 
la prerrogativa de dispensar el cumplimiento de las leyes, que los tribunales le habían reconocido 
formalmente, con el propósito de continuar con la inserción de católicos en el gobierno e incluso en 
la Iglesia nacional. También Uegó al punto de restablecer por decreto real la antigua Alta Comisión, 
que había sido abolida por las leyes del Parlamento Largo en 1641, ahora bajo el nombre de «Corte 


*5'* Los debates y proyectos aprobados por esta asamblea permiten constatar que la reforma de las corporaciones 
municipales y los tribunales de condado había surtido sus efectos: se rechazó una resolución que cuestionaba al rey por su 
intromisión en las elecciones; se aprobó la creación o la suspensión de normas penales, dependiendo de si favorecían o 
no los intereses del gobierno, y, sobre todo, se otorgó un subsidio permanente y vitalicio al tesoro de la corona, gracias al 
cual el rey ya no dependería de la aprobación del Parlamento para disponer de recursos suficientes. Respecto a esto 
último es importante indicar que la Revolución Gloriosa puso punto final al otorgamiento de subsidios vitalicios a favor 
del rey, imponiendo así la necesidad de que todos los años el Parlamento aprobara los recursos suficientes para su 
sostenimiento. Esto, además de otros factores, garantizó la convocatoria de esa institución y, por lo menos, una apertura 
anual de sesiones. 
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de Comisionados para las Causas Eclesiásticas» {Court of Commüsioners for Eccleciastical Causes 
(Holdsworth, 1903: VI, 112-118). El ambiente poMtico de esos días comenzó a llenarse de mmores 
sobre la manera contundente y violenta como Jacobo II restauraría el catolicismo si no contaba con 
el asentimiento del Parlamento, situación que empezó a erosionar gradualmente el apoyo Tory a la 
Corona. La amenaza del catolicismo apareció más clara luego de que, en octubre de 1685, Luis XIV 
revocó el Edicto de Nantes y reinició la persecución contra los hugonotes franceses, cercanos a los 
puritanos ingleses. 

El temor al desplome de la Iglesia nacional angHcana y al establecimiento de un ejército 
permanente, proyectos que al finalizar 1685 se habían hecho explícitos, explican en lo principal el 
rompimiento que se produjo en esos días entre el Parlamento de mayoría Tory y la Corona. El Rey 
había solicitado la aprobación de recursos suficientes para el mantenimiento de su gran ejército, 
comandado por oficiales católicos. También había pedido la revocatoria del Test Act^ para permitir 
que los católicos siguieran en sus cargos. La Cámara de los Comunes, donde los mencionados 
temores estaban haciendo profunda mella, no quiso seguir esta vez las instmcciones de Jacobo II: 
negó la revocatoria y respondió que dada la aniquilación de la rebelión de Monmouth podía 
licenciarse buena parte de las tropas y a los oficiales católicos que habían colaborado en tal empresa. 
La airada reacción del rey ante esta posición de la mayoría de los Comunes demuestra que percibió 
que su plan inicial se estaba desmoronando y que era necesario asumir una actitud más categórica. 
«La negativa del Parlamento tory a revocar la Ley de Pruebas (Test Aci), que excluía de los cargos 
públicos a los católicos romanos, fue el verdadero comienzo de los acontecimientos que 
desembocaron en la Revolución» (Trevelyan, 1951: 47). Precisamente, el primero de esos sucesos fue 
la suspensión de las sesiones de aquel Parlamento, el de talante más realista durante el período de los 
Estuardo. 

El último rey Estuardo dedujo entonces que era necesario superar el control parlamentario 
basado en la constitución inglesa tradicional —ya para entonces había sido reducido a sus mínimos el 
control judicial, a través de la depuración de la judicatura— que, a su juicio, no era sino uno de los 
absurdos escollos medievales que se oponían al ejercicio eficaz del gobierno que era exigido por la 
situación interna y por el contexto europeo (Coward, 1994). En últimas, se trata del dilema, propio 
de esta época, entre, por una parte, el mantenimiento de las estructuras políticas feudales que estaban 
haciendo crisis y, por la otra, el establecimiento de monarquías de carácter absolutista que estaban 
mostrando su eficiencia en la práctica (como en Francia)disyuntiva que se encuentra en la base 
del surgimiento del Estado-nación moderno y frente al cual el constitucionalismo liberal empezó a 
surgir como alternativa adicional. 

Jacobo II comenzó a llevar a cabo su nueva política durante los primeros meses de 1686, 
ordenando la salida de la Corte de los principales Mderes Tories. El punto culminante de este proceso 
se dio en abrñ de 1687, cuando el rey hizo publicar su célebre Declaración de Indulgencia, en la que 


Para un análisis del contexto del absolutismo europeo durante el siglo XVII, véase los estudios presentados 
en la obra editada por J. Miller (1990). 
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afirmaba que «era su real voluntad que de ahora en adelante la ejecución de todas la leyes penales 
sobre asuntos eclesiásticos, (...) o relacionadas de cualquier forma con el ejercicio de la fe, será 
inmediatamente suspendida»^^'^. El objetivo de esta declaración fue obtener el apoyo de los 
protestantes no-conformistas para su propósito de alcanzar el poder absoluto, respaldo que debía 
sumarse al que ya recibía de los católicos, que desde su ascenso al trono habían podido disfrutar de 
tolerancia religiosa y libertad civil, aunque sin reconocimiento oficial. No obstante, la mayoría de los 
no-conformistas desconfiaron de las ofertas del rey y, contra sus propios intereses inmediatos, se 
unieron a la Iglesia establecida para oponerse a una medida que consideraban que tenía como fin 
último la restauración del catolicismo. 

El abismo que ya existía entre Jacobo II y los Tories se profundizó todavía más, cuando aquel, 
siguiendo el ejemplo de su hermano, procedió a una nueva depuración de las corporaciones 
municipales y de las cortes de condado, pero esta vez para poner allí a varios católicos y a algunos 
puritanos que habían cedido a las tentaciones de la Declaración de Indulgencia. Con ello buscaba 
expulsar de esas corporaciones a sus antiguos aliados anglicanos, con los cuales ya no podía contar el 
proyecto del absolutismo monárquico y católico. En este caso, el partido Toiy, que se había 
beneficiado con la primera purga, razón por la cual en aquella ocasión celebró la extensión de la 
prerrogativa regia, tuvo que reconsiderar su posición del pasado, pues la depuración del momento 
afectaba su participación en una eventual reunión del Parlamento 

Lo que primero fueron mmores se transformó con el paso de las semanas en la certeza de la 
reinstauración de una iglesia extranjera impulsada desde la corona. Esta es la principal razón de la 
exacerbación de un nacionalismo que permitió la articulación de los intereses dominantes en la 
sociedad inglesa de aquellos años, personificados en los líderes de los partidos Wb¿g y Toty. A pesar 
de ello, el rey no flexibüizó su posición y siguió haciendo un uso amplio de su prerrogativa para 
ubicar en todos los niveles del gobierno y del ejército a católicos y puritanos que accedieron a la 
tolerancia que se les ofreció. Tampoco quiso convocar un Parlamento, pues era consciente de los 
riesgos de no alcanzar una mayoría que le permitiera legalizar las medidas que había tomado 
mediante decreto real. Los dos pilares centrales de la identidad nacional inglesa —la Iglesia y el 
Parlamento— estaban siendo afectados por el absolutismo y el catolicismo que pretendía implantar 


El texto completo de la Declaración se encuentra en la recopilación de J. P. Kenyon (1966: 410-413). 

La reunión del Parlamento nunca se Uevó a cabo, pues aunque en las corporaciones municipales el rey 
encontró el respaldo de suficientes puritanos para llenar las vacantes dejadas por la expulsión de los Tories, en los 
tribunales de condado de las zonas mrales no tuvo la misma suerte. Fue en esos lugares donde comenzó a gestarse la 
unión entre los caballeros Tories y los propietarios ]VM¿s. El poder local de los condados, e incluso el de algunas ciudades, 
logró resistir la arremetida del absolutismo monárquico centralista, lo que permite afirmar que la Revolución Gloriosa 
constituyó también una sublevación de los poderes locales contra el poder central (centralismo, absolutismo y catolicismo 
fueron vistos como los componentes de una misma empresa), que se extenderá prácticamente durante todo el siglo 
XVIII y se caracterizará por una nada desdeñable autonomía política de los municipios y los condados frente al gobierno 
central de Londres (Cruickshanks, 1989b: 28-43; Pereira Menaut, 1992: 109; Trevelyan, 1951: 66). 
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Jacobo II, y eUo ponía en riesgo los más notables e influyentes intereses políticos, económicos y 
religiosos del país. 

Sin embargo, todavía faltaban los sucesos que avivarán los sentimientos y precipitarán la 
rebelión. En primer lugar, en junio de 1688, se anunció la noticia del nacimiento de un hijo del Rey 
con su segunda esposa, la católica María de Módena. Hasta ese momento, algunos líderes Toms 
conservaban la esperanza de que Jacobo II pudiera ser sucedido por una de sus hijas protestantes 
(María o Ana), nacidas de su primer matrimonio. Sin embargo, con el nacimiento de un hijo varón'^*, 
que seguramente iba a continuar con el proyecto de restauración del catolicismo y de implantación de 
una monarquía absolutista, esa esperanza desapareció. 

Por otra parte, a principios de 1688, se hizo una segunda publicación de la Declaración de 
Indulgencia, que fue complementada con una orden del Consejo Privado que disponía que la 
Declaración debía ser distribuida por los obispos para que fuera leída en todas las iglesias. En una 
primera reacción, la gran mayoría del clero se negó a obedecer la orden. Al mismo tiempo, el 
arzobispo de Canterbury, WilHam Sancroft, y otros seis prelados consideraron que la misma era 
contraria al derecho y le solicitaron al rey que no se obligara al clero a leerla. La petición fue acusada 
de ser un libelo sedicioso y los siete obispos fueron enviados a prisión y llevados a juicio ante el 
tribunal del King’s Bench. En medio de una generalizada exaltación, el 30 de julio de 1688, el jurado 
profirió un veredicto de absolución, el cual se constituyó en la primera de las derrotas sufridas por 
Jacobo II que concluirán con la Revolución (Macaulay, 1931: II, 391-393). 

El día en que fue emitido el veredicto de «no culpabilidad» en el caso de los siete obispos, se 
produjo otro de los acontecimientos centrales en el desencadenamiento de la Revolución Gloriosa: la 
invitación dirigida a Guillermo, príncipe de Orange y estatúder de Holanda, para que se trasladara 
con un ejército a Inglaterra, que sirviera de respaldo a una rebelión contra Jacobo II. Entre los siete 
firmantes de la invitación se encontraban algunos prestantes líderes de los Tories y de los Whigs. Al 
enterarse de semejante invitación y ante los preparativos de las tropas y de la armada holandesa, 
Jacobo II intentó calmar los ánimos con algunas medidas desesperadas, tales como la abolición de la 
Corte de Comisionados para Causas Eclesiásticas, la reintegración de los profesores expulsados de la 
universidades y el restablecimiento de los privilegios de las ciudades. Pero parecía ser demasiado 
tarde para que los líderes políticos y la opinión volvieran a confiar en él. Luis XIV anunció 
solemnemente que estaba unido en estrecha amistad y alianza a su majestad inglesa y que cualquier 
ataque contra Inglaterra sería considerado una declaración de guerra contra Francia. Sin embargo, 
Jacobo, buscando desagraviarse con sus súbditos, negó formalmente la existencia de tal alianza, 
razón por la cual Luis XIV, indignado, retiró sus tropas de Holanda y las envió a Alemania^^^, 


*58 El hijo, que sería conocido como «Jacobo III» o «el viejo pretendiente», intentó varias veces, infructuosamente, 
recuperar por las armas el trono inglés, para lo cual contó con el apoyo de Francia. Lo mismo hizo su propio hijo, Carlos 
Eduardo, con igual resultado adverso. 

*55 Algunos expresan que la reacción de Luis XIV se basó también en la suposición de que si Guillermo llegaba a 
Inglaterra se desencadenaría una larga y ementa guerra civil que facilitaría la dominación francesa de Europa. Con lo que 
no contaba el rey francés era con la solidez del acuerdo que respaldó el llamado y posterior arribo de Guillermo a 
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removiendo así el más importante obstáculo para que Guillermo iniciara su expedición hacia 
Inglaterra. 

3.2.2. Lm segunda revoluáón del siglo XVllj el Bill ofRights 

La decisión de invitar a Guillermo fue el resultado de una serie de conferencias secretas, en las 
que se planteó, inicialmente, que las medidas tomadas por el rey y sus asesores debían ser enfrentadas 
a través de una «resistencia constitucional». Con todo, a mediados de 1688 buena parte de la 
dirigencia política no veía ya otro camino que el de la rebelión armada, posición con la que coincidía 
una significativa mayoría de las clases medias y populares de la sociedad inglesa de aquellos años''’®. 
Ahora bien, este proyecto tenía dos grandes obstáculos por vencer: la existencia de un ejército 
regular bajo el mando de Jacobo II y la ausencia de un Parlamento reunido que permitiera centralizar 
y dirigir las acciones políticas y militares''". Bajo estas circunstancias, no parecía que quedara más 
alternativa que llamar al príncipe protestante holandés, que estaba casado con la hija de Jacobo II, 
María, y quien, por una parte, se inclinaba a la tolerancia religiosa (lo cual gustaba a los Whigs) y, por 
la otra, representaba al partido antirrepublicano en su país y defendía una fuerte prerrogativa regia, 
aunque limitada por ley (lo cual gustaba a los Tories). 

Al responder a la invitación mediante su declaración del 30 de septiembre, Guillermo puso de 
presente la idea que sirvió de eje articulador de los disímiles intereses que se enfrentaban a Jacobo II: 
«el mejor y definitivo remedio para todos los males es la convocatoria de un Parlamento, para 
asegurar a la nación contra las odiosas prácticas de los malos consejeros»''’^. Lo fundamental era 
entonces reunir un Parlamento libremente elegido, que se encargara de resolver las cuestiones 
pendientes, en especial si Jacobo II debía o no permanecer en el trono. Por lo tanto, en ese momento 
no era conveniente adelantarse a plantear algún tipo de solución, pues ello hubiera generado 
profundas divisiones en la oposición antimonárquica. 

En el entretanto, el rey, presionado por los acontecimientos, ya había realizado algunas 
concesiones. Pero ellas no supusieron un cambio en sus concepciones sobre el ejercicio del gobierno, 
como se concluye del hecho de que continuara haciendo uso de la prerrogativa regia para suspender 


Inglaterra. Tampoco contó con el hecho de que lo que se esperaba Iba a ser una prolongada y sangrienta guerra no sena 
más que un conato de enfrentamiento que no costó tantas vidas y recursos como se creía. Ésta es, como se sabe, una de 
las razones por las que a esta revolución se le denominó «Gloriosa» (Rule, 1992). 

A pesar de esta coincidencia de opiniones, no es posible ver en la Revolución Gloriosa un movimiento 
democrático que haya surgido de las clases populares inglesas. Por el contrario, los grandes beneficiados, desde un punto 
de vista socio-económico, fueron los propietarios de la parte más alta de la clase media (en especial los de la gentry\ véase 
supra n. 43), que además consolidaron su relevancia política (Aylmer, 1963: 223-224). 

En este punto se advierten las diferencias entre la situación de 1688 y los acontecimientos de la guerra civil de 
1642. A ellas habría que agregar que a finales del siglo XVII la cuestión religiosa generó una mayor radicalización de las 
partes, dado el proyecto de restauración católica. 

Citado por T. P. TasweU-Langmead (1905: 507). 
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la aplicación de la ley y del mantenimiento en sus cargos de los católicos que había nombrado 
violando el Test Act. En realidad, el absolutismo monárquico de derecho divino nunca dejó de ser el 
modelo ideal de gobierno para Jacobo II, lo cual explica en lo esencial su persistente negativa a llegar 
a un acuerdo. Ahora bien, es importante resaltar que, aunque las concesiones no lograron apaciguar a 
la oposición, sí generaron preocupación entre los monárquicos en el sentido de que el rey estuviese 
cediendo a la presión. Varios de ellos llegaron incluso a presentir una rendición, lo que Uevó a una 
dispersión del respaldo político obtenido por el rey y a que éste no contara ya con un partido o 
cualquier otro tipo de organización que lo apoyara en caso de una confrontación político-militar. 

El 5 de noviembre de 1688, Guillermo arribó a Inglaterra y empezó a recibir el apoyo de los 
Kderes Whigs, con el que ya contaba, y el de varios líderes Tories de los que no esperaba recibir 
respaldo. Mientras tanto, Jacobo II se negaba a convocar un Parlamento —lo que le hubiera 
generado un acercamiento con los Tories — hasta tanto Guillermo y sus tropas no salieran de 
Inglaterra. Tampoco se decidía a enfrentarlo militarmente, pues dudaba de la fidelidad de algunos 
oficiales y de la tropa. Finalmente, cuando se resolvió a dejar Londres para iniciar el ataque no tuvo 
más opción que ordenar la retirada, sin haber afrontado batalla alguna, pues se encontró con un 
ejército desmoralizado y con oficiales no confiables. 

En ese momento, todo indicaba que se iba a producir una nueva guerra civil, resultado que 
quería evitarse a toda costa en vista de la experiencia de 1642. En estas circunstancias, Jacobo II 
intentó escapar a Francia el 12 de diciembre, confiado en que la anarquía que se desencadenaría con 
su huida y la ayuda militar francesa le permitirían regresar victorioso. Sin embargo, la huida del rey 
fracasó, pues su barco fue capturado. El regreso de Jacobo generó esperanzas en los sectores más 
conservadores de la sociedad acerca de que esta vez el rey podría ceder y aceptar gobernar según la 
constitución y las leyes. Al mismo tiempo, su retorno amenazaba los planes de Guillermo y los Whigs, 
quienes avizoraban que la huida del rey dejaba abierto el camino al trono. Por este motivo, el 
príncipe de Orange ordenó que se hicieran preparativos para facilitar un segundo intento de escape, 
el que en efecto se produjo el 22 de diciembre. 

La ausencia del rey planteaba el inminente riesgo de que se desatara la anarquía generalizada y 
comenzara una nueva guerra civil. Además, en Escocia ya se había desencadenado el conflicto 
interno, e Irlanda y Francia estaban listas para convertirse en los bastiones del partido jacobita. Ante 
semejantes amenazas se improvisó en Londres una asamblea compuesta por cerca de setenta Lores 
espirituales y temporales, por varias personas que habían sido miembros de la Cámara de los 
Comunes durante el reinado de Carlos II y por el alcalde y cincuenta diputados del concejo de la 
capital. La asamblea le solicitó al príncipe de Orange que asumiera el gobierno provisional del país y 
decidió convocar a todos los cuerpos constituyentes {constituent bodies) del reino para que enviaran 
representantes a Westminster con el fin de reunir un Parlamento-convención. 

Así, en enero de 1689 se llevó a cabo la elección de la Cámara de los Comunes, que se 
caracterizó por haber estado Ubre de las presiones gubernamentales habituales y por la disposición de 
los partidos al diálogo y la conciliación. Ahora bien, la convención que se reunió el 22 de enero de 
1689 no era un Parlamento constituido en legal forma —pues para eUo se necesitaba un Rey—, pero 
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esto configura precisamente el carácter revolucionario, esto es extralegal, de los acontecimientos de 
esos meses, dándose así la paradoja de que para restaurar el imperio de la constitución se Uevó a cabo 
una violación de la misma. 

En la opinión pública y en la Cámara de los Comunes se conformaron distintos grupos y 
posiciones alrededor de las decisiones fundamentales que debían tomarse en el Parlamento. Los dos 
grupos más reducidos y que, por ende, tenían poca capacidad de influir eran, por un lado, el que 
apoyaba a Jacobo II y pretendía su retorno incondicional y, al otro extremo, el de los ultra- 
republicanos que querían abolir la monarquía. En el medio estaban los cuatro restantes: tres grupos 
Tories, de distintos matices, y la agrupación más grande, la de los Wbigs. Los distintos gmpos Tories 
trataban, en lo fundamental, de salvar las doctrinas del derecho divino hereditario de los monarcas y 
de la no resistencia de los súbditos, pero respaldaban opiniones disímiles, que partían desde una 
negociación con el rey, pasaban por una regencia de Guillermo y llegaban hasta el destronamiento de 
Jacobo a favor de su hija María^'’^. Por su parte, los Whigs sostenían al unísono que Jacobo II, al 
haber abusado de su poder sin ninguna contemplación, había roto el contrato entre el rey y su pueblo 
—expresado tanto en el juramento de coronación como en el juramento de lealtad profesado por los 
súbditos—, razón por la cual el trono estaba vacante y la nación tenía derecho a elegir un nuevo rey e 
imponerle condiciones que aseguraran el buen gobierno. 

Por lo demás, mientras que en la Cámara de los Lores la mayoría Tory defendía el 
establecimiento de una regencia, en la de los Comunes la tesis Whig del rompimiento del contrato era 
ampliamente acogida. En este contexto, el 28 y 29 de enero los Comunes aprobaron dos 
resoluciones. La primera acogía fundamentalmente las tesis Whig, en los siguientes términos: «El Rey 
Jacobo II, habiendo intentado subvertir la Constitución del reino, al romper el contrato original entre 
el Rey y el pueblo y al violar la leyes fundamentales por el malvado consejo de los jesuítas y otras 
personas funestas (wicked), y habiendo huido del reino, ha abdicado al gobierno y, por lo tanto, el 
trono está ahora vacante»^*’"^. La segunda resolución, sobre cuyo contenido coincidían ampliamente 


La tendencia más conservadora del partido Toiy era la del Sherlock ’spartj, que de todas formas había apoyado 
la revolución y era liderado por algunos miembros de la alta jerarquía eclesiástica, al tiempo que promovía una 
negociación con Jacobo II para su restauración, bajo condiciones que garantizaran el tradicional ordenamiento del Estado 
y de la Iglesia nacional. Dado que Jacobo II no aceptaría tales condiciones, a la postre esta posición sólo fue apoyada por 
el partido jacobita. Por otra parte, el Sancroft’sparty —liderado por el arzobispo Sancroft y sostenido por buena parte del 
clero anglicano— sostem'a que la estupidez, perversidad y supersticiones del rey le permitían a la nación tratarlo como si 
estuviera demente y pedía, por ende, entregar la administración del reino a un regente elegido por los Estafes of the Eealm, 
mientras se mantenía a Jacobo II como rey nominal, de manera que el principio del derecho divino de los monarcas 
permaneciera inalterado. Finalmente, el Danbj’sparty afirmaba que el rey había abdicado al trono con su intento de fuga y 
que la corona había de ser entregada al siguiente en la sucesión, esto es, a la princesa Mafia Estuardo, y no al recién 
nacido hijo de Jacobo II, dado que su nacimiento se había visto rodeado de tan sospechosas circunstancias que era 
imposible admitir su legitimidad. 

Se afirma que la inclusión de las expresiones «habiendo huido» y «abdicado» constituyó una concesión a la 
posición de los Tories. 
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Tories y Wb¿gs, dice: «Se ha encontrado, por la experiencia vivida, que es inconsistente con la 
seguridad y bienestar del reino que éste sea gobernado por un príncipe papista»'*"^. 

Hasta ese momento, Guillermo no había intervenido ni en la elección del Parlamento- 
convención ni en los debates parlamentarios, para que fueran los mismos representantes de la nación 
los que definieran la sucesión del trono a su favor. Sin embargo, al enviar algunas notas a diferentes 
Mderes políticos en las que descartó explícitamente que fuera a darle órdenes a la convención, hizo 
que se entendiera, implícita pero claramente, que no iba a aceptar ni el cargo de regente ni el de rey 
consorte, esto es, que no aceptaría que solamente su esposa fuera coronada. Dio a entender, por 
ende, que si el Parlamento le ofrecía la Corona, él la aceptaría, pero que, de lo contrario, retornaría a 
su país, lo cual suponía un profundo retroceso en la frágil estabilidad alcanzada. Ante la postura del 
príncipe de Orange —a quien tanto Wbigs como Tories estaban de acuerdo en entregar la 
administración del reino— el Parlamento decidió que Guillermo y María fueran declarados rey y 
reina de Inglaterra^'’'’. 

No obstante, aún no estaban definidas las condiciones bajo las cuales Guillermo y María 
ocuparían el trono. La Cámara de los Comunes designó un comité que planteara y discutiera cuáles 
serían las medidas más indicadas para el mantenimiento de la constitución y la ley y para la 
protección de las libertades frente a eventuales agresiones de futuros monarcas. A partir de esto se 
propuso la aprobación de una declaración solemne de los principios fundamentales de la constitución 
y de los antiguos derechos y privilegios de los súbditos ingleses, de modo que el derecho del Rey a la 
Corona y el derecho del pueblo a sus libertades pudieran basarse en un mismo título, recuperándose 
así en buena parte el postulado Wbig del «contrato original» del pueblo con el rey. Con este objetivo 
se redactó la Declaration ofRigbt, de cuyo contenido cabe destacar la referencia a los actos arbitrarios e 
ilegales cometidos por Jacobo II, a su abdicación del trono y a la subsiguiente vacancia del mismo, así 
como la reafirmación de los derechos de los ingleses y la resolución de otorgar la Corona a 
Guillermo y María'*’^. Así, el 13 de febrero de 1689, George Savüe, primer marqués de Haüfax, en 
nombre de todos los Estados {Estafes) del reino y de las dos cámaras del Parlamento-convención, 


Journalof the House of Commons, vol. X (1688-1693), 1802, pp. 14 y 15. 

Que los Tories hayan decidido dejar de negar la tesis de la vacancia del trono se explica porque tanto ellos 
como los Whigs buscaban limitar en la práctica los poderes de la corona. Ahora bien, la cuestión que atormentaba al 
partido Tory era que su creencia en la teoría del derecho divino de los monarcas y en la inexistencia de un derecho de 
resistencia por parte de los súbditos hacía imposible en la práctica el establecimiento de una monarquía limitada, dado 
que aquellas doctrinas llevaban casi indefectiblemente al despotismo. Por su parte, la tesis Whig era hacer descender al rey 
al nivel de los poderes humanos, ubicándolo al lado del Parlamento, tesis que en definitiva terminó imponiéndose sobre 
la doctrina del derecho divino hereditario, cuando se afirmó por ambas cámaras que «el trono está ahora vacante» 
(Nenner, 1992). 

A pesar de esto, el ejercicio efectivo del gobierno fue conferido exclusivamente a Guillermo. Para el caso de 
que faltare alguno de los dos se decidió que la corona seguiría siendo ostentada por el otro, y cuando éste muriera la 
sucesión seguiría primero por los descendientes de María, luego por Ana y sus descendientes y, finalmente, por los de 
Guillermo. 
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ofreció la Corona a Guillermo y María, bajo las condiciones especificadas en la Declaration of Right, 
quienes luego de su aceptación fueron coronados en abrü de 1689’'’*. 

Posteriormente, el 16 de diciembre, el parlamento oficializó a través de un acto ordinario la 
Declaration of Right, con algunas importantes modificaciones. Así nace el Bill ofRJgths^^'^, el acuerdo que 
consolidó definitivamente la «Revolución Gloriosa», uno de los hitos fundamentales en la evolución 
del constitucionalismo liberal moderno. Para muchos autores se trata de la tercera gran carta de las 
libertades inglesas, después de la Carta Magna de 1215 y la Petición de Derechos de 1628, y de la 
piedra angular del moderno edificio constitucional inglés’^®. 

En el Bill of Rights se refrendaron los derechos de los súbditos ingleses, cuya violación había 
conducido a las guerras civiles y al destronamiento de los Estuardo. En el documento quedará 
también claro que los nuevos reyes ocuparán la corona por decisión del Parlamento y de acuerdo con 
las condiciones señaladas por éste, y que ellos, en todo caso, deberán respetar las leyes y libertades 
del reino. Además, contempló expresamente que ninguna persona perteneciente a la Iglesia Católica 
o con relaciones con ésta podría acceder al trono inglés. 

La consecuencia política más importante del Bill of Rights la pone de presente George M. 
Trevelyan, (1951: 116) al afirmar que «las oscilaciones del péndulo entre las alternativas violentas de 
los rebeldes y de los realistas se redujeron a oscilaciones más moderadas entre los partidos 
parlamentarios rivales, y lo que la corona perdió en poder lo ganó en seguridad». Y si bien es cierto 
que las limitaciones al poder monárquico saltan a la vista al leerse el Bill of Rights, eso no significa que 
se haya concebido al rey como un simple jefe de la administración sometido al Parlamento. Para 
encontrar al rey inglés ocupando un lugar secundario en la estructura institucional inglesa, desplazado 
por un primer ministro que está al frente de un gabinete ministerial y cuenta con la confianza de la 
Cámara de los Comunes, todavía habrá que esperar al siglo XVIII, en el cual ocurrirá una serie de 
transformaciones a las que nos referiremos posteriormente. 

Desde un punto de vista constitucional, el Bill of Rights es, en parte, un documento de carácter 
tradicional, heredado de la primera Declaration of Right, en el sentido de que más que introducir 
preceptos nuevos, lo que hizo fue reafirmar solemnemente los fundamentos tradicionales de la 
Ancient Constitution, entre los cuales se destacan los antiguos derechos y privilegios de los súbditos 
ingleses, que ahora serían garantizados esencialmente por la vía de la representación parlamentaria. 
Pero, a pesar de que el Bill of Rigths restablece los equilibrios y la tradición del gobierno mixto de la 


Sobre el papel del príncipe de Orange, que ocupó el trono de Inglaterra con el nombre de Guillermo III 
(1689-1702), en los acontecimientos político-constitucionales de la Revolución Gloriosa, véase: Claydon, 1996; Horwitz, 
1977; Pinkham, 1954. 

El nombre oficial de este documeto es An Act Declaring the Rights and Aiberties of the Subject and Settling the 
Succession of the Crown. Su discusión se inició en la Cámara de los Comunes y pasó para tercera lectura a la Cámara de los 
Lores el 23 de noviembre de 1689, donde fue aprobado con varias enmiendas. Los Comunes aceptaron estas enmiendas 
el 10 de diciembre y Guillermo III dio su asentimiento el 16 de diciembre. 

El texto completo del Bill ofRdgths es presentado más adelante (véase infra pp. [...]). 
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constitución medieval inglesa, marcará el comienzo de la supremacía del Parlamento dentro del 
sistema poMtico (Fioravanti, 2001:90). Además, éste y los demás estatutos constitucionales de la 
Revolución Gloriosa, aunque mantienen los equilibrios medievales, se distancian del pensamiento 
medieval en la medida en que ya no encuentran el fundamento del poder político exclusivamente en 
una tradición inmemorial, asegurada mediante el mantenimiento del common law (ni mucho menos, 
como lo afirmaban los Estuardo, en la voluntad de Dios, quien habría conferido el poder al 
monarca). En adelante, el fundamento del poder, su factor esencial de legitimación, se hallará en otra 
voluntad, en la del conjunto de individuos que, a través de sus representantes en el Parlamento, 
pactan con el rey las condiciones necesarias para que el ejercicio del gobierno asegure sus derechos y 
privilegios. Esta idea, que es central para el constitucionalismo moderno, es la que va a plantear de 
manera sistemática John Loche en el segundo de sus «Dos Tratados sobre el Gobierno», que, al ser 
publicado en 1690, coincidió con un conjunto de tesis difundidas y conocidas por los sostenedores 
del partido Whig. 

3.3. El debate doctrinal en tomo a la Revolución Gloriosa: el pensamiento de Filmer 

y Locke 

Como ya se señaló, en 1680 se publicó un libro que fue acogido como la exposición más 
acabada de la ideología Tory (al menos en su versión más radical). Se trata de £/ Patriarca de Robert 
Filmer (1588-1653), cuya publicación generó una vigorosa reacción de parte de los escritores Whigs, 
entre los que se destaca John Locke. Una presentación somera de las tesis de estos autores nos 
permitirá comprender el alcance del conflicto político-constitucional de aquellos años. 

Que El Patriarca de Filmer haya sido publicado ese año, a pesar de haber sido escrito en 1653, 
se explica por las circunstancias particulares de las luchas políticas desencadenadas después de la 
restauración, que se acentuaron con la crisis de la exclusión'^'. En el debate constitucional que se 
generó alrededor de la naturaleza y los límites del poder real, Filmer asumió la defensa de la 
monarquía absoluta, para lo cual señaló que los monarcas eran descendientes del mismo Adán y que 
los derechos de aquellos habían sido heredados de este último. 

En su libro, Filmer plantea la llamada teoría patriarcalista, de acuerdo con la cual «no sólo en 
general el poder civü lo es por institución divina, sino incluso el asignado específicamente al primer 
padre» lo que va a comportar la defensa de una monarquía hereditaria de derecho divino 
transmisible de acuerdo con la regla de progenitura. El paradigma de esta tesis lo halla Filmer en el 
poder patriarcal que en el origen de los tiempos fue otorgado directamente por Dios a Adán (el 
«primer padre») y que fue trasmitido a sus herederos, entre los que se cuentan los monarcas de todo 


Véase al respecto los estudios de P. Laslett (1949: 2-10), F. Lessay (1998: 17-23) y J. P. SommervlUe (1991: 
XXXIV y ss.). 

Patriarca, capítulo III (Filmer, 1949: 57). La teoría patriarcalista, que es defendida a lo largo de este übro, 
comienza a ser expuesta por Filmer en dicho capítulo, cuyo texto, junto con el de otros capítulos, es presentado más 
adelante, infra pp. [...]. 
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el mundo. Filmer puede afirmar entonces que «no veo entonces cómo los hijos de Adán, o de 
cualquier otro hombre, pueden ser libres del sometimiento de sus padres. Y esta subordinación de 
los hijos es la fuente de toda autoridad regia, por orden del mismo Dios» (Filmer, 1949: 57). 

De la teoría patriarcaüsta se deducen las demás tesis defendidas en este Mbro, entre las cuales se 
destacan la refutación de la teoría de la comunidad natural de bienes, que se opone al «dominio 
natural y privado de Adán» que es <4a fuente de todo gobierno y de la propiedad» (Filmer, 1949: 71); 
la defensa de la monarquía de Adán contra la doctrina de la elección popular de los príncipes (Filmer, 
1949: cap. XI, Xlll y XIV, pp. 74-78, 81-82 y 83-84, respectivamente); la superioridad de la 
monarquía hereditaria sobre los gobiernos populares (Filmer, 1949: cap. XV a XXI, pp. 84-95); la 
concepción de que la voluntad de los reyes se encuentra por encima de las leyes, siendo aquella el 
origen de éstas (Filmer, 1949: cap. XXll a XXVlll, pp. 95-113), y la subordinación de los 
Parlamentos a la autoridad real (Filmer, 1949: cap. XXIX a XXXll, pp. 113-126). 

Desde la perspectiva actual, la teoría patriarcaüsta planteada por Filmer resulta abstmsa'^^. Con 
todo, la justificación de la estmctura de la autoridad política y social tanto en concepciones teológicas 
como en la práctica social cotidiana, que hace que todos los reyes sean padres y que todos los padres 
gobiernen, logró que este autor fuera muy persuasivo, pues sus tesis correspondían a una corriente de 
ideas muy enraizadas a finales del siglo XVll en Inglaterra (Dunn, 1969: 74-75; Figgis, 1942: 120-121; 
Cambra, 1966: XXl-XXll; Carrive, 1984: 68; Lessay, 1998: 110-112). 

Dentro del ambiente de tensión generado por el proyecto de exclusión del duque de York, era 
de esperarse que las ideas expuestas en £/ Patriarca generaran una fuerte reacción. Dentro de la serie 
de autores que escribieron contra el patriarcalismo filmeriano'^"^ se destaca la figura de Locke y sus 
célebres Dos Tratados sobre el Gobiemo^^^, todo lo cual pone de presente el interesante hecho de que 
tanto esta obra como la de Filmer están articuladas a un periodo concreto de la historia político- 
constitucional inglesa. Bajo esta óptica, además de que la riqueza del pensamiento político de Locke 


Estudios completos sobre las tesis de Filmer han sido realizados por J. Daly (1979), P. Carrive (1984), J.-F. 
Spitz (1995) y G. J. Schochet (1988). 

El primero de los Dos Tratados de Locke no fue la primera respuesta a Filmer en ser publicada. Este lugar 
corresponde al libro de James Tyrrell, titulado Patriarcha non monarcha. Thepatriarch unmonarched (1681). Por otra parte, ya se 
ha hecho referencia a otra de las reacciones cnticas a Til Patriarca cuando nos ocupamos de las doctrinas «anti-realistas» o 
«republicanas» (supra n. 137): se trata de la desarrollada por Algernon Sidney en sus Discourses conceming government, obra 
publicada sólo hasta 1689, de cuyas propuestas y alcance se ocupan, entre otros, Z. S. Fink (1945: 195-198), G. P. Gooch 
(1987; 258 y ss.), N. Matteucci (1998; 122-125) y G. Sabine (1994; 395-396). 

Como sólo podemos presentar algunos aspectos generales del pensamiento político y constitucional de 
Locke, conviene señalar que la bibliografía al respecto alcanza proporciones inconmensurables, hecho que se confirma 
con una revisión del estudio bibliográfico de J. S. Yolton (1998). El resumen de las tesis desarrolladas en los Dos tratados 
que se presenta a continuación se hizo a partir de los estudios de R. 1. Aaron (1971), R. Ashcraft (1986), J. M. Dunn 
(1969), J. F. Fernández SantiUán (1992), J. H. Franklin (1978), J. W. Gough (1973), S. Goyard-Fabre (1986), P. Laslett 
(1964), J. TuUy (1993) y S. Vegas González (1994). 
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reunido en los Dos Tratados se ampMa, aparecen interesantes elementos que permiten constatar la 
complejidad del debate político y doctrinal de aquellos años en Inglaterra 

En el primero de los Dos Tratados sobre el Gobierno, Locke pretende derribar las tesis de Filmer 
desde el mismo terreno en el que éste las plantea, esto es, el de la Bibüa'^^. Por eso, el texto se 
concentra en tratar de demostrar filológicamente la inconsistencia de todas sus afirmaciones, sin 
recurrir a un análisis histórico o conceptual de la constitución inglesa. A este respecto conviene 
destacar la manera como Locke, buscando atacar una de las tesis de Filmer, desarrolla una muy 
importante distinción desde una perspectiva político-constitucional: la que existe entre la autoridad 
paterna y la autoridad poMtica, dado que la paternidad no crea ningún fundamento para la soberanía, 
y si así fuese, «esta paternidad (...) puede, según Sir Robert, caer en manos de cualquiera y en cualquier 
forma (...). Y si a tan graciosos hechos da lugar, gran cosa han hecho nuestro autor y sus seguidores 
con su omnipotente paternidad, que para nada puede servir sino para remover y destmir todos los 
gobiernos legítimos del mundo y establecer en su lugar el desorden, la tiranía y la usurpación»'^*. 

Teniendo en cuenta la profunda relación de los Dos Tratados entre sí y el sentido polémico del 
primero frente a las tesis de £/ Patriarca, es preciso ahora analizar sucintamente el segundo de ellos, 
tarea que será facilitada por la trascripción de algunos de sus capítulos (véase infra pp. [...]), pero que 
enfrenta inmensas dificultades por la existencia de una gran diversidad de interpretaciones no sólo 
del Segundo Tratado, sino en general de toda la obra de Locke (Dunn, 1969: 5)'^^. De todas maneras, es 
posible partir de uno de los aportes fundamentales de ese texto a la evolución del constitucionalismo 


El comienzo de la carrera de Locke como hombre poHtíco al lado del conde de Shaftesbury implicó la 
variación de algunas de las concepciones de sus primeros escritos políticos, entre los cuales se destacan los Tiro Tracts of 
Government de 1660 (Locke, 1967) y Questions Concerning the Daw ofNature de 1664 (Locke, 1990). La primera expresión de 
esa transformación es el Essay on Toleration (1667), que puede ser visto como el preludio de sus tres obras mayores (Dunn, 
1969: 27-28): An Essay concerning Eiuman Understanding (Locke, 1965; 1986), Dos Tratados sobre el Gobierno (Locke, 1964; 
1966; 2000) yEpistola de Tolerantia (Locke, 1968; 1988). 

Sobre los presupuestos teológicos del pensamiento político de Locke véase el detallado análisis de J. Dunn 
(1969; 35-36). 

178 Primer Tratado, cap. VI, § 72 (Locke, 1964: 212; 1966: 177-178). 

™ Muy pocas obras políticas del pasado parecen tener un destino tan singular como la de Locke: a pesar de que 
se le asigna un papel principal en la elaboración teórica y en la justificación filosófica de los fundamentos de las 
sociedades liberales contemporáneas, ha sido interpretada de la manera más diversa posible. Entre las tendencias de este 
debate interpretativo cabe destacar aquella que presenta a Locke como el «padre fundador del liberalismo», expuesta por 
L. Stephen en su libro Histoty ofEnglish tboughtin the eighteenth century de 1876 (Stephen, 1991). Otra vertiente de este debate 
que también ha gozado de mucha difusión es la de la tradición crítica marxista, que ve en la obra de Locke un vuelco 
decisivo en la historia de las ideas y en la historia política misma, y que se detiene en las contradicciones internas del 
pensamiento lockiano. El planteamiento original de esta vertiente fue formulado por Marx y Engels, concretamente en el 
capítulo VI de la Ea Sagrada Familia (Marx y Engels, 1962: [...]), en Ea Ideología Alemana (Marx y Engels, 1987: [...]) y en 
el tomo IV de El capital sobre las Teorías de la plusvalía (Marx, 1980: [...]), y luego será desarrollada por C. B. 
Macpherson (1970) y W. Euchner (1969). Conviene aludir también a la interpretación de L. Strauss, que inserta la 
filosofía política de Locke en la corriente del «derecho natural moderno» (Strauss, 1953: [...]). 
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moderno, consistente en que el Segundo Tratado desborda el estrecho marco en el que la noción 
tradicional —es decir, medieval— de la llamada «doctrina de la ley natural»'*® había mantenido la 
reflexión sobre los Mmites y las competencias de la autoridad política. En el texto se produce, en 
forma implícita, la transición desde una concepción tradicional, que determina tales límites y 
competencias políticas por medio de una norma de derecho natural, hacia una concepción moderna, 
que concibe a la voluntad de la comunidad como la única medida posible de la legitimidad de la 
autoridad poMtica. 

En el primer caso, la cuestión sobre las atribuciones de quien detenta el poder y sobre la 
legitimidad de sus acciones es resuelta mediante los criterios de una razón que se guía por la ley 
natural y que se pregunta si esos poderes que se arroga el magistrado civü se adecúan a la definición 
funcional de la autoridad que implica esa ley natural. En el segundo caso, no es posible resolver la 
cuestión de la legitimidad de las acciones de quien detenta la autoridad poMtica sin preguntarse si ellas 
se adecúan o no a lo que la comunidad quiere, y no sólo a lo que es justo por naturaleza. Esto no 
significa, en principio, que Loche abandone completamente el criterio de la ley natural, dado que la 
«misión» de la autoridad poMtica se concibe en términos de la protección de los derechos que los 
súbditos tienen desde antes de la conformación de la sociedad civü, esto es, desde que vivían en 
estado de naturaleza (Loche, 2000: 37-38). La innovación aparece cuando este autor pone en cabeza 
de la comunidad, manifestada a través de la regla de la mayoría, la determinación de cuándo «el poder 
legislativo [manifestación suprema del ejercicio de la autoridad poMtica] actúa en contra de esa misión 
que se le ha encomendado», lo cual se produce «cuando trata de invadir la propiedad del súbdito y 
hacerse a sí mismo o a cualquier otro grupo de la comunidad, amo y señor de las vidas, Mbertades y 
fortunas del pueblo» (Loche, 2000: 212)'*'. 

Ahora bien, de acuerdo con Loche esa comunidad poMtica se ha constituido a través de un 
acuerdo o contrato (Loche, 2000: 111), en el cual cada uno pone en manos de la comunidad el poder 
que detentaba en el estado de naturaleza para juzgar y sancionar las violaciones al derecho natural 
(Loche, 2000: 136-138). Con todo, en las sociedades políticas {commonmalths)^^^ organizadas y con un 
complejo nivel de desarrollo, la comunidad misma no cumple las funciones de promulgar y ejecutar 
las leyes, dado que para ello son elegidos algunos de sus miembros. Así pues, si un gobierno actúa de 
conformidad con su misión y con el principio de su establecimiento, los detentadores del poder 
poMtico serán los auténticos representantes de la comunidad, los portadores de su personalidad, su 
«imagen» y «figura», y, por ende, poseedores de una autoridad que les permite dar fuerza obMgatoria a 
sus acciones (Loche, 2000: 155-156). Es posible ver aquí que para Loche el consentimiento es un 


Sobre esta doctrina véase el capítulo dedicado al constitucionalismo en la Edad Media, supra p. [...]. 

*** Sobre la manera como Locke da un giro en la concepción que se tem'a hasta entonces de la legitimidad 
véanse las reflexiones de J. M. Dunn (1969; 154-156), de J.-F. Spitz (1994: XXII-XXIII) y de R. Ashcraft (1986; 176 y 
ss.). 

Véase supra, n. 122 y lo que el mismo Locke explica en su Segundo Tratado, cap. X, § 133 (Locke, 1964: 373; 

2000; 140). 
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fundamento indispensable de la autoridad. Pero no es el único: la comunidad designa un legislador y 
le confiere ciertos poderes, pero ello no significa que todas sus acciones sean validadas y legitimadas. 
Para esto es necesario que esas acciones se conformen con la ley natural, dado que ella continúa 
siendo obligatoria, tanto para los gobernantes como para los gobernados, aunque ahora sea 
concebida no tanto en términos de obligaciones de los gobernantes sino a la manera de derechos de 
los gobernados, de donde se deriva el mandato de conservar la vida, la libertad y los bienes de todos 
(Loche, 2000: 142-144). Este es precisamente uno de los aportes más importantes de Loche al 
desarrollo de una de las ideas básicas del constitucionalismo liberal: la de la existencia de unos 
derechos imprescriptibles, de titularidad individual y oponibles a toda autoridad política. 

Con todo, la armonía entre esos dos fundamentos de la autoridad poMtica va a ser difícil de 
mantener por Loche cuando proponga otra de sus tesis centrales: la del derecho de resistencia. Para 
este autor, los gobernantes no se reducen a ser simples administradores, que el pueblo podría 
destituir sin mayor obstáculo. Por el contrario, el legislador consentido por el pueblo y que actúa 
conforme a sus fines posee la supremacía real dentro de la sociedad poMtica y no podría ser 
derrocado mientras su acción corresponda a la misión que el pueblo le ha asignado, que es aquella 
que la ley natural confiere a toda autoridad política instituida. Esto significa que la supremacía del 
pueblo se mantiene «dormida», si así puede decirse (Spitz, 1994: XXXVI), y sólo reaparece cuando el 
gobierno (en el sentido ampMo del término) se disuelve, lo cual puede suceder de dos formas: cuando 
el legislador se ve alterado en su constitución y funcionamiento, de manera que no es más el que el 
pueblo había instituido, o cuando utiHza el poder que se le ha confiado de manera contraria a su 
misión, si bien mantiene su forma institucional (Loche, 2000: 207-215). En ambos casos. Loche 
sostiene que el pueblo está dispensado del deber de obediencia, como quiera que el gobierno ha 
perdido, por sus propias iniquidades, el estatus de persona pública con autoridad para proteger los 
derechos de los ciudadanos. Como de esta forma los gobernantes pasan a ser simples personas 
privadas, al haber usado injustamente la fuerza que se les había otorgado, es totalmente legítimo 
resistírseles (incluso por medio de la violencia), tal como sucedía en el estado de naturaleza, en el que 
el uso de la fuerza era reconocido contra todo aquel que intentase afectar los derechos de otro. 

Frente a esta tesis la dificultad que surge de inmediato es la de establecer a quién corresponde 
determinar si el legislativo se ha visto alterado o está actuando contrariamente a su misión. En 
términos del mismo Loche: «¿Quién podrá juzgar si el príncipe o el cuerpo legislativo están actuando 
en violación de la confianza que se depositó en ellos?». La respuesta es dada inmediatamente: «el juez 
habrá de ser el pueblo» (Loche, 2000: 231-232). Esta afirmación de Loche puede interpretarse en el 
sentido de reconocer a la razón y a la conciencia de los individuos que constituyen el pueblo el poder 
de juzgar si los gobernantes han fallado su misión'*^. La estabiMdad del gobierno queda de este modo 
seriamente afectada y toda confrontación entre el pueblo y los gobernantes podría conducir a la 
disolución de la misma sociedad política y de los lazos de obligación que ella supone. En los tres 


Así parece darse a entender en los parágrafos 209 y 210 del capítulo XVIII (Locke, 1964: 422-423; 2000: 204- 

205). 
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últimos parágrafos del Segundo Tratado, del 240 al 243 (Locke, 2000: 230-232), Locke plantea la 
solución a este problema, consistente en afirmar que cada uno de los miembros de la comunidad 
poMtica ha confiado a ésta, de una vez por todas, en el preciso momento en el que decidió hacerse 
miembro de la misma, su poder de juzgar y pronunciarse sobre el contenido de la ley natural. Parece 
entonces que de esta manera el pueblo se hace soberano absoluto y su voluntad la interpretación más 
adecuada de la ley natural. Con esto, la modernidad política se abre paso al superarse la idea de que 
existe una ley natural entendida como una norma trascendental accesible a la razón y se asienta 
aquella según la cual la voluntad de la mayoría determina la norma a seguir. Al final, el 
consentimiento tiende a convertirse en la única fuente de legitimidad: un gobierno es legítimo si sus 
acciones corresponden a lo que quiere la mayoría del pueblo, de modo que Locke, al favorecer uno 
de los dos fundamentos iniciales de la legitimidad del poder —el del consentimiento de la comunidad 
sobre el de la conformidad con una ley natural accesible a la razón—, parece sacrificar esta ley 
natural, que por definición escapa a cualquier reducción voluntarista (individual o colectiva), 
quedando como única garantía contra los peligros del poder ilimitado el hecho de que sólo el pueblo 
puede detenerlo. 

Sea esto como fuere, precisamente estamos ante una de las características del Segundo Tratado 
que más ha sido analizada: el intento de Locke de articular las diversas tradiciones del pasado con una 
teoría contractuaüsta que estaba comenzando a dar sus primeros pasos, y en la que se destaca su 
principal consecuencia, esto es, el derecho de resistencia ante un gobierno que incumple su misión'*^'*. 
Hasta qué punto Locke pudo lograr tal articulación es objeto de amplio debate. Lo que sí es difícil de 
negar es el éxito que en la práctica tuvo este autor como portavoz de los ideales de la reforma liberal, 
aspecto en el cual supera probablemente a todos los demás pensadores de su tiempo (Sabine, 1994: 
414). 

Ahora bien, es posible que esa mayor o menor falta de coherencia entre principios disímiles 
que se observa en la teoría de Locke sea el reflejo del difícil dilema sobre el que se funda el 
constitucionalismo liberal inglés al final del siglo XVll, que pretende simultáneamente, por un lado, 
mantener la supremacía de una ley fundamental ancestral, la constitución inglesa tradicional, que 
recoge los commons rights de los súbditos ingleses y, por el otro, basarse en el consentimiento de los 
individuos que reconocen a la autoridad poMtica mediante un contrato hipotético. Es posible afirmar 
entonces que si el pensamiento de Locke, necesario punto de referencia del constitucionalismo 
inglés, pero también del europeo y sobre todo del americano (Matteucci, 1998: 140), no es un sistema 
en el que cada una de sus partes están perfectamente ajustadas, es en razón a que este 
constitucionaMsta no podía lograr ese objetivo con el material del que disponía. Es más, es posible 


La articulación del pasado con el presente se continuó desarrollando en la Epístola de Tolerantia, texto escrito 
por Locke en latín durante su exilio en Holanda. En esta obra no se hallan principios nuevos, sino más bien un nuevo 
fundamento de los mismos: la libertad política y su recíproca relación con la libertad religiosa. Con Locke la tolerancia no 
es ya la exigencia de una secta perseguida, sino el verdadero y auténtico fundamento del nuevo Estado y el signo 
distintivo de la verdadera Iglesia. 
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afirmar que la falta de coherencia que muchos achacan al constitucionalismo de nuestros días ya se 
hallaba presente en las primeras fases del constitucionalismo moderno. 

3.4. El arreglo constitucional de la Revolución Gloriosa 

El arreglo constitucional producto de la Revolución Gloriosa constituyó un complejo intento 
de articulación de dos elementos que se encontraban en tensión a finales del siglo XVII en Inglaterra, 
a saber: el pasado medieval y las ideas surgidas del debate poMtico-doctrinal de aquellos agitados 
años. El pasado medieval se expresaba en el propósito de restablecer los equilibrios y el carácter 
mixto de la estmctura institucional, aunque partiendo ahora de la predominancia del Parlamento. 
También en la preservación tanto de la tradición del common law (que garantizaba los ancestrales 
derechos de los súbditos ingleses) como de la supremacía de la anáent constitution como ley 
fundamental del reino. Por su parte, en el debate político-doctrinal en torno a la revolución se 
destaca la idea de que el consentimiento de los gobernados es el fundamento esencial de la existencia 
de la autoridad política. Como uno de los problemas que supone esta idea es establecer 
concretamente los medios de expresión de ese consentimiento, se recurre entonces a la tradición de 
representación parlamentaria que, al personificar de la manera más directa posible los intereses de la 
nación, puede pactar con el rey las condiciones necesarias para que el ejercicio del gobierno asegure 
los derechos de los súbditos. 

En el examen del pensamiento de Loche se ponía de presente que la articulación entre los dos 
extremos de esta tensión supone muchas dificultades. Basta con echar una mirada a la historia del 
constitucionalismo moderno para constatar la recurrencia del enfrentamiento entre, por una parte, la 
voluntad poMtica que se expresa mediante los mecanismos de la decisión por mayoría y la 
representación y, por la otra, la supremacía normativa de un derecho que no está a disposición de las 
autoridades públicas —en particular, la Constitución con sus derechos fundamentales y equilibrios 
institucionales—. Aún así, y a pesar de las dificultades, el arreglo constitucional de la Revolución 
Gloriosa de esta manera configurado es el preámbulo de las transformaciones posteriores que se 
darán a lo largo del siglo XVIII y que permitirán la edificación en Inglaterra del sistema 
parlamentario y el gobierno de gabinete. 

Es a partir de lo anterior que se puede afirmar que la revolución de 1688 no sólo fue la 
culminación de un proceso sino también un punto de partida en la historia del constitucionalismo 
inglés. El B¿ll of Rights constituye una especie de síntesis del orden político-constitucional que se 
restableció con la revolución y es, al mismo tiempo, el origen o germen de la estmctura 
constitucional que se instaurará a partir de ese momento. La historiografía tradicional inglesa ha 
ubicado al Bill en el núcleo de la estmctura constitucional-legal a partir de la cual se llevaron a cabo 
las reformas de las décadas y los siglos posteriores, a través de una serie de leyes y convenciones cuya 
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importancia es imposible de ignorar y que han dejado profunda huella en lo que los ingleses llaman el 
«libro de las leyes» {statute-hookf^"'. 

Como ya se indicó, en el B¿ll ofRights las innovaciones son dejadas a un lado para concentrarse 
en la preservación y restablecimiento de los derechos y equilibrios que caracterizaban la constitución 
inglesa tradicional, que habían sido amenazados por las pretensiones absolutistas de Jacobo 11. El 
Parlamento-convención al aprobar el Bill no se atrevió a ir más allá, para establecer nuevos 
principios. Sin embargo, esta ley servirá de base del conjunto de transformaciones que se realizarán 
en los años siguientes, al anunciar el principio según el cual la autoridad poMtica se legitima gracias al 
consentimiento de los gobernados, dado que fue aprobada por los «(...) Lores espirituales y 
temporales y los Comunes, en cumplimiento de sus respectivas cartas y elecciones, hallándose ahora 
reunidos en la plena y Ubre representación de esta nación (...)». 

Entre las leyes dictadas por el Parlamento-convención, en las que sí se establecen algunas 
innovaciones de carácter moderado, se destaca la Ley de Tolerancia (Toleration , que perseguía 

superar el conflicto existente entre los diversos grupos disidentes del protestantismo y la Iglesia 
oficial angücana^^^. Esta ley puede ser vista como el cumplimiento de la promesa que se había hecho 
a los primeros a cambio de que no apoyaran a Jacobo II, quien había suspendido la aplicación de las 
leyes de persecución religiosa precisamente buscando este objetivo. En lo que a su contenido 
respecta, es necesario indicar que el título de la ley no responde en realidad al carácter de sus 
previsiones, como lo demuestra el hecho de que durante su discusión en el Parlamento el proyecto 
era llamado «Ley de Indulgencia». La mayor concesión que se hacía a los disidentes protestantes era 
la de permitir el ejercicio público de su culto. Por ende, la Ley de Tolerancia no implicó la derogación 
del conjunto de leyes de persecución religiosa reunidas bajo el Código de Clarendon, sino la 


'*5 Sutherland (1972: 127-129) y Taswell-Langmead (1905: 519) afirman incluso que las más trascendentes de 
estas leyes —las de reforma electoral y democratización del siglo XIX y principios del XX— no son más que 
correcciones de la maquinaria constitucional edificada al final del siglo XVII y no supusieron grandes alteraciones a los 
más substanciales principios que fueron establecidos por la revolución. Esta posición parece ser el producto del 
entusiasmo que aún hoy causan los sucesos «gloriosos» de 1688-89, pues como se verá más adelante, las profundas 
consecuencias de las reformas de los siglos XIX y XX parecen obedecer a algo más que simples retoques a un férreo e 
inalterable sistema. 

El nombre oficial de esta ley, aprobada el 24 de mayo de 1689, es: An Actfor Exempting their Majesties Protestant 
Subjects, Dissentingfrom the Church of England, from the Penalties of certain laws. 

Si se mira desde una perspectiva histórica más amplia, los antecedentes y las consecuencias de la Ley de 
Tolerancia demuestran hasta qué punto los orígenes del liberalismo europeo pueden rastrearse en buena medida en los 
puntos de encuentro entre el debate constitucional y la exigencia de una tolerancia religiosa, que progresivamente se 
convirtió en la defensa del derecho a la libertad religiosa o de cultos y está profundamente ligada con la misma libertad 
política (Matteucci, 1998: 140). También se ha resaltado que la lucha por la tolerancia religiosa, junto con las propuestas 
sobre el humanitarismo penal y procesal y los intentos por limitar el poder político, constituyen las tres corrientes 
principales que dan vida a la reflexión sobre los derechos humanos (Peces-Barba, 1988: 119). 
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flexibilización de su aplicación a ciertas personas y en determinados casos'**. Tampoco supuso la 
igualdad poMtica de todas las confesiones, puesto que mantenía el monopolio de la Iglesia anglicana 
sobre los cargos municipales, sobre buena parte de la burocracia nacional y sobre la dirección de las 
universidades'*^. 

Al igual que en el Bill of Rights, en las demás leyes del arreglo de la revolución no hay un 
rompimiento de la tradición constitucional inglesa, sino más bien una serie de modificaciones que, en 
últimas, reafirman los equilibrios institucionales que estaban en el centro de dicha tradición. En este 
caso, las transformaciones no se hallan en la eliminación de los equilibrios sino en el lugar que los 
diferentes componentes de la estructura institucional ocuparán de allí en adelante. Se produce así una 
especie de desplazamiento de la monarquía, que ya no se encontrará en el núcleo de esa estmctura y 
que cederá su lugar al Parlamento, conformado por los Lores y los Comunes, al lado del mismo Rey. 
Este tipo de alteraciones se evidencian en la Ley sobre Amotinamiento {Mutinj Act) de 1689, en la 
cual se reafirmó la prohibición prevista en el Bill of Kights de reunir un ejército permanente sin el 
consentimiento del Parlamento y, simultáneamente, se restringió aún más la influencia del monarca 
sobre las fuerzas armadas del reino al hacer depender los recursos para su sostenimiento de la 
ratificación anual de esta misma ley. Ese mismo año, los gastos de la Corona fueron regulados a 
través del Civil dst Act, que también sometió a ratificación anual los recursos necesarios para su 
sostenimiento. En 1694 continuó este reforzamiento institucional del Parlamento con la Ley Trienal 
(Triennial Act), que retoma la de 1641 y la de 1664'^* al prescribir que cada tres años debía ser 
convocado un nuevo Parlamento, antes de la disolución del que en ese momento se encontraba 
reunido. Además, esta ley advierte que no basta con convocar a elecciones, sino que también el 
Parlamento debe sesionar en forma frecuente para que pueda cumplir con sus funciones regulares, 
sobre todo la aprobación anual de los impuestos y del mantenimiento del ejército. 


188 gjj realidad se trató de un compromiso entre los contrincantes en el enfrentamiento religioso, lo que le asigna 
a la ley un carácter transaccional, que posiblemente haya impedido que la persecución y las guerras religiosas volvieran a 
desencadenarse en Inglaterra y alcanzaran los excesos que tuvieron en Francia y en Escocia. Ahora bien, si en la práctica 
la ley generó consensos, su carácter transaccional, e incluso ambiguo, no permite hallar en el texto un principio rector 
como, por ejemplo, un reconocimiento general de tolerancia religiosa. Esto quizás se explique porque era la única forma 
de que la ley fuera aceptada por los bandos religiosos en conflicto. En definitiva, la Ley de Tolerancia fue un primer y 
dubitativo paso para moderar las leyes de persecución a favor de la disidencia protestante, con el propósito de «unir a los 
súbditos protestantes de Vuestras Majestades», como ella misma lo dice. Su principal consecuencia va a ser entonces la de 
permitir, a lo largo de las siguientes décadas, el desarrollo de una práctica de la tolerancia que no se expresaría en la 
legislación. La armonización entre la práctica y la legislación se empezará a producir sólo a finales del siglo XVIII y 
comienzos del XIX, cuando se expidieron varias leyes en esa dirección, entre las cuales se destaca como punto 
culminante el denominado Román Catholic Emanrípation Act áe. 1829 (Kamen, 1987: 125). 

Es importante anotar que los disidentes protestantes podían ser miembros de la Cámara de los Comunes 
gracias a las franquicias parlamentarias que desde la dinastía de los Tudor les fueron reconocidas. Esto les permitió 
constituirse en el núcleo del partido Whigy ejercer una nada desdeñable influencia en la política inglesa (Horwitz, 1977: 
54). 

Véase supra p. [27] y n. 143. 
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El restablecimiento de los equilibrios perseguido por las leyes aprobadas tras la revolución no 
benefició exclusivamente al Parlamento, sino también a los jueces. En este punto sobresale el último 
de los elementos del arreglo u ordenamiento de la revolución: la Ley de Establecimiento {Act of 
Settkment)^ cuya vigencia comenzó en 1714 con el ascenso de Jorge 1 al trono (rey hasta 1727), a pesar 
de que fue aprobada en 1701. La ley pasará a la historia como «el epílogo de nuestras leyes 
constitucionales, el complemento de la revolución misma y del h/// of Rights y el último gran estatuto 
que limita el poder de la Corona» (HaUam, 1912:111, 196)'^'. 

Lo primero que debe decirse sobre esta ley es que en ella se estableció cuál sería el orden de 
sucesión al trono, que en consecuencia pasó a ser ocupado por la dinastía de los Hannover, después 
de la muerte de la reina Ana (1702-1714), que a su turno había sucedido a Guillermo y María. Así, la 
Ley de Establecimiento servirá como título de legitimación de una nueva dinastía, al tiempo que a 
través de ella se confirmó el contrato original entre el pueblo y la corona, de acuerdo con el cual los 
reyes se obligan a acatar las leyes de Inglaterra, y con ello a respetar las libertades y derechos de los 
súbditos. 

De otra parte, la ley buscó preservar la posición tradicional de los jueces y tribunales dentro del 
equilibrio institucional, lo que sólo podía ser garantizado en la medida en que no estuvieran 
sometidos a la corona o a cualquier otra autoridad. Durante la época de los Estuardo los jueces 
fueron objeto de frecuentes presiones para que interpretaran el derecho según las instrucciones 
impuestas desde el trono. Por eso, después de la revolución se llegó a la conclusión de que era 
necesario velar por la independencia de los jueces, propósito que solamente se podía obtener si se les 
concedía inamovilidad en su cargo. Esta fue precisamente la decisión aprobada en la Ley de 
Establecimiento, la de garantizar que los jueces permanecerían en el cargo «mientras observen buena 
conducta» {guamdiu se bene gesseriníf''^^. Asimismo, se dispuso que quien debía juzgar el 
comportamiento de los jueces era el Parlamento, y no el rey, con lo cual se aseguraba aún más su 
independencia. De esta forma, el principio de la supremacía de la ley fundamental del reino —en 
últimas, de la supremacía de la constitución—, cuya defensa se planteó desde los debates de 
principios del siglo XVII, se vio reforzado a través de la garantía de la independencia judicial'®^. 

La ley también contenía algunas previsiones acerca de la organización del aparato 
gubernamental. Una de ellas disponía que todos los parlamentarios que hubiesen recibido algún 
empleo iflacement) o pensión (fensioners) por parte de la corona debían abandonar el Parlamento, lo 


*5* Para un análisis concreto de sus contenidos nos remitimos a sus propias cláusulas (véase infra pp. [...]). 

El origen de esta disposición se halla en un acuerdo logrado entre los jueces y el recién coronado Guillermo 
III, que se cristalizó en una serie de decretos o resoluciones ejecutivas que declaraban inamovibles a los jueces bajo la 
mencionada fórmula quamdiu se bene gesserint. Ello implicaba abandonar la fórmula tradicional, según la cual los jueces 
permanecían en su cargo durante beneplácito, con el beneplácito del rey. 

'53 La importancia de la inamovilidad de los jueces en Inglaterra y su profunda relación con la independencia 
judicial es destacada, entre muchos otros, por E. S. Creasy (1880: 299-300), W. S. Holdsworth (1903: VI, 518-519), A. C. 
Pereira Menaut (1992: 246), F. W. Maitland (1963: 312-313) y J. F. Stephen (1996: II, 134). 
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que implicaba que todos los servants del rey —esto es, todos los funcionarios del ejecutivo— debían 
ser excluidos de la Cámara de los Comunes. Además, otra previsión pretendía restablecer la antigua 
autoridad del Consejo Privado, un comité que había tenido mucha importancia en la época de los 
Tudor^^"^. Sin embargo, estas disposiciones no entraron en vigencia, pues fueron desaprobadas por 
Ana después de su ascenso al trono. Su fracaso permitió preservar la conexión entre la Cámara de los 
Comunes y el ejecutivo, conexión necesaria para poder instaurar un régimen parlamentario. También 
favoreció el fortalecimiento del Consejo de Gabinete {Cahinet Counát), un consejo creado por Carlos 
II dentro del Consejo Privado, con el objeto de agilizar la toma de decisiones. De esta manera, en el 
Consejo de Gabinete (o simplemente «el gabinete»), se discutían y aprobaban todas las medidas de 
importancia para enviarlas luego al Consejo Privado en pleno para una mera ratificación. Si bien este 
Consejo contó con mucha oposición en sus iniciosla distinción entre el Consejo Privado y el 
Consejo de Gabinete se mantiene hasta nuestros días, y éste se convirtió gradualmente en el centro 
del poder ejecutivo, lo cual constituye una de las características principales del sistema parlamentario 
de gobierno^®*’. 

Al principio de este apartado se resaltaba la presencia en el arreglo constitucional de la 
Revolución Gloriosa de una tensión que enfrentaba los equilibrios institucionales y la supremacía de 
la ley fundamental del reino, propios del pasado medieval, con la idea de que el consentimiento de 
los gobernados, expresado mediante la representación parlamentaria, constituye el fundamento 
esencial de la existencia de la autoridad política. Pues bien, la alianza que se había conformado para 
enfrentar el doble propósito de Jacobo II de establecer una monarquía de derecho divino de talante 
absolutista y de autorizar el retorno del catolicismo permitió en ese momento armonizar la 
supremacía de la ley fundamental —y en general del resto del ordenamiento jurídico existente 


Este consejo surgió a partir del reinado de Eduardo VI (1547-1553) y constituía un cuerpo constitucional de 
consejeros (advisers) del rey, quien los consultaba según las leyes y las costumbres del reino. El Consejo nació como un 
comité del Conálium Ordinarium, el cual era, a su turno, un comité ejecutivo permanente del antiguo Magmm Consilium o 
Consejo Común del Reino. 

'55 En sus orígenes el Cahinet Comal no gozaba de buena reputación, motivo por el cual también era llamado 
Cabal, término que significaba «club» o «asociación de intrigantes» y que había sido aplicado popularmente a los concilios 
secretos del rey. La casualidad se sumó a este desprestigio, cuando en 1671 se dio la coincidencia de que el gabinete 
estuviera formado por cinco impopulares ministros, cuyas iniciales forman la palabra Cabal (Cüfford, Arüngton, 
Buckingham, Ashley y Lauderdale). 

'55 Antes de la Ley sobre los Ministros de la Corona {Ministers of the Crown Aci) de 1937, la naturaleza y funciones 
del Gabinete estaban determinadas por la práctica política y las convenciones constitucionales —es más, varias de éstas 
sobreviven aún al lado del derecho escrito—. Durante mucho tiempo algunos lo consideraron como un órgano que no 
encajaba en la estructura institucional, llegando incluso a afirmar que era contrario a la constitución. Así, a finales del siglo 
XVII, el historiador John Trenchard, en un libro titulado A short history of standing armies in England (1698), escribió: 
«anteriormente, todos los temas de Estado (...) eran debatidos y resueltos en el Consejo Privado, donde todas las 
personas expresaban una opinión y eran responsables de eUa. El Rey Carlos II fue el primero que rompió la más 
excelente parte de nuestra Constitución al formar un Cabal o Cahinet Council, donde todos los temas eran debatidos y 
resueltos y [posteriormente] remitidos al Consejo Privado para ser confirmados» (citado en Taswell-Langmead, 1905: 
528). 
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mediante la tradición del common law — con la voluntad política del Parlamento. El proyecto 
absolutista de Jacobo II facilitó que se forjara un complejo compromiso en el que la tradición —que 
sometía el ejercicio del poder a los preceptos de la ley fundamental del reino— encontró la mejor 
manera de hacer frente a semejante amenaza en el Parlamento, cuyas mayorías, unidas contra Jacobo 
II, se comprometieron a mantenerse ellas mismas dentro de los Mmites de dicha ley para hacer 
retornar a la monarquía a sus acostumbrados cauces. 

De esta manera, la Revolución Gloriosa significó el triunfo de la idea de la supremacía del 
derecho —representada institucionalmente en el Parlamento y en el estamento judicial— sobre la 
prerrogativa regia. Con ello se consolidó la fórmula del gobierno sometido a la ley, una fórmula que 
tendrá gran influencia en el desarrollo del constitucionalismo moderno y que la doctrina se encargará 
de sistematizar bajo la célebre noción de IG/í of Lmw, utilizada por A. V. Dicey en 1885^^^, en una 
contraposición que él hace entre dos tipos ideales de gobierno, el de la IG/í of Lmw (inglés) y el del 
Droit Administratif (francés) (Clavero, 1997: 190-199). En su momento, Dicey le asignó al término tres 
significados. En primer lugar, «la absoluta supremacía o predominancia de la ley regular, lo cual es 
opuesto a la influencia del poder arbitrario y excluye la existencia de arbitrariedad, de prerrogativa e 
incluso de un gobierno con amplias autoridades discrecionales (...); en este sistema una persona 
puede ser castigada por infringir la ley, pero no puede ser castigada por nada distinto». En segundo 
lugar, expuso que el 'Rule implica <águaldad ante la ley, o la igual sujeción de todas las clases a la 

ley ordinaria del país que es aplicada por los tribunales de derecho ordinario». Finalmente, afirmó que 
este principio entraña que «entre nosotros, la ley de la constitución, las normas que en otros países 
forman parte natural de un código constitucional, no son la causa sino la consecuencia de los 
derechos de las personas, tal como ellos son definidos y aplicados por los tribunales; significa, 
entonces, que los principios del derecho privado han sido extendidos a través de la acción de los 
tribunales y el Parlamento para determinar la posición de la corona y de sus servidores; así la 
constitución es el resultado de la ley ordinaria del país»^^*. 


'57 En efecto, este autor, en su libro Introduction to the Studj of the luiw of the Constitution (Dicey, 1915: XXXVII- 
XLVIII), es uno de los primeros que usa y desarrolla esa noción. Como bien lo señala A. C. Pereira Menaut (1992: 209), 
Rule of luiw es una expresión difícil de traducir fielmente. Así, se ufilñan distintas expresiones para definirla, tales como 
«imperio del derecho», «Estado de derecho», «gobierno regido por el derecho», aun cuando en estos casos el término 
«derecho» no se reduce a la ley del Parlamento, sino que significa un derecho que se erige a partir de la existencia de una 
ley fundamental a la cual se somete el ejercicio de la autoridad pública en todos sus niveles. Aunque la traducción de la 
expresión sea difícil, la idea de Rule of luiw es fácil de captar: presupone un universo regido por el derecho, y quiere decir 
que el derecho debe ser el que impere, que quienes rigen la comunidad política deben actuar conforme a él y que el 
derecho se aplica por igual a todos, tanto a los gobernantes como a los gobernados. Por eso, <ámperio del derecho», 
aunque nada literal parece ser una de las traducciones menos malas de Ralle ofLaitv. 

*58 Bradley y Ewing (1997: 105) consideran que el Ratle of Raw tiene hoy en día las siguientes implicaciones 
fundamentales: «Primero, el Ralle ofLauv expresa una preferencia por la ley y el orden dentro de una comunidad, en vez de 
anarquía, guerra y conflicto constante. En este sentido, el Ralle of Raw constituye una mirada filosófica de la sociedad que 
está vinculada con nociones democráticas fundamentales. En segundo lugar, el Ralle of luiw expresa una doctrina legal de 
importancia fundamental, de acuerdo con la cual el gobierno debe ajustarse a la ley y, además, la ley requiere que los 
conflictos sean resueltos por los tribunales judiciales. Tercero, el Rule oflutui se refiere a un cuerpo de opiniones políticas 
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Como se ha indicado, el íCy/í of Lmw constituye una de las grandes contribuciones del 
constitucionalismo inglés al constitucionalismo moderno. Con todo, en el ámbito anglosajón la 
evolución posterior de esta noción tomó dos rumbos diferentes. En Inglaterra, durante la segunda 
mitad del siglo XVIII, se observará la consolidación del 'Rule of Parliament, concepto que fue 
propugnado por Wüliam Blackstone^’^ y que también ha sido analizado por Dicey, al hacer referencia 
a la Sovereignty of Parliament (1915: 37-82). De acuerdo con este principio, el Parlamento es soberano, 
de tal manera que no tendría Mmites para reformar la constitución y que las leyes que dicte no pueden 
ser controladas por el poder judicial®®. Ello nos remite nuevamente a la compleja relación entre la 
voluntad política —expresada en el Parlamento— y la creencia en la supremacía del derecho^®\ De 


acerca de cómo se deben regular concretamente el derecho sustancial (por ejemplo, si el Gobierno debe tener facultades 
para detener ciudadanos sin una orden judicial) y el procedlmental (por ejemplo, la presunción de Inocencia en los juicios 
penales y la Independencia de la justicia)». 

En su libro Commentaries on the laws ofPngland (1756-1769), Blackstone afirmó sobre el Parlamento que «tiene 
la autoridad soberana e incontrolable de elaborar, confirmar, dar alcance, refrendar, abrogar, derogar, reavivar y 
promulgar las leyes, en lo que a cualquier asunto concierne, en todas sus posibles denominaciones, eclesiástico o 
temporal, civil, militar, marítimo, o penal; este es el lugar dónde ese poder despótico y absoluto, que en todos los 
gobiernos ha de residir en alguna parte, ha sido establecido por la constitución de estos reinos» (Blackstone, 1979:1, 156- 
157). 

200 En consecuencia, estamos en presencia de dos interpretaciones de la Revolución Gloriosa (Fioravanti, 2001: 
96): una que la concibe como el establecimiento inexorable de la supremacía del Parlamento, gracias a la disminución de 
los poderes del rey, frente a otra que considera que la revolución había recompuesto el equilibrio tradicional de la ancient 
constitution mediante la clásica fórmula institucional del King in Varliament, donde la monarquía y la representación 
parlamentaria se controlaban mutuamente. Mientras que Blackstone es un buen ejemplo de la primera de estas 
interpretaciones, la segunda no tuvo pocos defensores, que precisamente se opusieron a la tesis de la omnipotencia 
parlamentaria planteadas por ese autor. Entre ellos se destaca Henry Bolingbroke, quien en su texto A Dissertation upon 
Parties (1733-34) considera que la Constitución inglesa es el «compendio (assemblage) de leyes, instituciones y costumbres, 
que se derivan de ciertos principios invariables de la razón, y que se dirigen a ciertos objetivos invariables del bien 
público, con los cuales se compone el sistema general según el cual la comunidad ha estado de acuerdo en ser gobernada» 
(Bolingbroke, 1997: 88). En este mismo sentido, en su obra Thoughts on the Cause of the Present Discontents (1770), Edmund 
Burke (1981: 254; 1992a: 274) criticó la idea de que el Parlamento no tiene límites ni puede ser controlado, puesto que la 
esencia de la Cámara de los Comunes —que para este autor es la parte principal del Parlamento— «consiste en ser la 
imagen expresa de los sentimientos de la nación. No fue instituida para constituir un control sobre el pueblo (...). Fue 
imaginado como un control en beneficio del pueblo», siendo el objeto de este control el ejercicio del gobierno por un 
ministerio responsable ante dicha cámara. 

201 A. W. Bradley y K. D. Ewing (1997: 108) consideran, sin embargo, que la relación entre el Rule ofluiw y el Patle 
of Parliament no tiene que ser necesariamente de conflicto y puede fundarse en el equilibrio. Al respecto citan un aparte de 
la sentencia X vs. Morgan-Grampian Ctd. (1991) AC 1, 48 (Lord Bridge), en la que se señaló: «La preservación del Putle of 
Lmiv es en todo sentido tan importante en una sociedad libre como el sufragio universal. En nuestra sociedad el Putle of 
Lmiv descansa sobre dos bases de carácter similar: la soberam'a de la reina en el Parlamento para hacer la ley y la soberam'a 
del los tribunales de la reina para interpretar y aplicar la lep>. B. Clavero (1995: 192) ofrece también otra mirada sobre esa 
relación compleja al manifestar que existe «un núcleo indisponible de rights, de derechos constitucionales en su sentido 
subjetivo preciso y de alcance directivo último tanto para la actuación judicial como para la práctica legislativa. Si hay una 
rule de alcance general, más que rule of law, una regla de derecho objetivo con un componente legislativo discrecional, es la 
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otra parte, al otro lado del Adántico, en las trece colonias británicas en Norteamérica, se mantuvo la 
idea de la supremacía de la ley fundamental incluso sobre la voluntad del Parlamento inglés. Después 
de 1765, estas dos diferentes formas de concebir el desarrollo de la constitución inglesa se 
enfrentaron en un debate que está en el origen de la guerra de independencia y que explica algunos 
de los elementos principales del constitucionalismo estadounidense, que refuerza la noción del of 
Lmw con el establecimiento de la supremacía de una Constitución plasmada en un documento escrito, 
para garantizar su vigencia. De la manera como el BMle of Lmw es recuperado y acentuado por el 
constitucionalismo estadounidense del siglo XVIII nos ocuparemos más adelante {infra pp. [...]). 

4. Las transformaciones posteriores: la «revolución invisible» y la 

CONSOLIDACIÓN DEL PARLAMENTARISMO DURANTE EL SIGLO XVIII 

El período revolucionario inglés que abarca el siglo XVII Uega a su fin con la Revolución 
Gloriosa. Pero la constitución inglesa se continuará transformando. El presente apartado tiene por 
fin describir los cambios que condujeron al establecimiento del régimen parlamentario de gobierno, 
una de las características identificatorias del sistema poMtico inglés que más influencia ejercerá sobre 
el desarrollo de las instituciones en el constitucionalismo moderno. 

A lo largo del siglo XVIII, el sistema parlamentario con gobierno de gabinete se irá 
estableciendo en Gran Bretaña^®^ en forma paulatina, a través de una «revolución invisible» 
(Matteucci, 1998: 146). Esta transformación se destaca porque no se llevó a cabo mediante decisiones 
legislativas, sino que será producto de acuerdos y convenciones surgidos de la práctica política 
cotidiana, que irán generando normas de tipo consetudinario^®^. Por consiguiente, no fueron las leyes 
emanadas del Parlamento las protagonistas de este proceso: lo fueron la experiencia política, la 
costumbre desarrollada paulatinamente dentro de las instituciones, los compromisos y las 
convenciones que el ejercicio cotidiano del poder genera; en fin, no fue la constitución como texto 
sino la constitución como práctica, la que fue transformándose de manera progresiva hasta llegar al 
gobierno parlamentario. 

Se trata, por ende, de un proceso que tiene la complejidad de aquello que es construido 
progresivamente, durante un largo periodo, y cuyas consecuencias solamente pueden ser vistas 


que podemos llamar rule of rights, una regla de derechos constitucionales subjetivos, derechos de libertad, suponiendo no 
sólo un canon para la justicia, sino también un régimen para el parlamento». 

Es importante mencionar que en 1706 y 1707 mediante dos leyes tituladas «Ley de Unión con Escocia» 
(Union with Scotland Act), se reafirmó la unión legislativa con este país. Posteriormente, en 1801, se produjo la unión 
legislativa con Irlanda, con lo cual se constituyó el «Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda» (después de 1922 sólo 
Irlanda del Norte hace parte del Reino Unido). 

203 Precisamente esta será una característica distintiva de muchos de los grandes cambios constitucionales 
ocurridos durante el siglo XVIII. Por el contrario, las transformaciones constitucionales del siglo XIX se realizarán 
fundamentalmente a través de leyes del Parlamento. 



cuando se ha avanzado en su desarrollo. Estas transformaciones modificaron a tal punto el 
funcionamiento de las instituciones que la estmctura constitucional original de la revolución de 1688 
apenas podría ser reconocida por los autores del Bill ofBJghts en sus principios fundamentales^®'^. Por 
eso es posible decir que después de la Revolución Gloriosa se produjo una revolución «invisible» que, 
a partir de los fundamentos constitucionales planteados en la primera, construyó el edificio 
institucional del sistema parlamentario a través de un proceso que no es lineal, sino que está lleno de 
avances y retrocesos. Al final de este proceso, el rey habrá perdido las atribuciones fundamentales del 
poder ejecutivo. EUas estarán a cargo de un gabinete, elegido y dirigido por un primer ministro. Y si 
bien el rey lo nombrará nominalmente, el nombramiento recaerá sobre el Mder del partido político 
con mayoría en la Cámara de los Comunes. Además, el primer ministro y el gabinete ya no 
responderán ante el rey, sino ante esta Cámara. 

Ahora bien, lo cierto es que a pesar de que Guillermo III había sido invitado por el parlamento 
para ocupar el trono y de que requería de su apoyo para poder gobernar, este rey no puede ser visto 
como un instrumento a disposición de los Lores y los Comunes. Tanto Guillermo III como su 
sucesora, la reina Ana, fueron monarcas conscientes de su prerrogativa y de los alcances que ella 
tenía. Con la revolución «la causa de la monarquía triunfó, la de la monarquía absoluta perdió» 
(Guizot, 1850: 72), lo que significa que en adelante los reyes abandonaron toda pretensión absolutista 
según el modelo de Jacobo II, pero no perdieron —por lo menos Guillermo y Ana— el ejercicio del 
poder que legalmente les correspondía^®^. Por eso, el régimen jurídico-institucional producto de la 
Revolución Gloriosa se define como una «monarquía constitucional». En este régimen el jefe del 
gobierno es todavía el monarca, es decir, una persona que no tiene una legitimación electoral, sino 
dinástica. Sin embargo, sus actuaciones se rigen por un sistema de normas promulgadas o de reglas 
convencionales que, funcionando a la manera de límites, regulan su relación con las demás 
instituciones y con los destinatarios del poder (Loewenstein, 1983: 89). 

Con todo, dicho régimen empezó a cambiar con el ascenso al trono de la dinastía de los 
Hannover en 1714. Esto fue posible, entre otras cosas, por la personalidad y los intereses de Jorge I 
(1714-1727) y Jorge II (1727-1760), los dos primeros reyes de esa dinastía, quienes eran extranjeros 
de sangre, de lengua y de ideas políticas. Ellos mantuvieron profundos lazos con su país de origen y 
aparentemente consideraban al reino inglés como un apéndice de su pequeño reino germano. Estos 
reyes «no estaban interesados en involucrarse más de lo necesario en los enfrentamientos turbulentos 
de un gobierno constitucional, y cedieron su nombre y autoridad a ministros competentes, actuando 


20'* Dentro de los estudios sobre las transformaciones políticas y constitucionales en la Gran Bretaña durante el 
siglo XVIII pueden ser destacados los de D. Baranger (1999), J. Brewer (1990), B. Harris (2002), J. Irazusta (1970), R. 
Kleinhenz (1991) y E. N. Williams (1960). 

205 Conviene señalar que G. Straka ha demostrado la permanencia de la teoría del derecho divino de los reyes 
después de la Revolución Gloriosa, especialmente en los escritos elaborados por algunos miembros de la Iglesia 
Anglicana en los que se planteó el carácter providencial del ascenso al trono de los nuevos monarcas. De todas formas, 
este «derecho divino providencial», que «caracterizó la teoría política anglicana post-revolucionaria y su iglesia», es distinto 
del concepto Estuardo del derecho divino hereditario, al cual reemplazó (Straka, 1962: 639). 
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bajo la orientación de éstos y brindándoles su ayuda con todos los medios que tenían a su 
disposición» (May, 1882: I, 7). La indiferencia de los dos primeros Hannover respecto a todo lo que 
no afectara los intereses de sus dominios continentales tuvo profundos e importantes efectos, el 
principal de los cuales fue permitir que la constitución inglesa se transformara sin obstáculos, bajo un 
reinado en el que el elemento del poder personal de rey se fue reduciendo hasta prácticamente 
desaparecer. 

Años más tarde, Jorge III (1760-1820), que se vanagloriaba de ser realmente británico, procuró 
por todos los medios recuperar el terreno perdido por sus dos antecesores en el ejercicio de la 
prerrogativa regia. Pero sus intentos fueron inútiles, pues la práctica del gobierno ministerial, con 
responsabilidad colectiva de todos los ministros frente a la Cámara de los Comunes, estaba ya 
arraigada. En adelante, el sistema político-constitucional inglés experimentará la consolidación de la 
«monarquía parlamentaria», un régimen en el cual el gobierno ya no reside en el monarca y depende 
del respaldo del Parlamento. Dado que esta institución es la expresión de la relación de fuerzas entre 
los distintos partidos políticos, el gobierno será ejercido regularmente por el jefe de aquel que haya 
obtenido la mayoría de escaños en la Cámara de los Comunes. Esto conducirá al resultado paradójico 
de «la supremacía o primado político del ejecutivo» en el moderno parlamentarismo británico, en el 
cual «el Cahimt Government el corazón del sistema constitucional británico» (Matteucci, 1998: 157). 

La consolidación paulatina del gobierno de gabinete y del parlamentarismo fue posible, 
principalmente, gracias a la forma como el Parlamento y, por esta vía, el electorado, se dividieron en 
dos grandes partidos políticos que se enfrentaron entre sí por el control del poder ejecutivo. Es decir, 
el proceso fue el resultado de la interacción entre los dos partidos políticos, dentro y fuera del 
Parlamento, y de la relación de éstos con el rey. De esta manera se fueron constmyendo los vínculos 
entre el ejecutivo y el Parlamento y se fue configurando una forma particular de materialización del 
principio de la «separación de poderes» (Loewenstein, 1983: 55). Ahora bien, es necesario insistir aquí 
en que, en ese momento, los Tories y los Whigs constituían partidos de notables, es decir, no eran más 
que la unión de unos líderes políticos con ideas comunes respecto al tratamiento de problemas 
concretos. Para que surjan los partidos políticos electorales de masas habrá que esperar a las reformas 
electorales del siglo XIX, que ampliaron gradualmente el derecho al voto y reformaron el sistema 
electoral y las competencias de las dos cámaras del Parlamento. 

También es preciso aclarar que, a pesar de las transformaciones que se estaban dando, la 
influencia de la corona en el Parlamento siguió siendo muy importante —especialmente durante el 
gobierno de Guillermo III y el de Ana—, influencia que se beneficiaba del hecho de que las 
divisiones entre los Whigs y los Tories no eran tan claras y profundas^®*’. Además, había muchos 
miembros del Parlamento que no estaban alineados a favor de unos u otros y algunos creían que su 
principal deber era apoyar a la corona en el Parlamento contra las maquinaciones de los partidos, 
bajo el principio de que «el gobierno de Su Majestad debe continuar» {his majestie’s government must be 


206 ¡-[j]] (1976 y 1996) analiza detalladamente el desarrollo de los partidos Whigy Toty a lo largo del siglo 

XVIII. 
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carried orí). Finalmente, otros estaban dispuestos a hacerlo, no tanto por seguir una regla de acción 
poMtica, sino por las ventajas personales que ello podría representarles. 

Podría pensarse que desde el mismo final de la Revolución Gloriosa, con el inicio del reinado 
de Guillermo III, las circunstancias imponían un gobierno de partido dominado por los Whigs, dado 
que éstos habían asegurado la llegada al trono del príncipe holandés. Sin embargo, el nuevo rey se 
oponía firmemente al gobierno de partido y quiso ejercer el poder personalmente, buscando el 
respaldo de un Parlamento unido para adelantar la guerra contra Francia, que apoyaba el retorno de 
los Estuardo. Fue así como, en un principio, Guillermo distribuyó equitativamente los cargos de los 
niveles superiores del gobierno entre los Tories y los Whigs. Pero esta política no sólo no sirvió para 
conseguir la unanimidad entre los ministros de la corona, sino que incluso provocó una franca 
hostilidad entre ellos. En vista de lo anterior, el rey abandonó la neutralidad que había mantenido 
para con los dos partidos y le entregó todos los cargos de la administración a los Whigs, que eran 
mayoría en la Cámara de los Comunes. 

Al igual que Guillermo III, su sucesora, la reina Ana, tenía una marcada preferencia por la 
constitución de un gobierno equilibrado, compuesto por los miembros moderados de cada partido. 
Sin embargo, la simación cambió radicalmente unos pocos años antes de la muerte de la reina, al 
revitalizarse el proyecto de restauración de los Estuardo, lo que generó una profunda división en el 
partido Tory entre quienes lo rechazaban de plano y quienes lo aceptaban al menos como una 
posibilidad. Precisamente, la división del partido Tory alrededor del proyecto de restauración y la 
decisión de los reyes Hannover de gobernar con el partido que les fuera decididamente afecto, 
permitió que los Whigs dominaran los Parlamentos convocados por Jorge I y Jorge II, durante medio 
siglo, lo que fue decisivo para la estabilización del gobierno de partido y la evolución del gabinete 

La transformación de las relaciones entre el ejecutivo y el Parlamento, producida a través del 
proceso de surgimiento del régimen parlamentario, supuso un desplazamiento de la corona, hasta el 
punto de ceder el ejercicio del poder a un órgano de vieja data, pero que había adquirido un nuevo 
carácter: el gabinete. Ciertamente, bajo los dos últimos Estuardo el gabinete era en realidad una junta 
de los hombres de confianza del rey, que sostenía la autoridad de la corona, no sólo contra los demás 
miembros del Consejo Privado, sino también contra los proyectos y el poder del Parlamento. 
Después de la Revolución Gloriosa, concretamente a partir del ascenso de la dinastía de los 
Hannover (1714), se fue convirtiendo, lenta y progresivamente, en un órgano ministerial que, aunque 
era nombrado nominalmente por el rey, constituía en realidad un comité ejecutivo de la Cámara de 
los Comunes, cuya supervivencia dependía del apoyo de las mayoría de esta Cámara. 

Este proceso implicó también la transformación a través de la cual se Uegó a la figura acmal del 
Primer Ministro. Al principio, el premier no tenía primacía legal sobre los demás ministros, siendo un 
primus Ínter pares. Más que una entidad gubernamental, el Primer Ministro era una persona, el Mder de 
los Whigs en la cámara baja, durante mucho tiempo (entre 1721 y 1742) Robert Walpole (1676-1745), 


Sobre la preponderancia de los Whigs durante ese periodo véase los estudios contenidos en la obra editada 
porj. Cannon (1981). 
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quien comenzó a presidir las reuniones del Consejo Privado —del cual el gabinete es su principal 
órgano—, por la sencilla razón de que el rey no las presidía (Jennings, 1965b: 132). Pero la evolución 
posterior ha hecho de él la figura central del gabinete, lo cual ha permitido decir a Kenneth C. 
Wheare (1967: [...]) que Inglaterra, más que un «gobierno de gabinete», tiene un «gobierno de Primer 
Ministro». Actualmente, el premieres el jefe del ejecutivo y puede continuar siéndolo en la medida en 
que cuente con la confianza de las mayorías, es decir, del partido mayoritario en el Parlamento. Y si 
bien él es nombrado por el rey, una facultad para la cual no existe límite formal alguno, la práctica 
constitucional impone el nombramiento del líder del partido político que haya obtenido en las 
elecciones el mayor número de escaños en la Cámara de los Comunes, la asamblea representativa del 
Parlamento. Además, el Primer Ministro es quien selecciona a los ministros del Gabinete. Sus 
nombres son sometidos al rey para su aprobación, pero ello no pasa de ser una formalidad. 

Así pues, durante el siglo XVIII surgirá lentamente el régimen parlamentario de gobierno en 
Inglaterra, a través de una «revolución invisible» que no requirió de enmiendas a los estatutos y leyes 
parlamentarias. Pero la consolidación del sistema parlamentario estuvo acompañada de muchas 
inquietudes acerca del funcionamiento del mismo. Por una parte, por varias décadas las elecciones 
estuvieron marcadas por el uso recurrente del fraude electoral. Además, durante mucho tiempo el 
apoyo parlamentario a los gobiernos se forjó a través de los favores, los honores, las pensiones, las 
sinecuras y los demás beneficios que podían otorgar los nada desdeñables poderes de patronage del 
gobierno. Esta fue precisamente una de las características más sobresalientes de la poMtica británica 
del siglo XVIII —característica que se extenderá prácticamente hasta principios del XIX—, bajo el 
llamado Government by Influence, que para mantener sus ruedas andando utilizó el cüentelismo, el 
soborno y la corrupción^®*. De otro lado, buena parte de los electores, tanto en los burgos {horoughi) 
como en los condados {counties), estaban sometidos a los intereses de un número relativamente 
pequeño de familias poderosas, terratenientes y empresarios que efectivamente podían y aseguraban 
la elección de sus propios nominados. En realidad, pocos electores estaban en la posición de realizar 
una elección libre si lo hubiesen querido, pues no sólo estaban sometidos a presiones, sino que 
además tenían que votar en público, subiendo a un estrado y en frente de todos. 

Como si fuera poco, las circunscripciones electorales no se actualizaban desde la época de los 
Estuardo, lo cual originó una sobrerrepresentación de los distritos electorales mrales frente a los 
centros urbanos, dado que la representación parlamentaria de las grandes ciudades no aumentaba al 
ritmo de su crecimiento poblacional. Así aparecieron los célebres rotten boroughs («burgos podridos»), 
distritos electorales que mantenían su representación parlamentaria a pesar de estar casi deshabitados 
y que prácticamente le pertenecían a algunas pocas familias. Este cuadro se completa con los 


208 Duverger (1976: 18) afirma al respecto, apoyándose en los trabajos de Ostrogorskl, que «la cormpelón tuvo un 
Importante papel en el desarrollo de los grupos parlamentarlos británicos. Durante mucho tiempo, los ministros ingleses 
se aseguraban sólidas mayorías comprando los votos, si no las conciencias de los diputados. Esto era casi oficial: existía 
en la Cámara misma una taquilla donde los parlamentarios iban a cobrar el precio de su voto en el momento del 
escrutinio». 
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denominados Treasury Horoughs, que eran circunscripciones que el ejecutivo tenía asegurados para sí 
gracias a la propiedad que tenía sobre ciertos inmuebles o a la compra de votos con dinero o cargos. 

En vista de lo anterior, el Parlamento no podía ser nada distinto a un órgano oligárquico, ya 
que la mayoría de elecciones se decidían por conexiones familiares e intereses locales en beneficio 
personal. Además, sólo una pequeña parte de la población tenía acceso al voto y, por ende, la 
mayoría de los miembros del Parlamento eran en realidad elegidos por unos pocos colegas 
latifundistas o burgueses, o por la misma corona^®^. Por eso, a partir del siglo XIX se presentarán una 
serie de cambios constitucionales, ahora a través de leyes del Parlamento, por medio de los cuales se 
producirá un lento y gradual proceso de democratización y depuración del sistema político. EUo se 
deberá en buena parte a la presión ejercida por la clase trabajadora, surgida a partir de la revolución 
industrial, que comenzará a exigir el reconocimiento de sus derechos poMticos^^'^. Empero, también 
debe anotarse que, desde finales del siglo XVIII, varios dirigentes políticos tenían conciencia de la 
necesidad de hacer cambios en la elección y funcionamiento del Parlamento^”. 

De esta manera, después de prolongados debates se dictó la reforma electoral de 1832, a través 
de la cual se eliminó la mayoría de los «burgos podridos» y se amplió el número de electores de 
435.000 a 650.000, en la medida en que se introdujeron la educación y el mérito personal como 
criterios alternativos para poder ejercer los derechos políticos, al lado de los requisitos de riqueza y 
rango; luego, en 1867, se concedió el derecho de sufragio a buena parte de los habitantes de las zonas 
urbanas, con lo cual el número de electores llegó a l’TOO.OOO; después, en 1873, se estableció el voto 


Es por eso que Hermet (1996: 31) dirá al respecto: «Que el triunfo del parlamentarismo inglés corresponda 
hasta principios del siglo XIX a una verdadera llamarada reaccionaria no es, pues, sorprendente. Si el Parlamento elegido 
representa, frente a la majestad real ahora sólo decorativa, la afirmación de la hegemom'a recién adquirida por una 
oligarquía burguesa y aristocrática, aparece de la misma manera como el cerrojo institucional de la decadencia social y 
política del campesinado y del pueblo humilde. (...) Durante un siglo, por lo menos, la política a la inglesa no deja de 
caracterÍ 2 arse por un juego que reposa sobre la exclusión de las masas, la intimidación, la corrupción y el fraude, cuyos 
rasgos prefiguran los de las seudodemocracias oligárquicas bastante comunes en las sociedades preindustriales de la 
Europa meridional o de la América Latina». Respecto de las caractensficas del régimen político y electoral británico de 
aquellos años (particularmente su carácter oligárquico) véase los estudios editados por D. A. Baugh (1975) y el de J. A. 
Philhps (1982). 

210 Por ejemplo, en 1838 aparece la Carta del Pueblo, el programa del carfismo, un movimiento de los trabajadores 
que perseguía la realización de reformas políticas y que desempeñó un destacado papel hasta 1848. Entre las exigencias 
formuladas en dicho programa se encontraban el sufragio universal masculino para los mayores de 21 años, el voto 
secreto, la elección anual del Parlamento, el derecho de los no propietarios a ser elegidos y la reconfiguración de las 
circunscripciones electorales. 

2" Fue así como, en 1785, el Primer Ministro William Pitt presentó un proyecto de ley, que finalmente no fue 
aprobado, para ampliar el derecho al sufragio y reformar el sistema electoral. Es importante añadir que la incertidumbre 
que despertaba el cambio, al igual que el posterior escepticismo ante la Revolución Francesa, hicieron que el tema se 
aplazara por más de cincuenta años. Precisamente, los dos más célebres representantes en Inglaterra de ese abierto 
rechazo a la revolución francesa fueron Edmund Burke, por su conocido escrito 'Reflexiones sobre la revolución francesa de 
1790 (Burke, 1992b), y Jeremy Bentham, por su trabajo dedicado a la crítica de las declaraciones de derechos del hombre 
titulado AnarchicalFallacies: being and examination of the Declarations of'PJghts issued during the French Revolution (Bentham, 1962). 
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secreto; más tarde, entre 1884 y 1885 se equipararon las condiciones establecidas para los habitantes 
de la ciudad y el campo para poder votar, de manera que el censo electoral ascendió a cuatro 
millones, el 56% de los hombres adultos; en 1918 se estableció el sufragio universal para los varones 
mayores de 21 años y las mujeres mayores de 30; en 1928 se rebaja a 21 años la edad requerida para 
que las mujeres pudieran votar, y en 1948 se estableció el principio de igualdad del voto, al eliminarse 
el derecho de los universitarios y los hombres de negocios de contar con un doble voto en las 
elecciones (Hermet: 1996, 31 ss.). 

III. CONSIDERACIONES FINALES: LOS APORTES DE LA REVOLUCIÓN 
INGLESA AL CONSTITUCIONALISMO MODERNO 

El hecho de que hayamos comenzado este trabajo con las declaraciones de admiración a la 
constitución inglesa, especialmente en la versión ofrecida por la Revolución Gloriosa, no supone que 
dejemos de considerar los límites y ambigüedades del sistema constitucional de este país que se 
hicieron evidentes durante los siglos XVlll y XIX. Como ya se explicó, en el surgimiento del 
constitucionalismo moderno en la Inglaterra del siglo XVll es posible constatar que la defensa del 
principio de la libertad no era necesariamente congmente con la defensa del principio democrático, y 
ésta va a ser precisamente una de las tensiones con las que va tener que lidiar el constitucionalismo 
—incluso hasta nuestros días— que en sus orígenes defendió, por lo menos teóricamente, la libertad 
del individuo, pero que en la práctica era muy escéptico respecto de la posibilidad de que todos los 
individuos pudieran participar en las decisiones políticas fundamentales. 

Teniendo esto en cuenta, es posible concluir que el periodo revolucionario inglés del sigo 
XVll, que tuvo en la Revolución Gloriosa su punto culminante, dio lugar al primer Estado liberal, es 
decir, el primer Estado «cuyo código consütucional tiene por objeto la libertad política» 
(Montesquieu, 1984: 1, p. 143), gracias a lo cual, como se señaló en la introducción, Inglaterra se 
constituyó durante el siglo XVlll en el modelo político para los partidarios de las ideas liberales en 
los demás países europeos. Ese papel protagónico lo perdería en los primeros años de la Revolución 
Francesa, pero luego de los excesos cometidos durante el período del denominado «régimen del 
terror», que hizo que esta revolución perdiera la simpatía de los liberales europeos, las instituciones 
inglesas volvieron a convertirse en el modelo a seguir, durante todo el siglo XIX (Varela, 1998: XVll 
y XXIV; Kriele, 1980: 387 y 411-412). 

En su lucha contra el propósito de los reyes Estuardo de instaurar un Estado absolutista, que 
constituía una ruptura con la tradición jurídico-constitucional que se había consolidado a través de 
los siglos, la revolución inglesa se concentró en la protección de las libertades individuales, es decir, 
en los términos de Lówenstein, en establecer Mmites al poder político. Por eso, salvo las propuestas 
de los niveladores, que siempre fueron minoritarias, en la revolución no surgirán reivindicaciones de 
orden democrático ni social, ni se pondrán en cuestión los privilegios y las desigualdades propias del 
Antiguo Régimen. 


94 



Por lo anterior, el aporte esencial de la revolución inglesa al constitucionalismo moderno se 
concentra en los mecanismos institucionales que permiten garantizar la vigencia de las libertades 
ciudadanas, el primero de los cuales fue el principio de la separación de los poderes, enunciado por 
Locke y dado a conocer al mundo por Montesquieu. A partir de este principio se pasa a garantizar la 
independencia del poder legislativo y del poder judicial con respecto al poder ejecutivo. De allí que se 
establezca que el Parlamento debe ser convocado periódicamente y que es el órgano del Estado que 
apmeba las leyes y establece los impuestos. También para garantizar la autonomía del Parlamento 
surgen los principios de indemnidad y de inmunidad parlamentaria, de acuerdo con los cuales, 
respectivamente, los parlamentarios no pueden ser cuestionados por sus manifestaciones dentro de 
los debates ni pueden ser capturados o procesados sin contar con la anuencia del propio Parlamento. 
Por su parte, la independencia de la justicia se aseguró mediante la fórmula que establecía la 
permanencia de los jueces en sus cargos mientras tuvieran un buen desempeño, y que esta última 
condición no sería juzgada por el poder ejecutivo, sino por el Parlamento. 

Las particularidades de la historia política y constitucional inglesa condujeron a que allí se 
desarrollara una relación especial entre el poder ejecutivo y el legislativo. De alM nace el régimen 
parlamentario, un sistema de gobierno que se extenderá por todo el continente europeo. Este 
régimen se caracteriza por tener una relación fluida entre el Parlamento y el ejecutivo, dado que el 
jefe del gobierno —el Primer Ministro— surge del Parlamento, donde generalmente lidera el partido 
o coalición que cuenta con las mayorías. Eso lo diferencia de lo que ocurre en el régimen de gobierno 
presidencial, que caracteriza a la mayoría de Estados del continente americano, el cual se distingue 
por contar con una separación de poderes rígida y porque el presidente, como jefe del ejecutivo, y el 
congreso cuentan con una legitimación democrática distinta, es decir, son elegidos en forma 
independiente. 

A partir de la tradición inglesa se generan también otros mecanismos para la protección de las 
libertades. Entre ellos se destaca la elaboración de cartas de derechos de los individuos, que imponen 
Kmites a la acción de los gobernantes. Estas cartas se fundamentan en la idea de que la sociedad 
poMtica surge a partir de un contrato social, del cual se derivan una serie de límites y obligaciones 
para los detentadores del poder. Asimismo, para la defensa de la libertad personal se establecen 
mecanismos judiciales como los jurados de conciencia y el Hábeas Corpus. A ello se suma el 
desarrollo del principio del debido proceso, según el cual las personas tienen derecho a ser juzgadas 
de acuerdo con unas formalidades establecidas, que tienen por fln precisamente garantizar los 
derechos de las personas. 

Todos estos mecanismos pueden ser concebidos como expresión del aporte básico del proceso 
revolucionario inglés al constitucionalismo moderno, esto es, el principio del gobierno sometido a 
derecho, el denominado ^le of Lmw. De alM surge la idea de la supremacía de la ley que es dictada por 
el Parlamento. En un principio, en el marco de la Revolución Gloriosa, se planteará también que el 
Parlamento —el órgano supremo— debe ceñirse a la ley fundamental del reino, lo que supone que 
no sea uno órgano soberano. Precisamente, de este postulado se desprenderá, luego de la revolución 
norteamericana de Anales del siglo XVIII, la idea de que las leyes deben estar en armonía con la ley 
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superior, la Constitución, y para asegurar que así sea se establece la judicial review, el control judicial de 
la constitucionalidad de las leyes. Sin embargo, en Inglaterra terminaría imponiéndose durante el siglo 
XVIII el principio de la soberanía parlamentaria, de acuerdo con el cual el Parlamento no tiene 
Kmites en lo que se refiere al contenido de las leyes y sus decisiones no pueden ser impugnadas ante 
ninguna instancia. De esta manera, esta institución no tendrá límites formales, aunque en la práctica 
se ceñirá a las convenáones constituáonales, los acuerdos tácitos alrededor de los fundamentos del sistema 
poM tico-constitucional^'^. 

En Inglaterra se establece la primera monarquía constitucional en sentido moderno, una 
expresión del gobierno limitado por el derecho. El gobierno será también representativo, puesto que 
una cámara del Parlamento será elegida mediante el sufragio. Sin embargo, el gobierno no será 
democrático, pues el derecho al voto sufrió amplias restricciones durante mucho tiempo, limitaciones 
que fueron eliminándose de manera paulatina, a través de distintas leyes, hasta establecerse el voto 
universal en 1928. Además, a los trabajadores se les impidió organizarse durante un largo período, 
situación que llegaría a su cima cuando en 1799 y 1800 se dictan las Leyes de Asociación {Comhination 
Actj que sancionaban penalmente la organización de sindicatos y establecían procedimientos 
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sumarios para su juicio . 

Precisamente, el carácter estrictamente liberal de las instituciones inglesas así como su 
capacidad de generar un compromiso entre el antiguo régimen y la modernidad, a través de los 
cambios pausados, tiene como consecuencia que, en medio de los momentos revolucionarios 
experimentados por distintos países europeos, el modelo inglés fuera propugnado por aquellos que 
impulsaban la alternativa de las transformaciones moderadas. Así ocurrió, por ejemplo, en la 
Revolución Francesa, como se verá en el capítulo dedicado a ella, y en España, en la preparación de 
la Constitución de Cádiz de 1812. 

Para terminar, es importante hacer una precisión. A diferencia de otras revoluciones 
posteriores —como la francesa, la rusa, la china y la cubana— la revolución inglesa no tuvo 
pretensiones de universalidad, en la medida en que se concentró en garantizar los derechos y 
libertades de los ingleses, y no los derechos de los hombres^'''. De allí que durante un largo período 
los católicos sufrieron amplias restricciones en sus derechos, dado que su creencia religiosa era 


2*2 Por otra parte, el ingreso de Inglaterra a la Comunidad Europea ha implicado límites a la R»/i? of Varliament, 
dado que ello significa que sus leyes deben estar en concordancia con la legislación comunitaria y con las decisiones de 
los tribunales comunitarios. Ver sobre este punto el capítulo VIII del libro de Bradley y Ewing (1998). 

2*2 Las Leyes de Asociación fueron derogadas en 1824. 

2*"* Arendt (2004: 240) señala al respecto: “Siendo la desigualdad social la base de la sociedad inglesa, los 
conservadores británicos se sentían no poco incómodos cuando se referían a los «derechos de los hombres». Según las 
opiniones abiertamente mantenidas por los Tories durante el siglo XIX, la desigualdad correspondía al espíritu nacional 
inglés. Disraeli halló «algo mejor en los derechos de los ingleses que en los derechos de los hombres», y para Sir James 
Stephen «pocas cosas en la Historia (parecieron) tan miserables como el grado hasta el que los franceses se dejaron 
conducir en tales cuestiones». 


96 



considerada ajena al espíritu nacional inglés. También eso permite entender la discriminación secular 
sufrida por los irlandeses. Y, finalmente, ello explica que Inglaterra haya participado en el comercio 
de esclavos negros y en la formación de sociedades esclavistas y que haya podido desarrollar una 
activa política colonial, sin considerar que ello colisionaba con su concepción constitucional sobre los 
derechos de los individuos. 
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